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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Orden del día de la Segunda Sesión del Primer Período Extraordinario de Sesiones del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

28 de enero de 2016.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados que integran la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la sesión.
3.- Lectura, Discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión.

4.- Lectura y aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.
5.- Propuesta presentada por la Junta de Gobierno del Congreso del Estado, para incorporar al Primer Período Extraordinario de Sesiones del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se modifican los párrafos primero y segundo del Artículo 388 y el Artículo 389 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, con relación a los delitos de violación impropia y rapto.
6.- Lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se modifican los párrafos primero y segundo del Artículo 388 y el Artículo 389 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, con relación a los delitos de violación impropia y rapto.

7.- Lectura, discusión y en su caso, aprobación de un Dictamen presentado por la Comisión Especial encargada de la Armonización de nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político Electoral, con el sentir de los Ayuntamientos, relativo a dos iniciativas de decreto la primera de ellas por la que se reforma el artículo 27 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y la segunda iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos  27 numeral  5 incisos a) y c), 33 primer párrafo, 46 párrafos primero y tercero y 158-K párrafo segundo fracción IV, asimismo; y se adicionan dos párrafos al inciso c) del numeral 5 del artículo 27, todos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Lariza Montiel Luis, del Partido Acción Nacional.

8.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión Especial encargada de la Armonización de nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político Electoral, con relación a una Iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila, presentada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza.
B.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Ciencia y Tecnología, relativo a una Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se crea la Ley sobre Gobierno Electrónico y Fomento al Uso de Tecnologías Digitales de Información para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.
C.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión, relativo a la iniciativa de Decreto por la que se expide la Ley que crea el Organismo Público Descentralizado de la Administración Municipal Denominado “Dirección de Pensiones y Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Municipio de Torreón, Coahuila, remitida a este  Congreso por el Lic. Jorge Luis Moran Delgado, Secretario del R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza.  


D.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión, relativo al oficio del Presidente Municipal de Castaños, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio.

E.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión, relativo a un oficio del Presidente Municipal de Lamadrid, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio. 

F.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión, relativo a un oficio del Presidente Municipal de Nadadores, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio.
9.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.

MINUTA DE LA PRIMERA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LAS INSTALACIONES DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO Y SIENDO LAS 11:00 HORAS, CON 17 MINUTOS, DEL 12 DE ENERO DEL AÑO 2016, Y ESTANDO PRESENTES 23 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS DIO INICIO LA SESIÓN, CON LA ACLARACIÓN DE LA PRESIDENCIA EN EL SENTIDO, DE INFORMAR QUE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA Y EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ NO ASISTIRÍAN A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA.

1.- SE LLEVÓ A CABO LA DECLARATORIA DE APERTURA DEL SEGUNDO PERIODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA.

2.- SE DIO LECTURA DE LA CONVOCATORIA EXPEDIDA POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE PARA LA CELEBRACIÓN DE ESTE PERÍODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES.

3.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL ORDEN DEL DÍA, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

4.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE LA ARMONIZACIÓN DE NUESTRA LEGISLACIÓN ESTATAL CON LA FEDERAL, EN MATERIA POLÍTICO ELECTORAL, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 27 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, ASÍ COMO UNA INICIATIVA QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LARIZA MONTIEL LUIS, CON RELACIÓN A LA DESIGNACIÓN DEL SECRETARIO EJECUTIVO DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL COAHUILA.
5.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN Y DE DESARROLLO RURAL, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA LA REFORMA DEL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE LA PROMOTORA PARA EL DESARROLLO RURAL DE COAHUILA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA, EN EL QUE SE PROPUSO QUE SE PROCURE LA EQUIDAD DE GÉNERO EN LOS PROGRAMAS PARA EL DESARROLLO RURAL DE COAHUILA.

6.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 3 Y 4 Y SE ADICIONA UN ARTÍCULO 14 BIS, A LA LEY PARA PROMOVER LA IGUALDAD Y PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO ANTONIO NERIO MALTOS, MEDIANTE EL CUAL PROPUSO INCORPORAR EL CONCEPTO DE TRATO DIFERENCIADO.

7.- LA PRESIDENCIA DECLARÓ UN BREVE RECESO, INFORMANDO QUE A LAS 13:00 HORAS DEL DÍA (12 DE ENERO DE 2016) SE REANUDARÍA LA SESIÓN PARA REALIZAR LA DECLARATORIA EN LA QUE EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO SE ERIGIRÍA EN JURADO DE SENTENCIA, CON RELACIÓN AL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL INICIADO POR EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO EN CONTRA DEL CIUDADANO JOSÉ ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, REGIDOR DEL AYUNTAMIENTO DE ARTEAGA, COAHUILA DE ZARAGOZA.

8.- LA PRESIDENCIA INICIO LOS TRABAJOS DE LA SESIÓN EN LA HORA ANTES SEÑALADA, PARA CONTINUAR CONFORME A LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 67, 165 Y DEMÁS RELATIVOS DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO 22 Y DEMÁS RELATIVOS DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, POR LO QUE SOLICITÓ A TODOS LOS PRESENTES SE PUSIERAN DE PIE A FIN DE HACER LA DECLARATORIA EN LA QUE EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO SE ERIGE EN JURADO DE SENTENCIA. 

“EL DÍA DE HOY, 12 DE ENERO DEL 2016, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 67, 165 Y DEMÁS RELATIVOS DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO 22 Y DEMÁS RELATIVOS DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SE ERIGE EN JURADO DE SENTENCIA CON RELACIÓN AL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL INICIADO POR EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO EN CONTRA DEL CIUDADANO JOSÉ ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, REGIDOR DEL AYUNTAMIENTO DE ARTEAGA, COAHUILA DE ZARAGOZA, POR EL DELITO DE ROBO AGRAVADO DE COBRE Y ESPECIALMENTE AGRAVANTE POR COMETER POR 3  O MÁS PERSONAS, PREVISTO Y SANCIONADO POR LOS ARTÍCULOS 410, 411, 414, FRACCIÓN 10 Y 415 FRACCIÓN V DEL CÓDIGO PENAL VIGENTE EN EL ESTADO, EN AGRAVIO DE LA EMPRESA DENOMINADA “TELÉFONOS DE MÉXICO, S. A. BURSÁTIL DE CAPITAL VARIABLE”, SERVIDOR PÚBLICO QUE FUE DETENIDO EN FLAGRANCIA”.  

A CONTINUACIÓN SOLICITÓ AL PERSONAL ADSCRITO A LA OFICIALÍA MAYOR DEL CONGRESO AUXILIARAN A LA PRESIDENCIA CON LA FINALIDAD DE REVISAR SI SE ENCENTRABAN PRESENTES EN ESTE PALACIO LEGISLATIVO, LAS PARTES DEL PRESENTE PROCEDIMIENTO Y, EN SU CASO, INVITARLOS A OCUPAR SUS LUGARES EN ESTE SALÓN DE PLENO, EL PERSONAL DE OFICIALÍA MAYOR EFECTUÓ DICHA REVISIÓN E INVITO A PASAR AL SALÓN A LA PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO.

ACTO SEGUIDO, LA PRESIDENCIA INFORMÓ QUE ESTÁN PRESENTES LA PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO, POR LO QUE SOLICITÓ DE NUEVA CUENTA AL PERSONAL ADSCRITO A LA OFICIALÍA MAYOR DEL CONGRESO A QUE REVISARAN NUEVAMENTE POR LAS PUERTAS DE ACCESO A ESTE EDIFICIO SI SE HABÍA ANUNCIADO EL CIUDADANO JOSÉ ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, REGIDOR DE ARTEAGA, COAHUILA. EL PERSONAL DE OFICIALÍA MAYOR POR SEGUNDA VEZ HIZO DICHA REVISIÓN E INFORMÓ A LA PRESIDENCIA DE SU RESULTADO. 

LA PRESIDENCIA INFORMÓ QUE HA SIDO AVISADA POR EL PERSONAL DE LA OFICIALÍA MAYOR QUE EL CIUDADANO JOSÉ ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, REGIDOR DE ARTEAGA, COAHUILA, NO HA HECHO ACTO DE PRESENCIA EN ESTE RECINTO  NO OBSTANTE HABER SIDO NOTIFICADO PERSONALMENTE PARA ASISTIR EL DÍA DE HOY A LAS 13:00 HORAS, POR LO QUE PROCEDIÓ A SOLICITAR A LOS MINISTERIOS PÚBLICOS SE IDENTIFICARAN CON LA FINALIDAD DE CONFIRMAR SI ESTÁN AUTORIZADOS EN EL PROCEDIMIENTO, SITUACIÓN QUE SE REALIZÓ POSITIVAMENTE.

ACTO SEGUIDO, LA PRESIDENCIA SOLICITÓ A LA DIPUTADA SECRETARIA SONIA VILLARREAL PÉREZ DIERA LECTURA A LAS CONCLUSIONES EMITIDAS POR LA COMISIÓN INSTRUCTORA DENTRO DEL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL, INICIADO POR EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO EN CONTRA DEL C. JOSÉ ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, REGIDOR DEL AYUNTAMIENTO DE ARTEAGA, EN LAS CUALES SE CONTIENE UNA SÍNTESIS DE LOS PUNTOS SUSTANCIALES DE LAS CONSTANCIAS PROCEDIMENTALES DEL REFERIDO PROCEDIMIENTO, CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ORDENÁNDOSE SE ENTREGARA UNA COPIA DE LAS REFERIDAS CONCLUSIONES A LOS MINISTERIOS PÚBLICOS. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA CEDIÓ LA PALABRA A LOS MINISTERIOS PÚBLICOS PARA QUE ALEGARAN LO QUE CONVENGA SUS DERECHOS.

AL TÉRMINO DE LAS INTERVENCIONES DE LOS MINISTERIOS PÚBLICOS, LA PRESIDENCIA MANIFESTÓ QUE NO RESULTÓ PROCEDENTE CONCEDERLE LA PALABRA AL C. JOSÉ ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, REGIDOR DEL AYUNTAMIENTO DE ARTEAGA, COAHUILA, TODA VEZ QUE NO ASISTIÓ A ESTA SESIÓN NO OBSTANTE HABER SIDO NOTIFICADO PERSONALMENTE QUE ESTE DÍA SE REALIZARÍA LA MISMA, POR LO QUE LES PREGUNTÓ A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS SI DESEABAN FORMULAR ALGUNA PREGUNTA A LOS MINISTERIOS PÚBLICOS PRESENTES, INTERVINIENDO LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER, JESÚS DE LEÓN TELLO, CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ Y SERGIO GARZA CASTILLO. AL TÉRMINO DE LAS INTERVENCIONES LA PRESIDENCIA AGRADECIÓ LA PRESENCIA DE LOS MINISTERIOS PÚBLICOS EN ESTA SESIÓN. 
INMEDIATAMENTE DESPUÉS, LA PRESIDENCIA PUSO A CONSIDERACIÓN Y VOTACIÓN DEL PLENO, LAS CONCLUSIONES EMITIDAS POR LA COMISIÓN INSTRUCTORA DENTRO DEL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL, INTERVINIENDO A FAVOR LA DIPUTADA LARISA MONTIEL LUIS Y EL DIPUTADO JESÚS DE LEÓN TELLO, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, DICHAS CONCLUSIONES EN LOS TÉRMINOS QUE FUERON LEÍDAS.
LA PRESIDENCIA DECLARÓ LA APROBACIÓN DE LAS CONCLUSIONES EMITIDAS POR LA COMISIÓN INSTRUCTORA DE JUICIO POLÍTICO Y DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL, DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, DENTRO DEL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL SEGUIDO EN CONTRA DEL CIUDADANO JOSÉ ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, REGIDOR DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE ARTEAGA, COAHUILA DE ZARAGOZA, POR EL DELITO DE ROBO AGRAVADO DE COBRE Y ESPECIALMENTE AGRAVANTE POR COMETERSE POR TRES O MÁS PERSONAS, CON MOTIVO DE LA DENUNCIA PRESENTADA POR EL LICENCIADO HOMERO RAMOS GLORIA, PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; CONFORME A LO QUE SEÑALA EL ARTÍCULO 16 DE LA LEY DE RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
ASIMISMO, SOLICITÓ QUE SE EXPIDIERA LA RESOLUCIÓN Y DECLARATORIA DENTRO DEL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE  RESPONSABILIDAD PENAL INICIADO EN CONTRA DEL CIUDADANO  JOSÉ ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, REGIDOR DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE ARTEAGA,  COAHUILA DE ZARAGOZA, CON MOTIVO DE UNA DENUNCIA PRESENTADA POR EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EMITIDAS POR LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ERIGIDO EN JURADO DE SENTENCIA Y COMUNÍQUESE LAS MISMAS AL CIUDADANO JOSÉ ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, AL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE ARTEAGA, COAHUILA DE ZARAGOZA, AL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, A LA PRESIDENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA Y AL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, PARA SU PUBLICACIÓN EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO.
RESUELTO, Y DECLARADO LO ANTERIOR, SE DIO POR CONCLUIDA LA FUNCIÓN DE JURADO DE SENTENCIA REALIZADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO, ASÍ COMO CONCLUIDO EL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PENAL INICIADO EN CONTRA DEL CIUDADANO. ARCADIO GONZÁLEZ PEÑA, POR REQUERIMIENTO DEL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA. 
NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR CONCLUIDA LA SESIÓN A LAS 14:00 HORAS, CON 57 MINUTOS DEL MISMO DÍA, INFORMADO AL PLENO QUE PARA LA PRÓXIMA SESIÓN EXTRAORDINARIA SE LES COMUNICARÍA CON ANTICIPACIÓN.
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 12 DE ENERO DE 2016
DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ.
	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA.

	SECRETARIA
	SECRETARIA


INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE MODIFICAN LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO DEL ARTÍCULO 388 Y EL ARTÍCULO 389 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA; CON RELACIÓN A LOS DELITOS DE VIOLACIÓN IMPROPIA Y RAPTO.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la  Diputada Georgina Cano Torralva, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se modifican los párrafos primero y segundo del artículo 388 y el artículo 389 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La iniciativa que se presenta propone una reforma al Código Penal del Estado, con el objeto de adecuar el marco jurídico relativo a los delitos de violación impropia por instrumento o elemento distinto al natural, así como el de rapto, a fin de lograr una protección más amplia para todas las personas radicadas en el Estado o durante su tránsito por el mismo.

Si bien, en las figuras típicas referidas, en la norma vigente se ha procurado una amplia protección en interés superior de la niñez, fundamentadas en tratados internacionales, así como en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, resulta necesario extender la tutela de las referidas disposiciones penales a la generalidad de la población.

En lo concerniente a la figura típica de violación impropia por instrumento o elemento distinto al natural, se contemplan supuestos de protección para las personas menores de quince años de edad, así como para aquellos que no tengan la capacidad para comprender el significado del hecho o no cuenten con la posibilidad de resistirlo, incluyendo a aquellos de hasta doce años de edad o menor.

En esta disposición, se considera necesario modificar el supuesto de la comisión del delito teniendo como sujeto pasivo a las personas de cualquier de edad, o que teniendo la capacidad para comprender el significado del hecho o la posibilidad de resistirlo, se realice ilícitamente en su contra la conducta delictiva sin que medie su consentimiento, cabe señalar que la ilicitud de la conducta comprende aquellos supuestos realizados mediante violencia física o moral.

Así mismo, con el objeto de brindar una mayor protección a los niños, niñas y adolescentes, se propone elevar la sanción de seis a once años y multa, en los supuestos cometidos contra los menores de quince años o en aquellos que por cualquier causa no tengan la capacidad para comprender el significado del hecho o posibilidad de resistir la conducta, toda vez que constituyen hechos delictivos que atentan contra sujetos que se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad.

Es de notar que en el supuesto no se hace referencia ya a la personas de hasta doce años de edad, ya que la redacción que se propone quedan incluidos, respetando las razones en las que se fundamento el legislador al establecer la disposición vigente en interés superior de la niñez.

Por lo tocante a la figura típica del rapto, es necesario incorporar en el supuesto el propósito que genera la conducta delictiva a fin de dotar de más elementos a las autoridades encargadas de la procuración de justicia para la realización e integración de sus investigaciones y que a su vez, el juzgador pueda determinar la actualización del hecho delictivo; en razón de ello se considera conveniente introducir en la referida norma que la sustracción o retención de la persona se realiza con la finalidad de satisfacer algún deseo erótico o con la intención de casarse. 

Se propone además simplificar la redacción del artículo que establece la figura típica del rapto, lo cual es procedente toda vez que en disposición diversa se establece el delito equiparado al rapto, con lo cual se evita la confusión entre ambos supuestos.

Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se modifican los artículos 388 en su primer y segundo párrafo, y 389 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 388. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE VIOLACIÓN IMPROPIA POR INSTRUMENTO O ELEMENTO DISTINTO AL NATURAL. Se aplicará prisión de cuatro a nueve años y multa: A quien ilícitamente introduzca en forma total o parcial por la vía anal o vaginal cualquier elemento o instrumento distinto al pene, sin el consentimiento de la persona.

Se aplicará de seis a once años y multa: A quien ilícitamente introduzca en forma total o parcial cualquier elemento o instrumento distinto al pene, por la vía anal o vaginal a persona menor de quince años de edad, o al que por cualquier causa no tenga la capacidad para comprender el significado del hecho o posibilidad de resistir la conducta delictuosa.

…

ARTÍCULO 389.- SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE RAPTO. Se aplicará prisión de uno a siete años y multa a  quien por medio de la violencia física o moral o engaño sustraiga o retenga a una persona para satisfacer algún deseo erótico o para casarse.

Se aplicará prisión de dos a ocho años y multa: A quien con cualquiera de los fines del párrafo anterior, por medio de la seducción o engaño sustraiga o retenga a una persona mayor de quince años pero menor de dieciocho.

T R A N S I T O R I O 

PRIMERO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de enero de 2016

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA. 

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE MODIFICAN LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO DEL ARTÍCULO 388 Y EL ARTÍCULO 389 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

DICTAMEN de la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a dos iniciativas de decreto la primera de ellas por la que se reforma el artículo 27 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y la segunda iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos  27 numeral  5 incisos a) y c), 33 primer párrafo, 46 párrafos primero y tercero y 158-K párrafo segundo fracción IV, asimismo; y se adicionan dos párrafos al inciso c) del numeral 5 del artículo 27, todos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Lariza Montiel Luis, del Partido Acción Nacional; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral, le fue turnado el expediente, conteniendo diversos oficios mediante los cuales el Oficial Mayor del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, hizo del conocimiento de los 38 Presidentes Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante oficio de fecha 13 de enero del año en curso dos iniciativas de decreto la primera de ellas por la que se reforma el artículo 27 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y la segunda iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos  27 numeral  5 incisos a) y c), 33 primer párrafo, 46 párrafos primero y tercero y 158-K párrafo segundo fracción IV, asimismo; y se adicionan dos párrafos al inciso c) del numeral 5 del artículo 27, todos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Lariza Montiel Luis, del Partido Acción Nacional; a fin de cumplir con lo dispuesto por los artículos 196, fracción VI, y 197 del referido ordenamiento y en los artículos 159 y 160 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

En esa tesitura, es pertinente mencionar que se comunicó a los 38 Ayuntamientos del Estado sobre la reforma en comento, a fin de dar cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 196, fracción IV, y 197 de la Constitución Política del Estado y en los artículos 159 y 160 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado; recibiéndose la opinión de los Ayuntamientos de Abasolo, Castaños, Escobedo, Francisco I. Madero, General Cepeda, Guerrero, Hidalgo, Jiménez, Juárez, Lamadrid, Matamoros, Nava, Ocampo, Piedras Negras, Progreso, Sacramento, San Buenaventura, San Juan de Sabinas, San Pedro, Sierra Mojada, Torreón, Viesca; quienes emitieron su voto a favor de la reforma dentro de dicho plazo. Consecuentemente atendiendo a lo dispuesto por el artículo 196 fracción V de la Constitución Local, debe procederse a la declaración del Congreso con el sentir  afirmativo de la mayoría absoluta de los Ayuntamientos.

SEGUNDO.- Que dichos oficios fueron turnados a esta comisión Dictaminadora, para que emitiera el dictamen respecto a la declaratoria de aprobación de la citada reforma, analizado el expediente de referencia y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que el texto del artículo 196 de la Constitución Política local, que da el sustento al procedimiento de reforma constitucional, es del tenor literal siguiente:

“Artículo 196. La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

       I. Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días.

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días.

III. Discusión del  dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes.

IV. Publicación del expediente por la prensa.

V. Que la adición o reforma sea aprobada por la mayoría  absoluta de los ayuntamientos del Estado.

VI. Discusión del nuevo dictamen, que se formará con vista del sentir de los ayuntamientos, la Comisión que conoció de la iniciativa, pronunciándose en sentido afirmativo o negativo, según el sentir de la mayoría absoluta de los respectivos ayuntamientos.

VII. Declaración del Congreso, con vista y discusión del dictamen de la comisión.”
SEGUNDO.-Que en la sesión celebrada el día 12 de enero del 2016, el Pleno del Congreso aprobó la reforma  para modificar el inciso c), del numeral 5, del Artículo 27, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor literal siguiente:          
DICTAMEN

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el inciso c), del numeral 5, del Artículo 27, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 27. …

1. a 4. …
5. … 

a) …
b) …

c) Contará en su estructura con los órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia que señale la ley. El Consejo General será su órgano superior de dirección y se integrará por un Consejero Presidente y seis Consejeros Electorales; concurrirán con voz y sin voto los Representantes de los Partidos Políticos y el Secretario Ejecutivo. El Secretario Ejecutivo será propuesto por la o el Consejero Presidente y aprobado por al menos el voto de cinco Consejeros Electorales del Órgano Superior de Dirección del Organismo Público Local Electoral, durará en su encargo seis años y podrá ser ratificado por una sola vez en los términos que disponga la ley; tendrá un Contralor interno con autonomía de gestión; designado por el Congreso del Estado, con el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes de conformidad con las reglas y el procedimiento establecidos por la ley; durará en su encargo seis años y podrá ser ratificado por una sola vez. 
d) a g) …
6. …
7. …
T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello,  Dip. Sergio Garza Castillo, Dip. Leonel Contreras Pamanes, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Verónica Martínez García, Dip. Javier Díaz González, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren, Dip. Antonio Nerio Maltos, Dip. Martha Hortensia Garay Cadena.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza. Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 27 de enero de 2016
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DICTAMEN de la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila, suscrita por el suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 11 del mes de diciembre del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral, Iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila, suscrita por el suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 84, 127 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto por el que se crea la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La Reforma Político-Electoral publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero del año 2014, tuvo como principal finalidad el fortalecimiento del sistema democrático mexicano, en particular, las discusiones se centraron en el reclamo del establecimiento de reglas electorales que permitieran a los órganos locales ejercer de forma efectiva la autonomía de gestión y decisión que les era reconocida en todas las constituciones estatales, pero que, sin embargo, en la práctica se veía disminuida por la injerencia de diversos actores políticos.
Por lo que hace a la autonomía antes referida, el nuevo modelo constitucional en materia electoral, consideró que el mecanismo que permitiría eliminar la injerencia e intervención de los poderes públicos locales en la toma de decisiones de los institutos electorales locales, era la designación de sus integrantes a través de un proceso de selección conformado por tres etapas, en donde los Consejeros del Instituto Nacional Electoral, y no los Congresos Locales, evaluarían las capacidades, experiencia profesional y conocimientos electorales de los aspirantes, hasta conformar la lista de quiénes habrían de desempeñarse en los 7 cargos de Consejeros de los Organismos Públicos Locales Electorales.

Una vez culminado el proceso de selección de los integrantes de los órganos electorales locales, el otro aspecto fundamental que trajo aparejada la reforma constitucional electoral, fue la adecuación de las constituciones de las entidades federativas y de sus respectivas leyes secundarias al texto de la misma.

Consecuentes con lo expuesto, el 22 de septiembre de 2015 se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, el Decreto número 126, mediante el cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza en materia político-electoral, contemplándose en su artículo 27, numeral 5, la creación del Instituto Electoral de Coahuila, a quien se confirió la facultad de realizar de manera integral y directa, todas las actividades relativas a la organización y desarrollo de los procesos electorales locales, de los plebiscitos y referendos; los cómputos, declaración de validez y otorgamiento de constancias en las elecciones de Gobernador, diputados y ayuntamientos; la fiscalización de los recursos de los partidos políticos, cuando el Instituto Nacional le delegue esta función, el seguimiento de los compromisos de campaña de los candidatos mediante la emisión de informes anuales con fines meramente informativos y sin efecto vinculatorio alguno, y las demás que señale la ley, entre otras.

De igual forma, en el artículo Tercero de los Transitorios del decreto de referencia, se declaró la extinción del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, por lo que todas aquellas leyes y reglamentos que regulaban su actuación y vida interna quedaron derogados.

Por lo expuesto, y tomando en consideración que actualmente el Congreso del Estado se encuentra trabajando en la elaboración y posterior aprobación de las leyes secundarias en materia político-electoral, se considera que, a efecto de que el proceso de transición del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila al recién creado Instituto Electoral de Coahuila, garantice el arranque de un órgano electoral local fortalecido, ante la existencia de retos y riesgos que no pueden obviarse y de la existencia de problemas inmediatos que deben atenderse con celeridad y pulcritud, se considera conveniente que se suprima del Código Electoral del Estado, el Libro Tercero denominado del Instituto Electoral, para que, en lo sucesivo, la estructura y organización interna del Organismo Público Electoral Local, se regule en su propia Ley Orgánica, reservándose de esta forma al Código Electoral las cuestiones relativas al proceso electoral.

Esta Ley será la encargada de establecer la organización y funcionamiento del Instituto Electoral de Coahuila, definiendo su objeto y facultades, así como la manera en la que deberá administrar su patrimonio. Se disponen los órganos directivos, ejecutivos, desconcentrados y de vigilancia del Instituto, así como las atribuciones de cada uno de ellos. Del mismo modo, prevé disposiciones referentes al Servicio Profesional Electoral, así como las de responsabilidad de los servidores públicos de la función electoral.

Estamos seguros de que con esta ley se garantiza que el órgano electoral en nuestro estado, se desempeñe con certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad, contribuyendo así al desarrollo de la vida democrática y al fortalecimiento de las convicciones humanistas, sociales y democráticas del estado constitucional de derecho.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión Especial Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral, consideramos que efectivamente la reforma electoral del año 2014 aprobada por el Congreso de la Unión, cambio la conformación y las tareas designadas a los órganos locales electorales, el nuevo diseño señala entre otros temas que los Consejeros Electorales Locales ya no sean nombrados por los Congresos de las entidades, sino que sean los propios Consejeros del Instituto Nacional Electoral (INE) quienes mediante los procesos de oposición, sean ellos quienes elijan aquellos que integraran los institutos locales.

La autonomía de los órganos electorales se debe de manifestar en distintos apartados, vinculados todos ellos a un objetivo principal que es que su actuar no se limite por la influencia de cualquiera de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial estatales ni a los organismos del estado, partidos políticos o grupos de interés. Para ello estas nuevas instituciones estatales electorales deberán contar con independencia en las tomas de decisiones, patrimoniales, presupuestales y orgánica, si bien la Carta Magna y la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales establecen los lineamientos generales sobre la conformación y atribuciones de los organismos electorales, corresponde a los Congresos estatales la responsabilidad de adaptar algunas cuestiones del proceso electoral y la organización de los institutos locales, respetando el marco legal general.

Por lo que consideramos que la presente iniciativa mediante la que cual se propone la expedición de la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila de Zaragoza, con ella se garantizara el arranque de un órgano electoral local fortalecido, al establecerse en la misma la organización y el funcionamiento del Instituto Electoral, definiendo sus objetivos y facultades, así como la manera de administrar su patrimonio, por lo anterior estamos seguros que contaremos en el Estado con un órgano electoral imparcial y eficiente que garantice unas elecciones democráticas avaladas por un estado de derecho.  

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se crea la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila; para quedar como sigue:

LEY ORGÁNICA DEL INSTITUTO ELECTORAL DE COAHUILA

TÍTULO PRIMERO

PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

CAPÍTULO ÚNICO

BASES GENERALES

Artículo 1. Esta ley es de orden público y de observancia obligatoria en todo el régimen interior del estado, y tiene por objeto establecer la organización y funcionamiento del Instituto Electoral de Coahuila.
Artículo 2. Para los efectos de esta ley, en lo sucesivo, las denominaciones serán las siguientes:

I. Instituto: Instituto Electoral de Coahuila. 

II. Constitución: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

III. Constitución Política del Estado: Constitución Política de Estado de Coahuila de Zaragoza. 

IV. Ley General: Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

V. INE: Instituto Nacional Electoral.

VI. Entidad: Estado de Coahuila de Zaragoza.

VII. OPLE: Organismo Público Local Electoral

Artículo 3. El Instituto es un organismo público autónomo, independiente en sus decisiones y funcionamiento, profesional en su desempeño; dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, autoridad en materia electoral en el Estado, en los términos de la Constitución y la Constitución de Coahuila.

Artículo 4. El Instituto, en el ámbito de su competencia, tendrá por objeto:

I.
Contribuir al desarrollo de la vida democrática y al fortalecimiento de las convicciones humanistas, sociales y democráticas del estado constitucional de derecho.

II.
Promover, fomentar y preservar el fortalecimiento democrático del sistema de partidos políticos en el estado, así como la participación ciudadana a través de los mecanismos que la propia ley establece.

III.
Promover, fomentar y preservar el ejercicio de los derechos político-electorales de los ciudadanos y vigilar el cumplimiento de sus deberes.

IV.   Aplicar las disposiciones generales, reglas, lineamientos, criterios y formatos que, en ejercicio de las facultades que le confiere la Constitución y la Ley General, establezca el INE.

V. 
Garantizar los derechos y acceso a las prerrogativas de los partidos políticos y candidatos, incluyendo la ministración oportuna del financiamiento público a que tienen derecho los partidos políticos nacionales y locales y, en su caso, los Candidatos Independientes en la entidad;

VI.
Garantizar la celebración libre, auténtica y periódica de las elecciones para renovar a los integrantes de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, así como de los Ayuntamientos del estado.

VII.
Velar por la libertad, autenticidad y efectividad del sufragio popular.

VIII.
Llevar a cabo la promoción del voto y coadyuvar a la difusión de la cultura democrática.

Artículo 5. El Instituto gozará de autonomía en los términos previstos en la Constitución, la Ley General, la Constitución de Coahuila y las leyes locales. Será profesional en su desempeño y se regirá por los principios de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad.

Artículo 6. El Instituto, dentro del régimen interior del estado, se encargará de la preparación, organización, desarrollo, vigilancia y validez de los procesos electorales y de los procedimientos de participación ciudadana que se determinen en la legislación aplicable. 

Artículo 7. La autonomía del Instituto se expresa en la facultad de resolver con libertad los asuntos de su competencia, sin interferencia de otros poderes, órganos del gobierno federal, estatal y municipal u otros organismos públicos autónomos, salvo los medios de control que establezca la Constitución, esta ley y demás disposiciones aplicables.
Artículo 8. Para el desarrollo de sus funciones, el Instituto contará con autonomía política, jurídica, administrativa, financiera y presupuestal, en los términos que establece la Constitución Política del Estado, esta ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 9. El Instituto, en la esfera de su competencia, mantendrá con los gobiernos federal, estatal y municipal y con los organismos públicos autónomos, una relación de respeto y de colaboración mutua para el desarrollo democrático de la entidad.
Para el desempeño de sus funciones, el Instituto contará con el apoyo, el auxilio y la colaboración de las autoridades federales, estatales y municipales y de los organismos públicos autónomos; además actuará en coordinación con el INE conforme a la Constitución y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 10. El Instituto podrá promover controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad locales, en los términos que establece la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 11. El Instituto, a través del Consejo General, tiene la facultad de establecer la estructura, forma y modalidades de su organización interna y contará con las direcciones, unidades técnicas y departamentos que se requieran de acuerdo a las necesidades para su funcionamiento en los términos que establece esta ley y en atención a la disponibilidad de su presupuesto de egresos. 

Artículo 12. El Instituto, a través del Consejo General, tiene la facultad de expedir los reglamentos, acuerdos, lineamientos, circulares o cualquier otra disposición general que sea necesaria para el desempeño de sus funciones. 

Artículo 13. El Instituto mediante convenio que celebre con el INE u otra entidad pública federal, estatal o municipal, podrá asumir las funciones o servicios que, en materia electoral o de participación ciudadana, le sean transferidas o delegadas conforme a la legislación, según su capacidad administrativa y financiera. 

La transferencia o la delegación de funciones o servicios deberá programarse de manera gradual, a efecto de que el Instituto pueda asumir con responsabilidad la función o servicio de que se trate. 

Artículo 14. El patrimonio del Instituto estará constituido por:

I.
Los ingresos que perciba conforme a la partida que establezca su presupuesto anual de egresos, así como los que perciba por los servicios que preste en cumplimiento de su objeto o que le correspondan por cualquier otro título legal.

II.
Los bienes muebles e inmuebles y demás ingresos que las autoridades federales, estatales y municipales le aporten para la realización de su objeto.

III.
Los subsidios y aportaciones permanentes, periódicas o eventuales, que reciba de las autoridades federales, estatales y municipales y, en general, los que obtenga de instituciones públicas, privadas, nacionales o internacionales sin fines de lucro o de particulares. 

IV.
Las donaciones, herencias y legados que se hicieren a su favor.

V.
Los demás bienes o ingresos que adquiera por cualquier otro medio legal.

Artículo 15. El Instituto elaborará su propio proyecto de presupuesto de egresos y lo remitirá al Ejecutivo del Estado, a fin de que éste lo envíe en su oportunidad al Congreso del Estado, para su estudio, discusión y, en su caso, aprobación. El proyecto de presupuesto de egresos del Instituto no podrá ser modificado por el Poder Ejecutivo del Estado.

El proyecto de presupuesto de egresos del Instituto contemplará las partidas presupuestales necesarias para el cumplimiento de su objeto, considerando que los recursos presupuestarios destinados al financiamiento público de los partidos políticos no forman parte del patrimonio del Instituto, por lo que éste no podrá alterar el cálculo para su determinación, ni los montos que del mismo resulten conforme a las reglas aplicables.

Artículo 16. El Instituto contará con los recursos humanos, financieros y materiales que autorice el presupuesto de egresos correspondiente.

Artículo 17. El Instituto administrará su patrimonio conforme a las bases siguientes:
I.
Los recursos que integran el patrimonio serán ejercidos en forma directa por los órganos del Instituto; o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley y su reglamento.

II.
El Congreso del Estado, por conducto de la Auditoria Superior del Estado, revisará y fiscalizará la cuenta pública del Instituto, en los términos de las disposiciones aplicables. 

III.
El ejercicio presupuestal del Instituto deberá ajustarse a los principios de honestidad, legalidad, optimización de recursos, racionalidad e interés público y social.

IV.
El Instituto manejará bajo los principios de eficacia, economía, transparencia y honradez  su patrimonio conforme a la ley. En todo caso, el Instituto requerirá el acuerdo de cuando menos cinco de los miembros del Consejo General, para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario o para celebrar actos o convenios que comprometan al Instituto por un plazo mayor al período de su encargo. El convenio siempre será por un tiempo determinado y con un objeto preciso.

V.
En todo lo relativo a la administración, control y fiscalización de su patrimonio, el Instituto deberá observar las disposiciones aplicables a los órganos del gobierno del estado, según la materia de que se trate. 

Artículo 18. El Instituto gozará respecto de su patrimonio, de las franquicias, exenciones y demás prerrogativas concedidas a los fondos y bienes del estado.

Artículo 19. El Instituto, a través de la o el  Consejero Presidente, deberá rendir un informe por escrito ante el Congreso del Estado sobre los trabajos realizados por el Instituto, a más tardar el quince de diciembre de cada año.

Este informe se ordenará publicar en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
TÍTULO SEGUNDO

DE LA ORGANIZACIÓN Y EL FUNCIONAMIENTO DEL INSTITUTO

CAPÍTULO PRIMERO

DE LA ESTRUCTURA DEL INSTITUTO

Artículo 20. Para el ejercicio de sus funciones, el Instituto contará con órganos directivos, ejecutivos, técnicos y de vigilancia, en los términos que establece esta ley y la reglamentación que realice el Consejo General.

Artículo 21. Los órganos directivos del Instituto son:

I.
El Consejo General.

II.
La Presidencia del Consejo General.

III.
Las Comisiones del Consejo General.

Artículo 22. Los órganos ejecutivos del Instituto son:
I.
La Junta General Ejecutiva.

II.
La Secretaria Ejecutiva

III.     La  Direcciones Ejecutivas

Artículo 23. Los órganos desconcentrados del Instituto son:

I.      Los Comités Municipales
II.     Los Comités Distritales

III.    Las Mesas Directivas de Casilla

Artículo 24. Los órganos de vigilancia del Instituto son:

I.      Contraloría Interna 

Artículo 25. En cada uno de sus órganos permanentes, el Instituto contará con un cuerpo de funcionarios integrados en un Servicio Profesional Electoral Nacional y en una rama administrativa, que se regirán por el Estatuto del Servicio Profesional Electoral emitido por el INE, en el cual se establecen los respectivos mecanismos de selección, ingreso, capacitación, profesionalización, promoción, evaluación, rotación, permanencia, y disciplina, de conformidad con las legislaciones aplicables y dentro de su ámbito de competencia.
CAPÍTULO SEGUNDO

DE LOS ÓRGANOS DIRECTIVOS DEL INSTITUTO

SECCIÓN PRIMERA

DEL CONSEJO GENERAL

Artículo 26. El Consejo General es el órgano superior de dirección del Instituto y tiene por objeto vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en materia electoral y de participación ciudadana y garantizar que los órganos del Instituto cumplan con los principios establecidos en esta ley.

Artículo 27. El Consejo General se integrará por un Consejero Presidente y seis Consejeros Electorales, quienes participarán en las sesiones con voz y voto, por un representante de cada partido político y por el Secretario Ejecutivo, quienes lo harán con voz.

Artículo 28. Cada partido político tendrá derecho a designar un representante propietario y un suplente para las sesiones del Consejo General.

En todo caso, los representantes de los partidos políticos que sean designados fungirán como consejeros representantes ante el Consejo General.

Los partidos políticos podrán sustituir en todo tiempo a sus representantes. Para tal efecto, comunicarán con toda oportunidad a través de su representante acreditado ante el Instituto, el aviso correspondiente al  Consejero Presidente.

Artículo 29. La designación de los consejeros del Instituto se hará por parte del Consejo General del INE y se realizará conforme a los requisitos y procedimientos establecidos en la Constitución, la Constitución Política del Estado, la Ley General y la normatividad aplicable.

Artículo 30. Las y los Consejeros Electorales propietarios designados, rendirán la protesta de ley conforme a las legislaciones aplicables y durarán en su encargo siete años a partir del día en que surta efectos su designación y no podrán ser reelectos.

Artículo 31. Cuando ocurra una vacante en el Consejo General del Instituto se informará de inmediato al INE, para que éste realice la designación respectiva, de conformidad con lo dispuesto por la Ley General y la normatividad aplicable.

Artículo 32. Las y los Consejeros Electorales en funciones, recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su cargo, la cual no podrá ser disminuida durante el mismo.

Artículo 33. En todo caso los procedimientos para la remoción de las y los Consejeros Electorales se ajustarán a lo previsto en la Ley General y demás disposiciones aplicables.

Artículo 34. El Consejo General se reunirá en sesión ordinaria por lo menos una vez al mes. Su presidente podrá convocar a sesión extraordinaria cuando lo estime necesario o a petición que le sea formulada por la mayoría de las y los Consejeros Electorales o de los representantes de los partidos políticos, conjunta o indistintamente.

Para el inicio y preparación del proceso electoral, el Consejo General se reunirá en los plazos que señale la legislación aplicable.

Artículo 35. Las sesiones del Consejo General se sujetarán a las reglas siguientes:

I.
Serán válidas cuando se integren con por lo menos cinco de las y los Consejeros Electorales, siempre que esté presente su presidente o quien legalmente deba suplirlo. En caso de que no se reúna dicha mayoría, la sesión tendrá lugar dentro de las veinticuatro horas siguientes, con los consejeros y representantes que asistan.

II.
Podrán concurrir, con voz pero sin voto el Secretario Ejecutivo y los consejeros representantes de los partidos políticos.

III.
De toda sesión se levantará el acta respectiva a través del Secretario Ejecutivo. Las actas deberán contener una síntesis del asunto a tratar y el punto acordado. Se resguardarán en el archivo del Instituto por conducto de la Secretaría Ejecutiva. 

IV.
El Secretario Ejecutivo al inicio de cada sesión dará lectura al acta de la sesión anterior para su aprobación. La misma deberá ser autorizada con las firmas de la o el  Consejero Presidente o de quien legalmente deba suplirlo y del propio Secretario Ejecutivo.

V.
Se dará curso a los asuntos listados en el orden del día o de aquellos que requieran la intervención del Consejo General.

VI.
La o el Consejero Presidente o quien legalmente deba suplirlo, presidirá la sesión, dirigirá los debates, declarará cerrada la discusión cuando así lo estime y, finalmente, someterá a votación los asuntos correspondientes.

VII.
Las votaciones del Consejo General se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de empate, la o el  Consejero Presidente o quien legalmente deba suplirlo, tendrá voto de calidad.

VIII.
La o el Consejero Presidente del Consejo General por sí o a través del Secretario Ejecutivo, deberá ejecutar los acuerdos sin demora. El Consejo General podrá corregir, subsanar o modificar el acuerdo ejecutado cuando advierta un error esencial en el acta que se somete a su aprobación.

Artículo 36. Las atribuciones concedidas al Instituto en esta u otras leyes residen originalmente en el Consejo General. Los demás órganos del Instituto creados por esta ley o su reglamento, podrán ejercer esas u otras facultades en los casos siguientes:

I.
Cuando esta u otras leyes les otorguen expresamente las atribuciones, y

II.
Cuando por acuerdo del Consejo General se deleguen las atribuciones para el mejor funcionamiento del Instituto.

Artículo 37. El Consejo General tendrá las atribuciones siguientes:

I. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en materia electoral; así como dictar las normas y previsiones destinadas a hacer efectivas tales disposiciones;

II. Promover de manera permanente la educación cívica y la participación de los ciudadanos en los procesos electorales;

III. Celebrar convenios de apoyo o colaboración con autoridades federales, estatales o municipales, así como con el INE, además aquellos de coordinación que se requieran conforme a la distribución de competencias establecida en la ley;

IV. Establecer la estructura administrativa de los órganos del Instituto;

V. Establecer la integración, organización, funcionamiento y atribuciones de las Comisiones del Instituto o comités que establezca esta ley o que cree el Consejo General, para el debido funcionamiento del Instituto;

VI. Expedir los reglamentos, circulares y lineamientos generales necesarios para el funcionamiento del Instituto y sus órganos;

VII. Expedir los reglamentos, circulares y lineamientos generales necesarios para la realización de los procesos electorales y otras actividades que le sean encomendadas;

VIII. Aplicar el Estatuto del Servicio Profesional Electoral, respecto a los empleados que formen parte de dicho Servicio;

IX. Autorizar, con el voto de al menos cuatro de sus consejeros, o de la mayoría del consejo la petición de asunción total del proceso electoral local, cuando se considere que existen los supuestos legales previstos en la Ley General; 

X. Dirimir cualquier tipo de conflicto competencial entre los órganos del Instituto, resolviendo en definitiva;

XI. Preparar, organizar, desarrollar y validar los procesos electorales, consultas y procesos en los términos de la ley de la materia;

XII. Aprobar el proyecto de presupuesto anual de egresos del Instituto, a efecto de que la o el Consejero Presidente lo envíe al Ejecutivo del Estado para los efectos correspondientes;

XIII. Aprobar los informes de avance de gestión financiera y la cuenta pública que se presenta ante la Auditoría Superior del Estado, en los términos de las disposiciones aplicables;

XIV. Acreditar a los partidos políticos nacionales que, una vez satisfechos los requisitos que establece la ley de la materia, pretendan participar en los procesos locales;

XV. Resolver, en los términos de la ley aplicable, el otorgamiento o pérdida del registro de los partidos políticos y de las asociaciones políticas estatales; 

XVI. Resolver sobre los convenios de participación política en las modalidades que establezca la ley que celebren los partidos políticos; sobre los acuerdos de participación que efectúen las agrupaciones políticas con los partidos políticos; 

XVII. Proveer lo necesario para que lo relativo a las prerrogativas de los partidos políticos se ejerzan con apego a la ley, así como fijar topes al gasto que puedan hacer éstos en sus precampañas y campañas electorales en los términos de las disposiciones aplicables; 

XVIII. Vigilar las actividades que la Unidad Técnica de Fiscalización realice de forma coordinada con la Comisión y la Unidad Técnica de Fiscalización del INE en materia de fiscalización de los recursos de los partidos políticos, conforme a los términos y competencias de la legislación  respectiva; 

XIX. Designar a las personas que integrarán los comités distritales y municipales electorales y vigilar su debido funcionamiento;

XX. Aprobar el proyecto de material electoral y su elaboración, así como determinar la forma de integración y distribución del mismo conforme a los términos y lineamientos que al efecto emita el INE;

XXI. Aprobar las actividades coordinadas con el INE para la integración de las mesas directivas de casilla;

XXII. Registrar la candidatura a Gobernador; las listas de candidatos a diputados de representación proporcional que presenten los partidos políticos y, de manera supletoria, las fórmulas de candidatos diputados por el principio de mayoría relativa, así como a los integrantes de los Ayuntamientos; 

XXIII. Resolver sobre las solicitudes de registro de los candidatos a Gobernador del Estado,  diputados o integrantes de los Ayuntamientos;

XXIV. Instrumentar el programa de resultados preliminares de conformidad con las reglas, lineamientos, criterios y formatos que para tal efecto emita el INE;

XXV. Realizar los cómputos estatales de las elecciones de Gobernador y diputados de representación proporcional, en el primer caso, declarar la validez de la elección, entregar la constancia de mayoría correspondiente y declarar formalmente electo al Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila y, en el segundo, hacer la asignación correspondiente y entregar las constancias respectivas;

XXVI. Aprobar el Programa Anual del Instituto;

XXVII. Aplicar las reglas, lineamientos, y criterios que emita el INE en relación con encuestas o sondeos de opinión y conteos rápidos;

XXVIII. Ejercitar las facultades delegadas por el Consejo General del INE sujetándose a lo previsto por el Convenio de delegación que se suscriba, así como en los términos de las leyes generales, los lineamientos, acuerdos generales, normas técnicas y demás disposiciones que se emitan al respecto;

XXIX. Aprobar la realización de estudios demoscópicos, basados en actas de escrutinio y cómputo de casilla, a fin de conocer las tendencias de los resultados de las elecciones locales el día de la jornada electoral que proponga el presidente. Los resultados de dichos estudios deberán ser difundidos conforme a los lineamientos emitidos para tal efecto;

XXX. Resolver respecto a los proyectos de dictamen o acuerdo que se sometan a su consideración por las comisiones del Instituto en la esfera de su competencia, y

XXXI. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones legales aplicables.

Artículo 38. Las y los Consejeros Electorales tendrán las siguientes atribuciones:

I. Velar por la autenticidad y efectividad del sufragio;

II. Promover, supervisar y participar en los programas de educación cívica y capacitación electoral;

III. Orientar a los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus deberes en materia político electoral;

IV. Asistir a las sesión ordinarias y extraordinarias que sean convocadas;

V. Desempeñar las tareas que el propio Instituto les encomiende;

VI. Formar parte de las comisiones, subcomisiones y comités que acuerde el Consejo General y presidir las que le sean asignadas, y

VII. Las demás que esta ley u otras disposiciones aplicables les confieran. 

Artículo 39. Las y los Consejeros Electorales desempeñan una función pública que en todo caso, se sujetará a los principios de autonomía, independencia, legalidad, profesionalismo, imparcialidad, objetividad y máxima publicidad. 

Artículo 40. Durante el desempeño de su función, las y los Consejeros Electorales no podrán ocupar ningún otro empleo, cargo o comisión oficial, excepción hecha en los que actúen en representación del Consejo General y de los que desempeñen en forma honorífica o de fe pública o en asociaciones docentes, científicas, culturales, de investigación o de beneficencia.

Artículo 41. Las y los Consejeros Electorales no podrán utilizar en beneficio propio o de terceros, la información confidencial de que dispongan en razón de su cargo, ni tampoco podrán divulgarla sin autorización del Consejo General.

Artículo 42. En ningún caso las y los Consejeros Electorales podrán abstenerse de conocer algún asunto salvo cuando tengan impedimento legal.
 Son impedimentos para conocer de los asuntos, alguna de las causas siguientes: 
I. Tener parentesco en línea recta sin limitación de grado, en la colateral por consanguinidad hasta el cuarto grado y en la colateral por afinidad hasta el segundo, con alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores;
II. Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguno de los partidos políticos o interesados, sus representantes, integrantes, patronos o defensores;
III.  Tener interés personal en el asunto, o tenerlo su cónyuge o sus parientes, en los grados que expresa la fracción I de este artículo;
IV. Haber presentado querella o denuncia el servidor público, su cónyuge o sus parientes, en los grados que expresa la fracción I, en contra de alguno de los interesados;
V. Tener pendiente el servidor público, su cónyuge o sus parientes, en los grados que expresa la fracción I, un juicio contra alguno de los interesados o no haber transcurrido más de un año desde la fecha de la terminación del que hayan seguido hasta la fecha en que tome conocimiento del asunto;
VI. Haber sido procesado el servidor público, su cónyuge o parientes, en los grados expresados en la misma la fracción I, en virtud de querella o denuncia presentada ante las autoridades, por alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores;
VII.  Estar pendiente de resolución un asunto que hubiese promovido como particular, semejante a aquél que le es sometido para su conocimiento o tenerlo su cónyuge o sus parientes en los grados expresados en la fracción I;
VIII. Tener interés personal en asuntos donde alguno de los interesados sea juez, árbitro o arbitrador;
IX.  Asistir, durante la tramitación del asunto, a convite que le diere o costeare alguno de los interesados, tener mucha familiaridad o vivir en familia con alguno de ellos;
X.  Aceptar presentes o servicios de alguno de los interesados;
XI. Hacer promesas que impliquen parcialidad a favor o en contra de alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores, o amenazar de cualquier modo a alguno de ellos;
XII. Ser acreedor, deudor, socio, arrendador o arrendatario, dependiente o principal de alguno de los interesados;
XIII.  Ser o haber sido tutor o curador de alguno de los interesados o administrador de sus bienes por cualquier título;
XIV.  Ser heredero, legatario, donatario o fiador de alguno de los interesados, si el servidor público ha aceptado la herencia o el legado o ha hecho alguna manifestación en este sentido;
XV.  Ser cónyuge o hijo del servidor público, acreedor, deudor o fiador de alguno de los interesados;
XVI. Haber sido juez o magistrado en el mismo asunto, en otra instancia;
XVII.  Haber sido agente del Ministerio Público, jurado, perito, testigo, apoderado, patrono o defensor en el asunto de que se trata, o haber gestionado o recomendado anteriormente el asunto en favor o en contra de alguno de los interesados, y
XVIII. Cualquier otra análoga a las anteriores.
Artículo 43. Las y los Consejeros Electorales estarán sujetos al régimen de responsabilidades de los servidores públicos, en los términos del Título Séptimo de la Constitución Política del Estado, de la ley reglamentaria y de esta ley.

Así mismo, las y los Consejeros Electorales deberán hacer públicas de forma anual sus declaraciones de hacienda, patrimoniales y de intereses.
SECCIÓN SEGUNDA

DE LA PRESIDENCIA DEL CONSEJO GENERAL

Artículo 44. La o el Presidente del Consejo General será designado por el INE y fungirá también como titular del Instituto durante todo el tiempo que dure su encargo.

Artículo 45. La Presidencia del Consejo General tendrá las atribuciones siguientes:

I. Garantizar la unidad y cohesión de las actividades de los órganos del Instituto;

II. Establecer los vínculos entre el Instituto y las autoridades federales, estatales y municipales, para lograr su apoyo y colaboración, en sus respectivos ámbitos de competencia, cuando esto sea necesario para el cumplimiento de los fines del Instituto;

III. Convocar y conducir las sesiones del Consejo;

IV. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos adoptados por el propio Consejo por sí o a través del Secretario Ejecutivo;

V. Proponer al Consejo General el nombramiento del Secretario Ejecutivo y demás titulares de las áreas ejecutivas de dirección del Instituto conforme a los Lineamientos emitidos por el INE o la leyes aplicables;

VI. Recibir del contralor interno los informes de las revisiones y auditorías que se realicen para verificar la correcta y legal aplicación de los recursos y bienes del Instituto, así como hacerlos del conocimiento del Consejo General;

VII. Remitir al titular del Poder Ejecutivo el proyecto de presupuesto del Instituto aprobado por el Consejo General, en los términos de la ley de la materia;

VIII. Remitir al Auditoría Superior del Estado los avances de gestión financiera y cuenta pública, en los términos de las disposiciones aplicables;

IX. Recibir las solicitudes de registro de candidatos a Gobernador y someterlas al Consejo General para su registro;

X. Elaborar el proyecto de Reglamento Interior del Instituto;

XI. Proponer la realización de estudios demoscópicos, basados en actas de escrutinio y cómputo de casilla, a fin de conocer las tendencias de los resultados de las elecciones locales el día de la jornada electoral; 

XII. Ordenar, en su caso, la publicación en el Periódico Oficial del Estado de los acuerdos y resoluciones que apruebe el Consejo General; 

XIII. Nombrar y remover a los servidores públicos que no tengan otro mecanismo de designación, y que estén aprobados en la estructura orgánica del Instituto, y

XIV. Las demás que le confiera esta Ley.

SECCIÓN TERCERA

DE LAS COMISIONES DEL CONSEJO GENERAL

Artículo 46. Las Comisiones del Consejo General son:

I. Del Servicio Profesional Electoral;

II. De Prerrogativas y Partidos Políticos; 

III. De Capacitación y Organización Electoral;

IV. De Quejas y Denuncias;

V. De Educación Cívica y Participación Ciudadana;

VI. De Vinculación con el INE y con los OPLES, y

VII. De Transparencia y Acceso a la Información. 

Artículo 47. El Consejo General integrará las comisiones temporales que considere necesarias para el desempeño de sus atribuciones, las que siempre serán presididas por un Consejero Electoral.

Todas las comisiones se integrarán con  tres Consejeros Electorales; podrán participar en ellas, con voz pero sin voto, los representantes de los partidos políticos, salvo en las Comisiones del Servicio Profesional Electoral y de Quejas y Denuncias.

Las y los Consejeros Electorales podrán participar hasta en cuatro de las comisiones antes mencionadas, por un periodo de tres años; la presidencia de tales comisiones será rotativa en forma anual entre sus integrantes.

Artículo 48. Las comisiones permanentes contarán con un secretario técnico que será el titular de la Dirección Ejecutiva o Unidad Técnica correspondiente.

Las Comisiones permanentes y temporales deberán presentar un informe de actividades cada 3 meses al Consejo General, en el cual se señalara las tareas desarrolladas, los reportes de las sesiones y su respectiva asistencia, así como las demás consideraciones que se esti​men convenientes.

Artículo 49. La Comisión de vinculación con el INE y los OPLES será presidida por la o el Consejero Presidente del Instituto y podrá ser integrada hasta por cuatro consejeros.

Artículo 50.  La Comisión del Servicio Profesional Electoral tendrá las siguientes atribuciones: 
I. Establecer la normatividad y los criterios para modernizar las estructuras orgánicas, los sistemas y procedimientos administrativos internos;

II. Proponer al Consejo General, las normas internas en materia administrativa;

III. Observar, lo dispuesto por el Estatuto del Servicio Profesional Electoral para la integración de la estructura orgánica del Instituto;

IV. Proponer al Consejo General las condiciones que regirán al personal eventual;

V. Aprobar los informes que deben remitirse al INE respecto del funcionamiento del Servicio Profesional Electoral desarrollado en el Instituto, en cumplimiento a los lineamientos respectivos;

VI. Proponer al Consejo General, la estructura de departamentos, unidades técnicas y demás órganos administrativos del Instituto, conforme a las necesidades del servicio y los recursos presupuestales autorizados;

VII. Coordinar el funcionamiento técnico de los órganos del Instituto y supervisar el adecuado desarrollo de sus actividades, y

VIII. Las demás que le confiera el consejo general, esta ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 51. La Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos tendrá las siguientes atribuciones:
I. Conocer de los dictámenes relativos a las solicitudes de registro que formulen las organizaciones que pretendan constituirse como partidos políticos o asociaciones políticas y realizar las actividades pertinentes;

II. Proponer al Consejo General los acuerdos relativos a la asignación de financiamiento público ordinario y para gastos de campaña que corresponda tanto a los partidos políticos, como a los candidatos independientes;

III. Proponer al Consejo General los acuerdos relativos a los límites de las aportaciones de los Comités Ejecutivos Nacionales, así como de financiamiento no público;

IV. Proponer al Consejo General el acuerdo de inscripción de registro de los partidos políticos; 

V. Conocer de los convenios de participación política conforme a las modalidades aprobadas en la normatividad local, elaborar los dictámenes correspondientes y someterlos a la aprobación del Consejo General;

VI. Realizar lo necesario para que los partidos políticos y candidatos independientes, ejerzan sus prerrogativas de acceso a los tiempos en radio y televisión, en los términos de la legislación aplicable; 

VII. Sustanciar, en los términos de las disposiciones aplicables, el procedimiento de pérdida de registro de partidos políticos, en los casos en que se encuentre en los supuestos previstos en esta ley y demás disposiciones aplicables. La sustanciación se tramitará hasta el estado de resolución. Dicha resolución será dictada por el Consejo General del Instituto;

VIII. Proponer al consejo los dictámenes sobre los convenios de participación política en las modalidades que establezca la ley que celebren los partidos políticos; sobre los acuerdos de participación que efectúen las agrupaciones políticas con los partidos políticos, y 

IX. Las demás que le confiera el consejo general, esta ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 52. La Comisión de Capacitación y Organización Electoral tendrá las siguientes atribuciones: 
I. Colaborar con el INE en todos los trabajos en materia de organización y capacitación, que se lleven a cabo para los Procesos Electorales correspondientes;

II. Proponer  al Consejo General la integración, instalación y funcionamiento de los Comités Distritales y Municipales, vigilar el cumplimiento de dichas actividades y plantear las medidas correctivas que se estimen procedentes;

III. Contribuir con el INE en la elaboración de material didáctico e instructivos electorales, que en materia de capacitación y organización, difunda este Instituto;

IV. Coadyuvar con el INE en la integración de las Mesas Directivas de Casilla; 

V. Proponer al Consejo General los diseños, formatos y modelos de la documentación y materiales electorales, así como su impresión, de acuerdo con los lineamientos y criterios establecidos por el INE;

VI. Conocer y analizar las propuestas que formule la Junta General, de sustitución de ciudadanos para integrar los Comités Distritales y Municipales, en los términos establecidos en el reglamento interior del Instituto;

VII. Vigilar el cumplimiento de las actividades de capacitación durante los procesos electorales, cuando se le delegue esta función al Instituto, en términos de las leyes generales, los lineamientos, acuerdos, normas técnicas y demás disposiciones que se emitan al respecto;

VIII. Supervisar los programas de educación cívica y Capacitación Electoral;

IX. Efectuar seguimiento a las campañas de Actualización del Padrón Electoral y Lista Nominal de Electores que realice el INE;

X. Establecer un mecanismo para la difusión inmediata en el Consejo General, de los resultados preliminares de las elecciones, para este efecto se dispondrá de un sistema de informática para recabar los resultados preliminares. Al sistema que se establezca tendrán acceso en forma permanente los consejeros y representantes de los partidos políticos acreditados ante el Consejo General, y

XI. Las demás que le confiera el consejo general, esta ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 53. La Comisión de Quejas y Denuncias tendrá las siguientes atribuciones:
I. Recibir y sustanciar las quejas que se interpongan en contra de los actos o resoluciones del propio Consejo y en su caso, preparar el proyecto de resolución correspondiente;

II. Informar al Consejo sobre las resoluciones que le competan, dictadas por las autoridades jurisdiccionales que sean competencia del Consejo General;

III. Sustanciar los procedimientos de aplicación de sanciones que inicie el Consejo y remitir a la autoridad jurisdiccional la documentación correspondiente;

IV. Sustanciar los demás procedimientos electorales que no competan expresamente a otro órgano y, en su caso, preparar el proyecto de resolución correspondiente, y

V. Las demás que establezca el Consejo General, esta ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 54. La Comisión de Educación Cívica y Participación Ciudadana tendrá las siguientes atribuciones:
I. Proponer al Consejo General la implementación de programas, campañas y actividades dirigidas a la ciudadanía, con el propósito de fortalecer su participación en temas electorales, así como la educación cívica y la cultura político-democrática en el estado;

II. Proponer al Consejo General la implementación de programas anuales de educación cívica y cultura democrática dirigidos específicamente a niños y jóvenes que se ajusten al contenido de los planes de estudio de los sistemas educativos públicos y privados;

III. Vigilar el desarrollo de los programas, campañas y actividades a que se refiere este artículo, una vez que hayan sido implementados; 

IV. Promover medidas de mejora en el funcionamiento y capacidad de actuación de los mecanismos de participación ciudadana;

V. Proponer a la o el Consejero Presidente, la celebración de convenios de apoyo y colaboración en materia de promoción y fortalecimiento de participación ciudadana, educación cívica y cultura político-democrática en el estado, con las autoridades federales, estatales y municipales; así como con instituciones públicas y privadas de educación superior, organizaciones no gubernamentales, tanto nacionales como internacionales y la sociedad civil en general; 

VI. Opinar respecto del contenido e imagen de los programas y campañas informativas y de difusión implementados por el Instituto en materia de participación ciudadana, educación cívica y fortalecimiento de la cultura democrática;

VII. Organizar talleres y cursos de participación ciudadana en materia electoral, educación cívica y fortalecimiento de la cultura democrática, y

VIII. Las demás que le confiera el consejo general, esta ley y otras disposiciones aplicables.

Artículo 55. La Comisión de Trasparencia y Acceso a la Información tendrá las siguientes atribuciones:
I. Vigilar el cumplimiento de la Ley y demás disposiciones que regulen la materia de transparencia y acceso a la información, así como las políticas que en dicha materia apruebe el Consejo;

II. Supervisar las actividades de la Dirección Ejecutiva de Transparencia y Acceso a la Información;

III. Definir la información a publicar en el portal de transparencia del Instituto;

IV. Evaluar permanentemente el diseño y contenido del portal de internet de transparencia del Instituto;

V. Elaborar los proyectos de informes que en materia de transparencia y acceso a la información se presenten al Consejo General;

VI. Proponer al Consejo General la confirmación, modificación o revocación de la clasificación de información reservada o confidencial; o la confirmación o modificación de la declaratoria de inexistencia de la información hecha por los titulares de los órganos responsables del Instituto y partidos políticos;

VII. Verificar la clasificación de información que realicen los órganos responsables y los partidos políticos, conforme a lo previsto en la normatividad aplicable;

VIII. Requerir a los órganos responsables del Instituto y a los partidos políticos, cualquier información temporalmente reservada o confidencial y, en general, cualquier documentación o insumo que le permita el adecuado cumplimiento de sus atribuciones;

IX. Proponer al Consejo General los lineamientos en materia de archivo, clasificación y protección de datos personales y los demás necesarios para garantizar la transparencia y acceso a la información en el Instituto;

X. Supervisar las tareas de coordinación que realiza la Dirección de Transparencia y Acceso a la Información respecto del Archivo Institucional y la Red Nacional de Información y Documentación Electoral, y

XI. Las demás que le confiera el Consejo General, esta ley y las demás disposiciones aplicables.
Artículo 56. La Comisión de vinculación con el INE y con los OPLES tendrá las siguientes atribuciones:
I. Observar las disposiciones generales, reglas, lineamientos, acuerdos y criterios que establezca el INE en materia de vinculación en el ámbito de su competencia;

II. Informar en forma periódica al Consejo General las actividades y seguimiento en relación con la vinculación y coordinación de las tareas encomendadas a este Instituto por el INE en cumplimiento de las atribuciones que les corresponden;

III. Coadyuvar con el INE en la elaboración de acuerdos  y convenios de coordinación que celebre con el Instituto y con los OPLES, para dar cumplimiento a las disposiciones legales vigentes y a los acuerdos del Consejo General;

IV. Implementar el calendario y el plan integral de coordinación elaborado por el INE con los OPLES, cuando se celebren comicios concurrentes;

V. Dar seguimiento a las actividades relacionadas con las solicitudes de asunción y atracción aprobadas por la mayoría calificada del Consejo General y las determinaciones de delegación de facultades emitidas por el INE; 

VI. Proponer al Consejo General los lineamientos, criterios y disposiciones para el cumplimiento de las funciones que se deleguen al Instituto por parte del INE e informar a este último respecto al cumplimiento de las mismas.

VII. Las demás que le confiera el Consejo General, esta ley y las demás disposiciones aplicables.
CAPÍTULO TERCERO

DE LOS ÓRGANOS EJECUTIVOS

SECCIÓN PRIMERA

DE LA JUNTA GENERAL EJECUTIVA

Artículo 57. La Junta General Ejecutiva del Instituto se integrará con el Secretario Ejecutivo, quien la presidirá y los titulares de las Direcciones Ejecutivas. El titular de la Unidad de Fiscalización y el Contralor Interno podrán participar, a convocatoria del Secretario Ejecutivo, en las sesiones de la Junta General Ejecutiva.

La Junta General Ejecutiva se reunirá por lo menos una vez al mes y sus sesiones se desarrollarán en lo conducente, en los términos previstos para el Consejo General.

Artículo 58. La Junta General Ejecutiva tendrá las siguientes atribuciones:

I.
Proponer al Consejo General las políticas generales, los programas y los procedimientos administrativos del Instituto;

II.
Proponer al Consejo General el Programa de Capacitación Electoral, así como los materiales didácticos que se ocuparán para la capacitación, conforme a la legislación y lineamientos aplicables;

III.
Proponer al Consejo General programas de educación cívica en materia electoral;

IV.
Supervisar y vigilar el desempeño del Servicio Profesional Electoral, de conformidad con lo establecido en los lineamientos y criterios emitidos por el INE;

V.     Coadyuvar en la Evaluación de desempeño del Servicio Profesional Electoral;

V.
Supervisar, vigilar y evaluar el cumplimiento de los programas de capacitación electoral y educación cívica del Instituto;

VI.
Integrar los expedientes relativos a las faltas administrativas de los partidos políticos y del personal del Instituto y, en su caso, los correspondientes a la imposición de sanciones, a efecto de someterlos al Consejo General en los términos de las disposiciones aplicables.

VIII. Supervisar el cumplimiento de las normas aplicables a los partidos políticos y sus prerrogativas;

IX. Proponer al Consejo General establecer oficinas regionales o municipales de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, y

X.
Las demás que le atribuya el Consejo General, esta ley y demás disposiciones aplicables.

SECCIÓN SEGUNDA

DE LA SECRETARÍA EJECUTIVA

Artículo 59. El Titular de la Secretaría Ejecutiva será designado por el voto de al menos cinco miembros del Consejo General del Instituto, a propuesta de la o el Consejero Presidente. Corresponde al Secretario Ejecutivo:

I. Representar legalmente al Instituto;

II. Actuar como Secretario del Consejo General del Instituto y auxiliar, tanto al Consejo General como a la Presidencia en el ejercicio de sus atribuciones;

III. Preparar el orden del día de las sesiones del Consejo, declarar la existencia del quórum, dar fe de lo actuado en las sesiones, levantar el acta correspondiente y someterla a la aprobación de los consejeros y representantes asistentes;

IV. Cumplir los acuerdos que emita el Consejo General e informar sobre su cumplimiento;

V.  Someter al conocimiento y, en su caso, a la aprobación del Consejo General los asuntos de su competencia;

VI. Orientar y coordinar las acciones de las direcciones ejecutivas, informando permanentemente al presidente del Consejo;

VII. Suscribir, previa aprobación del Consejo General, los acuerdos o convenios para que el INE proporcione apoyo técnico u operativo, para la instrumentación del programa de Resultados Electorales Preliminares que el Instituto establezca, así como otros que se considere necesarios; 

VIII. Recibir los informes de los funcionarios de los comités electorales y dar cuenta al presidente del Consejo General sobre los mismos;

IX. Otorgar poderes a nombre del Instituto, para actos de dominio, de administración y para ser representado ante cualquier autoridad administrativa o judicial, o ante particulares. Para realizar actos de dominio sobre inmuebles destinados al Instituto o para otorgar poderes para dichos efectos, el secretario ejecutivo requerirá de la autorización previa del Consejo General;

X. Preparar, para la aprobación del Consejo General, el proyecto de calendario integral de los procesos electorales ordinarios, así como de elecciones extraordinarias, que se sujetará a la convocatoria respectiva;

XI. Expedir las certificaciones que se requieran;

XII. Dar cuenta al Consejo General de los proyectos de dictamen de las comisiones;

XIII. Llevar el archivo del Consejo General;

XIV. Expedir los documentos que acrediten la personalidad de los consejeros y de los representantes de los partidos políticos;

XV. Firmar, junto con el presidente del Consejo, todos los acuerdos y resoluciones que emita el propio Consejo General;

XVI. Proveer lo necesario para que se publiquen los acuerdos y resoluciones que pronuncie el Consejo General;

XVII. Suscribir los convenios necesarios para el cumplimiento de las responsabilidades del Instituto en materia electoral y las demás que le correspondan. Los convenios deberán ser ratificados por el Consejo General;

XVIII. Integrar los expedientes con las actas de cómputo de la elección de Gobernador, realizar las operaciones aritméticas correspondientes e informar al Consejo General del resultado por partido político y candidato;

XIX. Integrar los expedientes con las actas de cómputo distritales de la elección de diputados por el principio de representación proporcional, y formular el proyecto de dictamen con la respectiva asignación por partido político, en los términos de este Código, y presentarlos oportunamente al Consejo General;

XX. Dar cuenta al Consejo General con los informes que sobre las elecciones reciba de los comités electorales;

XXI. Recibir, para efectos de información y estadísticas electorales, copias de los expedientes de todas las elecciones;

XXII. Dar a conocer la estadística electoral, por sección, municipio, distrito y estatal, una vez concluido el proceso electoral en conjunto con la comisión respectiva;

XXIII. Recibir y sustanciar los medios de impugnación que se presenten en contra de los actos, acuerdos, omisiones o resoluciones del Instituto; 

XXIV. Informar al Consejo General respecto a las resoluciones emitidas por las autoridades jurisdiccionales en relación con los asuntos en los que el Instituto sea parte, y

XXV. Las demás que le sean conferidas por el Consejo General, esta ley y demás disposiciones aplicables.

SECCIÓN TERCERA

DE LAS DIRECCIONES EJECUTIVAS

Artículo 60. El Consejo General determinara el número de direcciones ejecutivas que sean necesarias para el cumplimiento de las atribuciones del Instituto, cuyas atribuciones, se establecerán en el reglamento interior, de conformidad con las leyes aplicables.

CAPÍTULO CUARTO

DE LOS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS

Artículo 61. El Estado, los ciudadanos y los partidos políticos son corresponsables de la preparación, la organización, el desarrollo y la vigilancia del proceso electoral,  desconcentrándose algunas de las funciones inherentes al proceso electoral, según se establece en la presente ley, a través de los órganos siguientes, los cuales deberán estar integrados, preferentemente de forma paritaria: 

I.
Comités Distritales Electorales;

II.
Comités Municipales Electorales, y

III.
Mesas Directivas de Casilla.

SECCIÓN PRIMERA

DE LOS COMITÉS DISTRITALES ELECTORALES

Artículo 62. Los comités distritales electorales son órganos encargados de la preparación, organización, desarrollo y vigilancia del proceso electoral para la elección de diputados del Congreso del Estado, dentro de sus respectivos distritos, conforme a lo estipulado en esta ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 63. En cada uno de los distritos electorales en que se divida el estado, funcionará un comité distrital electoral, con residencia en la cabecera del distrito correspondiente. 

Los comités distritales electorales podrán contar, para su auxilio, con delegados municipales designados por el Consejo General, a propuesta de la o el Consejero Presidente, los que serán suficientes para cubrir las necesidades que por el número de electores y la configuración del distrito se presenten.

Artículo 64. Los comités distritales electorales se integrarán con un presidente, un secretario y tres consejeros distritales electorales designados por el Consejo General del Instituto y por un representante de cada uno de los partidos políticos en los términos que establezca la ley aplicable. 

Por cada miembro propietario habrá un suplente. Todos los integrantes de los comités distritales electorales, con excepción de los representantes de partido, tendrán derecho a voz y voto. Los representantes de los partidos políticos únicamente tendrán derecho a voz.

Artículo 65. Para ser presidente, secretario y consejero distrital electoral de un comité distrital electoral, se requiere: 

I.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II.
Ser originario o con residencia no menor de un año en el estado;

III.
No desempeñar o haber desempeñado cargos de elección popular, en los últimos dos años anteriores a su designación;

IV.
No ser funcionario público federal, estatal o municipal, exceptuando aquellos que realicen actividades docentes o de investigación. Ni haber sido funcionario de primer nivel durante el último año anterior a la fecha de su nombramiento;

V.
No formar parte ni haber formado parte en los últimos cinco años de algún órgano de dirección de los partidos políticos a nivel nacional, estatal, distrital o municipal, y

VI.
Tener un modo honesto de vivir, ser de reconocida probidad y contar con conocimientos para el desempeño adecuado de sus funciones.

Artículo 66. Los comités distritales electorales sesionarán cuando se cuente con la presencia de la mayoría de sus integrantes, con derecho a voto, entre los cuales deberá estar presente su presidente. De no existir quórum, se citará nuevamente y la sesión se celebrará con quienes asistan, debiendo estar presentes, en todo caso, el presidente, el secretario y un consejero distrital electoral o su suplente. 

Las decisiones se tomarán por mayoría de votos. En caso de empate, el voto del presidente será de calidad.       

Artículo 67. Los comités distritales electorales, tendrán las atribuciones siguientes, sin perjuicio de las que se establezcan en la legislación aplicable y lineamientos respectivos:

I.
Observar la ley en lo relativo a sus funciones y cumplir con los acuerdos que dicte el Consejo General;

II.
Intervenir, dentro de sus respectivos distritos en la preparación, organización, desarrollo y vigilancia del proceso electoral;

III.
Recibir y resolver las solicitudes de registro de candidatos a diputados que sean presentadas por los diversos partidos políticos;

IV.
Resolver sobre las peticiones que le sometan los ciudadanos, los candidatos y los partidos políticos relativas a la integración y funcionamiento de las mesas directivas de casilla, al desarrollo del proceso electoral y demás asuntos de su competencia, de conformidad con la legislación aplicable;

V.
Realizar el cómputo distrital para la elección de diputados de mayoría relativa;

VI.
Declarar la validez de las elecciones;

VII.
Expedir y entregar la correspondiente constancia de mayoría, informando inmediatamente de todas sus actuaciones al Consejo General;

VIII.
Declarar formalmente electos a los diputados del Congreso del Estado; 

IX.
Enviar la documentación del cómputo distrital al Instituto, para que éste a su vez, realice el cómputo estatal correspondiente;

X.
Remitir al Instituto copia certificada por el secretario, de las actas de las sesiones que celebre e informar sobre el desarrollo de sus funciones;

XI.
Designar al personal técnico, auxiliar, administrativo y manual que sea necesario para el desempeño de sus funciones, previa consulta con el Consejo General;

XII.
Coadyuvar, cuando así se determine, a la implementación de programas de capacitación electoral a los ciudadanos que integren las mesas directivas de casilla, conforme a la coordinación que se establezca con el INE, y

XIII.
Las demás que les confiera esta ley, otras disposiciones aplicables o el Consejo General. 

SECCIÓN SEGUNDA

DE LOS COMITÉS MUNICIPALES ELECTORALES

Artículo 68. Los comités municipales electorales son los órganos encargados de la organización, preparación, desarrollo y vigilancia, dentro de su circunscripción, de los procesos electorales para la elección de gobernador e integrantes de los ayuntamientos.

Artículo 69. Los comités municipales electorales se integrarán por un presidente, un secretario y tres consejeros municipales electorales, designados por el Consejo General del Instituto y por un representante de cada uno de los partidos políticos en los términos que establezca la ley de la materia. 

Por cada miembro propietario habrá un suplente. Los integrantes de los comités municipales electorales tendrán derecho a participar con voz y voto, con excepción de los representantes de los partidos, que sólo tendrán derecho a voz.

Artículo 70. Los Ayuntamientos podrán proporcionar a los comités municipales electorales, los recursos económicos, materiales y humanos necesarios para el desarrollo de los procesos electorales en la medida de sus posibilidades. 

Artículo 71. Para ser presidente, secretario y consejero ciudadano de un comité municipal electoral, se requiere: 

I.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II.
Ser originario o con residencia no menor de tres años en el estado;

III.
No desempeñar o haber desempeñado cargos de elección popular, en los últimos dos años anteriores a su designación;

IV.
No ser funcionario público federal, estatal o municipal, exceptuando aquellos que realicen actividades docentes o de investigación. Ni haber sido funcionario de primer nivel durante el último año anterior a la fecha de su nombramiento;

V.
No haber formado parte en los últimos dos años de algún órgano de dirección de los partidos políticos a nivel nacional, estatal, distrital o municipal, y

VI.
Tener un modo honesto de vivir y contar con conocimientos para el desempeño adecuado de sus funciones. 

Artículo 72. Los comités municipales electorales sesionarán cuando cuenten con la asistencia de la mayoría de sus integrantes con derecho a voto, entre los cuales deberá estar presente su presidente. De no existir quórum, se citará nuevamente y la sesión se celebrará con quienes asistan, debiendo estar presentes, en todo caso, su presidente, el secretario y un consejero o su suplente.

Artículo 73. Los comités municipales electorales tendrán las atribuciones siguientes, sin perjuicio de las que se establezcan en la legislación aplicable y lineamientos respectivos:

I.
Observar la ley y los acuerdos que dicte el Consejo General en el ámbito de su competencia;

II.
Intervenir dentro de su jurisdicción en la preparación, organización, desarrollo y vigilancia de los procesos electorales de gobernador y Ayuntamientos;

III.
Elaborar y ejecutar un programa de capacitación electoral a ciudadanos que servirá para designar a los funcionarios de las mesas directivas de casilla, bajo los lineamientos que para tal efecto emita el Consejo General, cuando le corresponda; 

IV.  Coadyuvar, cuando así se determine, a la implementación de programas de capacitación electoral a los ciudadanos que integren las mesas directivas de casilla, conforme a la coordinación con el INE;
V.
Registrar los candidatos para integrar el ayuntamiento de su jurisdicción en los términos de las disposiciones aplicables;

VI.
Registrar a los representantes de partido o coalición ante las mesas directivas de casilla;

VII.
Seleccionar los lugares en que habrán de ubicarse las casillas en cada una de las secciones de su municipio, cuando le corresponda;

VIII.
Remitir al Consejo General copia de las actas de cada una de las sesiones que celebre e informar sobre el desarrollo del proceso electoral;

IX.
Designar al personal técnico, auxiliar, administrativo y manual que sea necesario para el desempeño de sus funciones, previa consulta con el Consejo General;

X.
Realizar el cómputo municipal de la votación para Gobernador del Estado y remitir al Instituto los resultados de la misma;

XI.
Realizar el cómputo municipal de la elección de Ayuntamientos; declarar la validez de la elección; expedir y entregar la constancia de mayoría respectiva, así como las constancias de asignación que procedan en el caso de regidores de representación proporcional y segunda sindicatura y remitir de inmediato los resultados al Instituto; 

XII.
Declarar formalmente electos a los miembros del Ayuntamiento respectivo;

XIII.
Coadyuvar con los comités distritales electorales de su jurisdicción, en el ejercicio de sus atribuciones;

XIV.
Entregar a los presidentes de las mesas directivas de casilla, el material y la documentación necesaria para el debido cumplimiento de sus funciones, y

XV.
Las demás que les confiera esta ley u otras disposiciones aplicables, o el Consejo General.

SECCIÓN TERCERA

DE LAS MESAS DIRECTIVAS DE CASILLA

Artículo 74. Las mesas directivas de casilla, son los órganos electorales integrados por ciudadanos, facultados para recibir la votación y realizar el escrutinio y cómputo en cada una de las secciones electorales en que se divida la entidad. 

Las mesas directivas de casilla deberán, durante la jornada electoral, respetar y hacer respetar la libre emisión y efectividad del voto, garantizar su secreto y asegurar la autenticidad del escrutinio y cómputo. 

Artículo 75. En las elecciones concurrentes con la federal, la integración, ubicación y designación de las mesas directivas de casilla se realizará conforme a las disposiciones establecidas en la Ley General y los lineamientos que emita el INE, así como los convenios de colaboración que se suscriban.

En las elecciones que no sean concurrentes, se hará de conformidad con las normas establecidas en la presente ley, para lo cual, será necesario que dicha atribución se encuentre delegada, en los términos que disponga la normatividad aplicable.

Artículo 76. Las mesas directivas de casilla se integrarán con un presidente, un secretario técnico, dos escrutadores y tres suplentes generales, quienes entraran en función de cualquiera de los otros funcionarios propietarios en los casos previstos por la ley correspondiente. 

Artículo 77. Las personas a quienes corresponda asistir a los cursos de capacitación para aspirantes a funcionarios de las mesas directivas de casilla, así como los que hayan sido seleccionados como funcionarios cuando fueren trabajadores o funcionarios, tendrán derecho a que sus patrones les concedan los permisos con goce de sueldo y demás prestaciones salariales, correspondientes a los días de trabajo en que hayan tenido que asistir a capacitarse, así como el del día de la jornada electoral cuando les hubiese correspondido trabajar.

El Instituto vigilará que se cumplan los derechos laborales del ciudadano y pondrá en conocimiento de las autoridades competentes, toda irregularidad o violación a los derechos del ciudadano que cometa su patrón con motivo de sus obligaciones político-electorales.

Artículo 78. Para los casos en que las elecciones no sean concurrentes con la federal, para ser integrante de la mesa directiva de casilla se requiere: 

I. Ser ciudadano residente en la sección electoral que comprenda la casilla;

II. Estar inscrito en el registro federal de electores y contar con credencial para votar;

III. Estar en ejercicio de sus derechos civiles y políticos;

IV. Tener un modo honesto de vivir;

V. Haber participado en los cursos de capacitación electoral a ciudadanos impartidos por los órganos electorales; 

VI. No ser servidor público de confianza con mando superior, ni tener cargo de dirección partidista, y

VII. Saber leer y escribir y no tener más de 70 años al día de la elección.

Artículo 79. Para los casos en que las elecciones no sean concurrentes con la federal, las mesas directivas de casilla tendrán las atribuciones siguientes: 

I.
Instalar y clausurar la casilla en los términos previstos por las disposiciones aplicables;

II.
Recibir los resultados de la votación; 

III.
Efectuar el escrutinio y cómputo de la votación;

IV.
Permanecer en la casilla desde su instalación hasta la conclusión de las labores que la ley les señala;

V.
Formular el acta que de fe de la instalación, cierre, escrutinio, cómputo y formación del paquete electoral;

VI.
Integrar los paquetes electorales respectivos con la documentación correspondiente a cada elección para hacerlos llegar, según corresponda, a los comités distritales o municipales electorales, y

VII.
Las demás que les confiera esta ley u otras disposiciones aplicables.

Artículo 80. Para los casos en que las elecciones no sean concurrentes con la federal, los integrantes de las mesas directivas de casilla tienen las atribuciones siguientes: 

I.
El Presidente:

1.
Presidir los trabajos de la mesa directiva de casilla y velar por el cumplimiento de las    disposiciones contenidas en  la ley, a lo largo del desarrollo de la jornada electoral, así como de los acuerdos que para el efecto haya tomado el Instituto;

2.
Recibir de los comités distritales y municipales electorales, la documentación y elementos necesarios para el funcionamiento de la casilla y conservarlos bajo su responsabilidad hasta la instalación de la misma;

3.
Identificar a los electores por medio de su credencial para votar;

4.
Mantener el orden en la casilla electoral y en sus inmediaciones, inclusive con el auxilio de la fuerza pública si fuese necesario;

5.
Suspender la votación en caso de alteración del orden, cuando existan circunstancias o condiciones que impidan la libre emisión y el secreto del sufragio o que atenten contra la seguridad personal de los electores, de los representantes de los partidos o de los miembros de la mesa directiva, ordenando al secretario técnico levantar el acta en la cual haga constar los hechos; 

6.
Retirar de la casilla a cualquier individuo que incurra en la alteración del orden, impida la libre emisión del sufragio, viole el secreto del voto, realice actos que afecten la autenticidad y certeza del escrutinio y cómputo, intimide o ejerza violencia sobre los miembros de la mesa directiva, los representantes de los partidos o los electores;

7.
Vigilar que el proceso de escrutinio y cómputo se realice de la manera prescrita por  la ley, ante los representantes de los partidos políticos presentes;

8.
Turnar, una vez concluidas las labores de la casilla electoral, la documentación y los expedientes respectivos, al comité distrital o municipal electoral o al delegado municipal, según sea el caso;

9.
Fijar en un lugar visible al exterior de la casilla los resultados del cómputo de cada una de las elecciones, y

10.
Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables. 

II.
El Secretario Técnico: 

1. Levantar durante la jornada electoral las actas que ordene la ley y distribuirlas en los términos que la misma establezca;

2.
Recibir los nombramientos de los representantes de los partidos políticos ante la casilla, verificando que hayan sido debidamente registrados ante la autoridad electoral correspondiente;

3.
Contar antes del inicio de la votación y ante los representantes de los partidos políticos que se encuentren presentes, las boletas electorales recibidas y anotar su número en el acta de instalación;

4.
Comprobar que el nombre del elector figure en la lista nominal correspondiente;

5.
Enumerar las boletas sobrantes, inutilizándolas por medio de dos rayas diagonales; 

6.
Auxiliar al escrutador en la realización del cómputo y el escrutinio de los votos contenidos en las urnas, respecto a cada elección;

7.
Integrar el paquete de votación;

8.
Auxiliar al presidente en todas las labores de la casilla;

9.
Verificar que el paquete de votación se haya recibido en el comité distrital o municipal que corresponda;

10.
Recabar la copia del acta que contenga los resultados,  a fin de remitirla al centro de información de resultados preliminares, y

11.
Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables. 

III.
El Escrutador: 

1.
Contar la cantidad de boletas depositadas en la urna y el número de ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores;

2.
Contar el número de votos emitidos en favor de cada candidato a gobernador, fórmula de diputados o planilla de Ayuntamiento; 

3.
Auxiliar al presidente y al secretario técnico en las actividades que éstos le encomienden, y

4.
Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables.

Artículo 81. Los integrantes de las mesas directivas de casilla, deberán cumplir y hacer cumplir la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado, las leyes que de ellas emanen, las normas contenidas en la ley aplicable y los acuerdos del Instituto y desempeñar leal y patrióticamente la función que se les ha encomendado.

Artículo 82. Los partidos políticos nacionales y estatales, las coaliciones y, en su caso los candidatos independientes podrán registrar representantes ante las mesas directivas de casilla, así como representantes generales, en los términos establecidos en la ley de la materia.

CAPÍTULO QUINTO

DE LOS ÓRGANOS DE VIGILANCIA

Artículo 83.- El Instituto, para su vigilancia, contará con un Contralor Interno, quien gozará de autonomía técnica y de gestión, durará en su encargo seis años y podrá ser ratificado por otro periodo igual.
Artículo 84.- Son requisitos para ser elegido como Contralor Interno:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y coahuilense, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos;

II. Estar inscrito en el registro federal de electores y contar con credencial para votar;

III. Tener más de 30 años de edad el día de su designación;

IV. Poseer al día de la designación con antigüedad mínima de 5 años, título profesional de nivel licenciatura o de formación equivalente y contar con los conocimientos y experiencia que le permitan el desempeño de sus funciones;

V. No haber sido registrado como candidato ni haber desempeñado cargo alguno de elección popular en los últimos cuatro años anteriores a la designación;

VI. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de Dirección Nacional o Estatal en algún partido político en los últimos cuatro años anteriores a la designación;

VII. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito alguno, salvo que no hubiese sido doloso, y

VIII. No haber sido Secretario o Subsecretario en la Administración Pública Federal, Estatal o Municipal, ni Procurador General de Justicia del Estado, en los cuatro años anteriores a su designación.

Artículo 85.-  El procedimiento para la designación del Contralor Interno, se sujetará al trámite siguiente:

I. La Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno Congreso del Estado, o de la Diputación Permanente, en su caso, convocará al Ejecutivo del Estado, a presentar una terna de candidatos para el cargo, ante la Comisión correspondiente;

II. El Ejecutivo del Estado presentará la terna de candidatos, anexando a cada una de ellas el currículum vitae con documentación que sustente el mismo; la documentación deberá presentarse en original y copia para compulsa, o bien certificadas. Dichas propuestas deberán realizarse en un término máximo de diez días naturales, contados a partir de la fecha en que su hubiere efectuado la convocatoria;

III. La Comisión, una vez vencido el plazo señalado en la fracción que antecede, se reunirá para revisar si las propuestas cumplen con los requisitos de ley, y elaborará el dictamen correspondiente, mismo que contendrá la relación de los nombres de las personas propuestas que satisficieron los requisitos legales;

IV. El citado dictamen se presentará a más tardar en los tres días siguientes al vencimiento del plazo señalado en la fracción II del presente artículo, en sesión del Pleno del Congreso o la Diputación Permanente, según corresponda, para efecto de que los legisladores designen, de entre las propuestas que cumplieron con los requisitos, y con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes, al Contralor Interno del Instituto;

V. La designación del Contralor Interno del Instituto, se mandará  publicar en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado;

VI.  El designado deberá comparecer ante el propio Congreso del Estado o la Diputación Permanente, a rendir la protesta de Ley.

TÍTULO TERCERO

DEL SERVICIO PROFESIONAL ELECTORAL

Artículo 86. Para asegurar el desempeño profesional de las actividades del Instituto, su funcionamiento se regulará mediante lo establecido en el Estatuto del Servicio Profesional Electoral emitido por el INE. La objetividad y la imparcialidad que en los términos de la Constitución General orientan la función estatal de organizar las elecciones serán los principios para la formación de los miembros del servicio.

TÍTULO CUARTO

DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES

PÚBLICOS DE LA FUNCIÓN ELECTORAL

CAPÍTULO PRIMERO

DE LAS RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

Artículo 87. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título, se reputarán como servidores públicos de la función electoral; a las y los Consejeros Electorales propietarios del Consejo General del Instituto; el Secretario Ejecutivo y, en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza dentro del Instituto.

La Contraloría General del Instituto, su titular y el personal adscrito a la misma, cualquiera que sea su nivel, están impedidos de intervenir o interferir en forma alguna en el desempeño de las facultades y ejercicio de atribuciones de naturaleza electoral que la Constitución y esta Ley confieren a los funcionarios del Instituto.

Artículo 88. Serán causas de responsabilidad para los servidores públicos del Instituto:

I. Realizar conductas que atenten contra la independencia de la función electoral o cualquier acción que genere o implique subordinación respecto de terceros;

II. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones que competan a otros órganos del Instituto;

III. Tener notoria negligencia, ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones o labores que deban realizar;

IV. Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se encuentren impedidos;

V. Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las disposiciones generales correspondientes;

VI. No poner en conocimiento del Consejo General todo acto tendiente a vulnerar la independencia de la función electoral;

VII. No preservar los principios que rigen el funcionamiento del Instituto en el desempeño de sus labores;

VIII. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su competencia;

IX. Dejar de desempeñar las funciones o las labores que tenga a su cargo;

X. Las previstas, en lo conducente, en el artículo 52 de la Ley de Responsabilidades de los servidores públicos estatales y municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, y

XI. Las demás que determine esta Ley o las leyes que resulten aplicables.

CAPITULO SEGUNDO

DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

Artículo 89.  El procedimiento para determinar las responsabilidades de los servidores públicos del Instituto a que se refiere este Título se iniciará de oficio o a petición de parte, por queja o denuncia, presentada por cualquier persona, por el servidor público que tenga conocimiento de los hechos o, en su caso por el Ministerio Público, y deberán estar apoyadas en elementos probatorios suficientes para establecer la existencia de la infracción y presumir la responsabilidad del servidor público denunciado. No se admitirán denuncias anónimas. 

Las responsabilidades administrativas a que se refiere este artículo, prescribirán en tres años.
Artículo 90. Las quejas o denuncias serán improcedentes:

I. Cuando se trate de actos u omisiones imputados a una misma persona que hayan sido materia de otra queja o denuncia ante la Contraloría General del Instituto y que cuenten con resolución definitiva;

II. Cuando se denuncien actos u omisiones de los que la Contraloría General del Instituto resulte incompetente para conocer, y

III. Cuando los actos u omisiones denunciados no constituyan causas de responsabilidad en los términos de este ordenamiento.

Artículo 91. Procederá el sobreseimiento del procedimiento sancionador:

I. Cuando habiendo sido recibida la queja o denuncia, sobrevenga una causa de improcedencia, y

II. Cuando el denunciante presente escrito de desistimiento, siempre y cuando se exhiba antes de que se dicte resolución. En ningún caso procederá el sobreseimiento cuando se trate de infracciones graves.

El estudio de las causas de improcedencia o sobreseimiento de la queja o denuncia será de oficio.

Artículo 92. Para la determinación de las responsabilidades a que se refiere este Capítulo deberá seguirse el siguiente procedimiento:
I. Recibida la queja o denuncia, y de no encontrarse ninguna causa de improcedencia o de desechamiento, se enviará copia de la misma con sus anexos al servidor público presunto responsable, para que, en un término de cinco días hábiles, formule un informe sobre los hechos, ofrezca las pruebas correspondientes y exponga lo que a su derecho convenga. El informe deberá referirse a todos y cada uno de los hechos comprendidos en la denuncia, afirmándolos, negándolos, expresando los que ignore, por no ser propios, o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar. Se presumirán ciertos los hechos de la denuncia sobre los cuales el denunciado no se pronuncie, salvo prueba en contrario. La aceptación de los hechos no entraña la aceptación de la responsabilidad administrativa que se le imputa.

II. Recibido el informe, el Contralor General citará al presunto responsable a una audiencia, haciéndole saber el lugar, día y hora en que tendrá verificativo y su derecho de alegar en la misma lo que a su interés convenga, por sí o por medio de un defensor. Entre la fecha de citación y la audiencia deberá mediar un plazo no menor de cinco ni mayor de quince días hábiles.

III. Desahogadas las pruebas, se resolverá dentro de los treinta días hábiles siguientes sobre la inexistencia de responsabilidad o imponiendo al infractor las sanciones administrativas correspondientes, y se notificará la resolución al servidor público y, en su caso, al denunciante, dentro de las setenta y dos horas siguientes.

IV. Si del informe o de los resultados de la audiencia no se desprenden elementos suficientes para resolver o se advierten otros que impliquen nueva responsabilidad administrativa a cargo del presunto responsable o de otras personas, se podrá disponer la práctica de investigaciones y acordar, en su caso, la celebración de otra u otras audiencias.

V. Con excepción de la o el Consejero Presidente, las y los Consejeros Electorales y el Secretario del Consejo General, la Contraloría General podrá determinar la suspensión temporal del presunto responsable de su cargo, empleo o comisión, siempre que así convenga para la conducción o continuación de las investigaciones; la suspensión cesará cuando así lo resuelva la propia Contraloría. La suspensión temporal no prejuzga sobre la responsabilidad que se impute al servidor público, lo cual se hará constar expresamente en la resolución respectiva.

VI. Si el servidor público suspendido temporalmente no resultare responsable de la falta que se le imputa, será restituido en el goce de sus derechos y se le cubrirán las percepciones que debiera haber recibido durante el tiempo en que hubiere estado suspendido.

VII. Cuando se compruebe la existencia de la infracción motivo de la denuncia, el titular de la Contraloría impondrá la sanción que corresponda y dictará las medidas para su corrección o remedio inmediato.

Artículo 93. Las sanciones aplicables a las faltas contempladas en el presente Capítulo y a las cometidas en contravención del artículo 52 de la Ley de Responsabilidades de los servidores públicos estatales y municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza consistirán en:
I. Apercibimiento privado o público;

II. Amonestación privada o pública;

III. Multa;

IV. Suspensión;

V. Destitución del puesto, y

VI. Inhabilitación temporal, hasta por cinco años, para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público.

Tratándose de la o el Consejero Presidente y las y los Consejeros Electorales del Consejo General, el procedimiento de remoción correspondiente se tramitará conforme a las causas y procedimiento establecidos en el reglamento y la normatividad aplicable.

En el caso del Secretario Ejecutivo y de los directores ejecutivos del Instituto, para la aplicación de las sanciones por las infracciones a que se refiere este artículo, el contralor general presentará ante el Consejo General el expediente respectivo a fin de que resuelva sobre la procedencia de la sanción.

Artículo 94. El apercibimiento consiste en la prevención verbal o escrita que se haga al servidor público, en el sentido de que de incurrir en nueva falta, se le aplicarán una o más de las sanciones previstas en el artículo anterior, según el caso.

Artículo 95. La amonestación consiste en la reprensión que se haga al infractor, por la falta cometida.

Artículo 96. La multa consiste en la sanción pecuniaria impuesta al infractor en favor del Instituto, la cual no podrá ser inferior al valor de veinte días de sueldo, ni exceder al de un mes, debiendo hacerse efectiva mediante descuento en nómina, de cuotas iguales, no superiores a la quinta parte del sueldo mensual, o a través del procedimiento de ejecución forzosa, con la intervención de la autoridad competente.
Artículo 97. La suspensión consiste en la separación temporal del ejercicio del cargo, empleo o comisión, privando al servidor público del derecho a percibir remuneración, o cualesquiera otras prestaciones económicas derivadas del mismo, la cual no podrá exceder de tres meses.

Artículo 98.  La destitución consiste en la pérdida definitiva del cargo, empleo o comisión.

Artículo 99.  La inhabilitación implica la incapacidad temporal, hasta por diez años para obtener y ejercer cargo, empleo o comisión en el estado o en los municipios de la entidad.

Artículo 100.  Las sanciones administrativas se impondrán, tomando en cuenta:

I.
La gravedad y modalidad de la falta en que se haya incurrido.

II.
El grado de participación;

III.
Las circunstancias socio-económicas del infractor;

IV.
Los motivos determinantes y los medios de ejecución;

V.
La antigüedad en el servicio;

VI.
La reincidencia, y

VII.
El monto del beneficio obtenido y el daño o perjuicio económico derivados de la falta.

Artículo 101. Las sanciones impuestas se anotarán en la hoja de servicios del servidor público, a cuyo efecto deberá enviarse copia autorizada de la resolución relativa a la Presidencia del Consejo General del Instituto.

Artículo 102. Para la aplicación de las sanciones a que se hace referencia en los artículos anteriores, se observarán las siguientes reglas:

I.
El apercibimiento se aplicará por la primera falta cometida, cuando ésta sea levísima;

II.
La amonestación se aplicará sólo en tratándose de faltas leves;

III.
Después de dos amonestaciones, la nueva sanción será de multa;

IV.
La triple sanción por faltas leves o la comisión de una falta grave, motivará la suspensión del cargo, empleo o comisión;

V.
La destitución se aplicará, como primera sanción, en caso de faltas gravísimas, o después de dos sanciones de suspensión, y

VI.
La inhabilitación sólo será aplicable por resolución de la autoridad competente, con arreglo a las leyes aplicables.

Cuando la destitución del cargo, empleo o comisión, afecte a un servidor público de base, se demandará la recisión de su contrato ante quien corresponda por la Presidencia del Consejo General, a solicitud de la autoridad que aplicó la sanción.

Artículo 103. Las faltas serán valoradas y, en su caso sancionadas, de conformidad con los criterios establecidos, en lo conducente, en los artículos 56, 57, 58, 60 y demás relativos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Artículo 104. Con independencia del sentido de la resolución que se dicte al final del procedimiento, el Contralor dictará las providencias oportunas para la corrección de las irregularidades administrativas que se detecten en ocasión del trámite de la queja, y si del contenido de ésta se desprende la realización de una conducta que pudiera dar lugar a responsabilidad, procederá en los términos previstos en este Capítulo.
Artículo 105. Las resoluciones por las que se impongan sanciones administrativas podrán ser impugnadas a través de los medios de defensa establecidos en la legislación aplicable; los interesados podrán optar por la impugnación directa de aquéllas ante la autoridad competente en los términos que fije la ley correspondiente.

TÍTULO QUINTO

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 106. Las relaciones laborales entre el Instituto y sus trabajadores se regirán por el apartado A) del artículo 123 Constitucional y su Ley Reglamentaria, así como el Estatuto del Servicio Profesional Electoral, en lo que resulte aplicable. 

Todo el personal que integra o labore al servicio del Instituto estará sujeto al régimen de seguridad social que determine el Consejo General en el Reglamento Interior 

Serán considerados personal de confianza dentro del Instituto: el Secretario Ejecutivo, el Administrador General, los directores ejecutivos, los asesores y, en general, quienes realicen funciones de dirección, administración, control y supervisión y los directamente relacionados con el uso y aplicación de los recursos. 

T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO. Se deroga el Libro Tercero denominado “Del Instituto” del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 29 de junio de 2010, permaneciendo vigentes las restantes porciones normativas. 

TERCERO. El Instituto Electoral de Coahuila atenderá los asuntos electorales que se encuentren en trámite a la entrada en vigor de la presente Ley,  mismos que serán resueltos conforme a las normas vigentes en el momento en el que fueron iniciados. 

Así mismo, se encargará de los asuntos que, en todo caso, sean delegados por el Instituto Nacional Electoral, de conformidad con lo establecido por la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

CUARTO. El Consejo General del Instituto Electoral de Coahuila deberá expedir los reglamentos necesarios para hacer efectivas las disposiciones de la presente ley dentro de los siguientes 60 días naturales después de su entrada en vigor.

QUINTO.- El Congreso del Estado contará con un plazo no mayor a 30 días naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto para designar a quien se desempeñará como contralor del Instituto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello,  Dip. Sergio Garza Castillo, Dip. Leonel Contreras Pamanes, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Verónica Martínez García, Dip. Javier Díaz González, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren, Dip. Antonio Nerio Maltos, Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 12 de enero de 2016.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Ciencia y Tecnología de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por la que se crea la Ley sobre Gobierno Electrónico y Fomento al Uso de Tecnologías Digitales de Información para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 28 del mes de abril del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Ciencia y Tecnología, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Ciencia y Tecnología, iniciativa con proyecto de Decreto por la que se crea la Ley sobre Gobierno Electrónico y Fomento al Uso de Tecnologías Digitales de Información para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 107, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto por la que se crea la Ley sobre Gobierno Electrónico y Fomento al Uso de Tecnologías Digitales de Información para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Para los Coahuilenses la innovación es una constante de desarrollo y crecimiento, plenamente acorde a nuestra visión enfocada a la implementación de acciones que en forma directa y efectiva generen un entorno de progreso y modernidad. Las tecnologías digitales de información son una herramienta que abre nuevas oportunidades para facilitar la interacción de la población con las instancias gubernamentales, en forma rápida, dinámica y eficiente.

Las dependencias y entidades gubernamentales responsables de atender los diversos trámites y servicios que deben prestarse a la población, requieren incorporarse a la dinámica de esa vertiente de aplicación tecnológica y participar como impulsores y promotores de las nuevas capacidades que producen y procuren avances en la ciencia y la tecnología.

Adicionalmente, en el contexto internacional el impulsar esquemas gubernamentales más transparentes, sensibles, responsables y eficaces, encaminados a mejorar la gestión de recursos públicos y que promuevan la innovación, ha sido reconocido como un requerimiento acorde a los principios consagrados en diversos tratados y convenios internacionales en materia de derechos humanos. El Gobierno del Estado debe proporcionar a los particulares un mejor acceso al ámbito del sector público, lo que conlleva a favorecer en mayor proporción la interoperabilidad de los sistemas de información de Gobierno.

Debemos llevar a Coahuila a destacar en el ámbito nacional por ser una Entidad que represente un liderazgo en el uso y aplicación de los medios electrónicos y de las tecnología digitales de información en diversos campos, debemos esforzarnos por atraer inversión dirigida a incrementar las facilidades en la utilización de avances tecnológicos en materia de telecomunicaciones y procesamiento de datos, lo que a su vez demanda el uso de tales medios por parte de servidores públicos en todos los ámbitos de Gobierno, a fin de alcanzar su aprovechamiento óptimo. 

Es importante que Gobierno del Estado desarrolle un Plan Estratégico en esta materia, que tenga como objetivos proporcionar servicios gubernamentales modernos y eficientes, centrados en las necesidades y expectativas ciudadanas, para lo cual debemos plantear soluciones al ciudadano y fomentar la innovación en las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal. Dentro de las acciones previstas, se contempla establecer sinergias entre las plataformas informáticas de las dependencias y entidades gubernamentales e incentivar la operación de una red de comunicación, servicios e intercambio de información con los municipios y dependencias Estatales, así como instituciones de los sectores público, privado y social.

Así mismo, considero que el uso de las tecnologías digitales de información y de comunicación, facilitaría la colaboración entre instituciones financieras y comerciales, el pago de impuestos, derechos, productos y aprovechamientos. Igualmente, repercutiría favorablemente en sectores como salud, educación, seguridad pública y competitividad empresarial; el fomento al desarrollo, uso y aplicación de tecnologías digitales de información se muestra como un elemento sustantivo para los objetivos de desarrollo de nuestro Estado.

Ante la dinámica que presenta este tipo de tecnologías, se requiere continuar incorporando a la legislación del Estado, conceptos e instrumentos acordes a la evolución de estos medios. Por ello, la presente iniciativa busca propiciar su uso y fortalecer las bases para alcanzar la interoperabilidad entre particulares y las distintas instituciones públicas en  Coahuila. La iniciativa define los objetivos y finalidades a que deberá sujetarse la implantación del uso de estas tecnologías en el marco de la responsabilidad atribuible a los entes gubernamentales, tales como facilitar el ejercicio de derechos y el cumplimiento de obligaciones, desahogar trámites y servicios, fomentar la participación ciudadana y favorecer el intercambio de información.

Al asumir la implantación del modelo de Gobierno Electrónico, se facilitarán los servicios que se ofrecen a la población, disminuyendo gradualmente la carga que implica presentar información o documentos que obren en bases de datos, archivos y sistemas electrónicos a cargo de las propias dependencias y entidades públicas.

Con el objetivo de proporcionar mayor seguridad jurídica, se definen los parámetros para que los actos y procedimientos a cargo de los entes públicos se encuentren plenamente dotados de validez, a fin de alcanzar sus efectos cuando empleen medios electrónicos en su emisión. En este sentido, la salvaguarda de la información  que se genere a través del uso de tecnología digitales de información en el sector público, parte del aseguramiento de su autenticidad y fiabilidad, para lo cual se prevén los elementos que deberán acreditarse en la generación de la Firma Electrónica Avanzada, el uso de marcado cronológico y los mecanismos de conservación.

La creación de autoridades certificadoras raíces e intermedias, sujetas a estándares tecnológicos estrictos de operación, que contempla la iniciativa, constituyen la base para brindar confianza y ofrecer viabilidad para que los procedimientos y actos de naturaleza legislativa, administrativa o jurisdiccional puedan desarrollarse a través de medios electrónicos. Para tal efecto, uno de los elementos que resulta indispensable es atribuir a un sujeto en particular el contenido de la información correspondiente, así como definir la manera de realizar notificaciones o requerimientos. La iniciativa propone incorporar el uso del Tablero Electrónico como medio de comunicación Oficial incorporado a los portales de Internet de las dependencias y entidades públicas, así como crear la figura de oficialía de partes electrónicas para cada unidad administrativa que intervenga en los procedimientos relativos que se desahoguen a través de dichos medios.

Como sucede ya a nivel Federal, la iniciativa contiene un apartado dedicado a la Firma Electrónica Avanzada en los ámbitos Estatal y Municipal; sin embargo, el alcance de esta propuesta no se ubica exclusivamente en este elemento, ya que, como lo indica su denominación, se enfoca a un concepto de mayor alcance, como lo es el Gobierno Electrónico, y sienta las bases normativas suficientes para fomentar el uso de las tecnología digitales de información en el Estado de Coahuila.

En estrictos respecto a los diversos ámbitos de competencia que establecen la Constitución Política del Estado para los poderes, Municipios y Órganos Constitucionales Autónomos, la iniciativa contempla que éstos señalen las entidades responsables de fungir como autoridades certificadoras raíz e intermedias.

Finalmente, cabe destacar que el proyecto desarrolla las responsabilidades que asume cada individuo en materia de Firma Electrónica Avanzada, así como el supuesto en que tal medio sea generado antes autoridades con jurisdicción territorial fuera del Estado.

TERCERO.- En los últimos años, los gobiernos han incorporado las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) en áreas de impacto estratégico al crecimiento, desarrollo económico, el comercio electrónico y la atracción de inversiones, dichas tendencias, se deben a que el crecimiento del proceso de globalización y el desarrollo de una nueva sociedad de la información, exigen del Estado un proceso de modernización de la gestión pública y una actitud efectiva y decidida a orientar mediante la tecnología los procesos del Estado de manera complementaria a técnicas y herramientas en los diversos ámbitos de la gestión estatal.

Por lo anterior, quienes aquí dictaminamos, consideramos que efectivamente debemos de llevar a nuestro Estado a destacar en el ámbito nacional, como una entidad que represente el liderazgo en el uso de las tecnologías y aplicación de los medios electrónicos de información, mediante el desarrollo de un plan estratégico en la materia que tenga como objetivos proporcionar los diversos servicios gubernamentales centrados en las necesidades y expectativas de la ciudadanía, y es por ello, que debemos plantear como soluciones la innovación en las dependencias y entidades de la administración pública, facilitando mediante las tecnologías la colaboración entre las instituciones tanto públicas como privadas, financieras y comerciales para la realización del pago de impuestos, derechos, productos y aprovechamientos.

Para ello, la iniciativa que nos ocupa, contiene un apartado dedicado a la firma electrónica avanzada en los ámbitos Estatal y Municipal, y sienta las bases normativas para fomentar el uso de las tecnologías digitales de información en el Estado.

Una vez analizada dicha iniciativa, y realizadas las modificaciones propuestas por los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, se procede a emitir el siguiente dictamen 

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se crea la Ley sobre Gobierno Electrónico y Fomento al Uso de Tecnologías Digitales de Información para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

LEY SOBRE GOBIERNO ELECTRÓNICO Y FOMENTO AL USO DE TECNOLOGÍAS DIGITALES DE INFORMACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I

OBJETIVOS Y DEFINICIONES

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público, de interés social y de observancia general en el Estado. Tiene por objeto regular el uso de los medios electrónicos y en general, de las tecnologías digitales de información, para asegurar la interoperabilidad entre cada uno de los poderes que integran el Gobierno del Estado, los ayuntamientos, los organismos públicos autónomos y los particulares; así como agilizar y simplificar los actos, trámites y prestación de servicios que brinden, mediante la regulación de:

I. Los aspectos vinculados con los sistemas para la identificación electrónica;

II. Los mecanismos para atribuir información electrónica a una persona o a un sistema de información programado;

III. Las bases a que se sujetará el registro y la conservación de actos o procedimientos electrónicos;

IV. Los parámetros para asegurar que la información electrónica sea auténtica y fiable manteniéndola íntegra e inalterada; y 

V. Los medios para acreditar de forma fidedigna el momento de creación, envío, recepción, acceso, modificación o archivo de información electrónica.

Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. Actos: Las comunicaciones, procedimientos, trámites, servicios y actos jurídicos, en los cuales los particulares y los servidores públicos del Estado o de sus municipios utilicen la Firma Electrónica;

II. Actuaciones Electrónicas: Las notificaciones, citatorios, emplazamientos, requerimientos, solicitud de informes o documentos y en su caso, las resoluciones definitivas que se emitan en los actos a que se refiere esta Ley, que sean comunicadas por medios electrónicos;

III. Acuse de Recibo Electrónico: El mensaje de datos que se emite o genera a través de medios de comunicación electrónica para acreditar de manera fehaciente el momento de recepción de mensajes y documentos electrónicos relacionados con los actos establecidos por esta Ley;

IV. Autoridad Certificadora: El Poder Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas por si o a través de quien se convenga, el Poder Legislativo y el Poder Judicial del Estado, los organismos públicos autónomos y los ayuntamientos, de acuerdo a esta Ley y demás disposiciones aplicables;
V. Cédula Electrónica: Mensaje de datos generado por la autoridad competente que proporciona al destinatario todos los datos necesarios para que conozca la actuación o información que se le comunica;

VI. Certificado: Constancia electrónica expedida por una Autoridad Certificadora o Prestador de Servicios de Certificación que vincula a una persona con su clave pública y permite confirmar su intervención en la generación de una Firma Electrónica en razón de la correspondencia que guarda con la clave privada del Firmante;

VII. Clave Privada: Los datos que el Firmante crea de manera secreta; mantiene bajo su exclusiva responsabilidad, resguardo y control y utiliza para generar una Firma Electrónica;

VIII. Clave Pública: Los datos de acceso general contenidos en un certificado para verificar la autenticidad de una Firma Electrónica atribuida a un Firmante determinado;

IX. Dirección de correo electrónico: La dirección electrónica señalada por los servidores públicos y particulares para enviar y recibir mensajes de datos y documentos electrónicos relacionados con los actos a que se refiere la presente Ley, a través de los medios de comunicación electrónica;

X. Electrónico (a): Atributo aplicado a medios, procedimientos, sistemas, datos, información, expedientes, documentos, comprobantes, registros y similares, que en su proceso de creación, modificación, desarrollo, funcionamiento, archivo, consulta o cualquier otra acción análoga se utilizan dispositivos electrónicos, susceptibles de existir sin necesidad de constar en medios impresos;

XI. Estado: El Estado de Coahuila de Zaragoza;

XII. Firma Electrónica: Información en forma electrónica consignada en un mensaje de datos, adjuntados o lógicamente asociados al mismo por cualquier tecnología, que son utilizados para identificar al Firmante en relación con el mensaje y que produce los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa;

XIII. Firmante: Persona que utiliza su Firma Electrónica para suscribir documentos electrónicos y mensajes de datos;

XIV. Interoperabilidad: Habilidad de dos o más sistemas o componentes para intercambiar información y utilizar la información intercambiada;

XV. Medios de Comunicación Electrónica: Los dispositivos tecnológicos que permiten efectuar la transmisión y recepción de mensajes de datos y documentos electrónicos;

XVI. Medios Electrónicos: Los dispositivos tecnológicos para el procesamiento, impresión, despliegue, conservación y, en su caso, modificación de información;

XVII. Mensaje de datos: La información generada, enviada, recibida, archivada o comunicada a través de medios de comunicación electrónica, que puede contener documentos electrónicos;

XVIII. Momento: La fecha, hora, minuto y segundo de la realización de los actos regulados por esta Ley;

XIX. Página Web: El sitio en internet que contiene información, aplicaciones y, en su caso, vínculos a otras páginas;

XX. Prestador de Servicios de Certificación: Dependencias, entidades o  personas que hayan sido autorizadas por la Autoridad Certificadora para expedir certificados y para prestar servicios relacionados con la Firma Electrónica;

XXI. Servicios relacionados con la Firma Electrónica: Los servicios de firmado de documentos electrónicos, de verificación de la vigencia de certificados, de verificación y validación de la unicidad de la clave pública, así como de consulta de certificados, entre otros, que en términos de las disposiciones jurídicas aplicables pueden ser proporcionados por las Autoridades Certificadoras y Prestadores de Servicios de Certificación;

XXII. Sistema de información: Todo sistema utilizado para generar, enviar, recibir, archivar o procesar mensajes de datos;

XXIII. Sistema de Trámites Electrónicos: El sitio desarrollado por la dependencia, entidad u órgano, contenido en su página Web, para el envío y recepción de documentos, notificaciones y comunicaciones, así como para la consulta de información relacionada con los actos a que se refiere esta Ley;

XXIV. Sujetos Obligados: Las dependencias y entidades que conforman el Poder Ejecutivo del Estado, el Poder Legislativo y el Poder Judicial del Estado, los organismos públicos autónomos, los ayuntamientos y sus dependencias y entidades; y
XXV. Tablero Electrónico: El medio electrónico de comunicación oficial incorporado a las páginas web de las dependencias, entidades y órganos, a través del cual se comunicarán las actuaciones o información materia de procedimientos electrónicos y se pondrán a disposición de los particulares que utilicen la Firma Electrónica, en términos de esta Ley, las actuaciones electrónicas que emitan las dependencias y entidades. Este medio electrónico estará ubicado en el Sistema de Trámites Electrónicos de las propias dependencias y entidades.

Artículo 3.- Están sujetos a las disposiciones de la presente Ley:

I. Las dependencias y entidades que conforman el Poder Ejecutivo del Estado;

II. El Poder Legislativo del Estado; 

III. El Poder Judicial del Estado;

IV. Los Organismos Públicos Autónomos;

V. Los Ayuntamientos y sus dependencias y entidades; y

VI. Los particulares en los casos en que utilicen la Firma Electrónica, en los términos de la presente Ley.

Artículo 4.- Las disposiciones de esta Ley no serán aplicables a los actos en que no sea factible el uso de la Firma Electrónica por disposición de la Ley o aquéllos en que exista previo dictamen de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, tratándose de actos del Poder Ejecutivo.

En caso de que los conceptos establecidos en la presente Ley se encuentren regulados por diversa Ley específica, se atenderá lo dispuesto en ella.

Artículo 5.- La Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas estará facultada para interpretar las disposiciones de esta Ley para efectos administrativos.

Artículo 6.- La implantación del uso de las tecnologías digitales de información en el contexto de esta Ley en relación a los sujetos obligados, se apegará a los objetivos y finalidades siguientes:

I. Proporcionar una vía para el ejercicio de derechos y el cumplimiento de obligaciones a través de medios electrónicos;

II. Incrementar la transparencia, la eficiencia y la eficacia operativa derivada de la capacidad de compartir y aprovechar plataformas tecnológicas, bases de datos y sistemas; 

III. Atender a los particulares a través del desahogo de trámites y servicios mediante sistemas de telecomunicaciones bajo un esquema estandarizado de alta calidad, efectividad y comunicación;

IV. Crear sistemas de telecomunicaciones accesibles y seguros para el intercambio de información;

V. Alcanzar la mayor conectividad posible tanto por redes de comunicación fijas como de manera móvil para facilitar la interacción de las dependencias, entidades y órganos con la comunidad;

VI. Facilitar el uso de medios electrónicos como vía de ahorro económico y de preservación y protección al ambiente, conforme al modelo de eco-eficiencia;

VII. Contribuir a la simplificación para efectuar trámites o utilizar servicios públicos por las personas con discapacidad, bajo la premisa de accesibilidad universal;

VIII. Fomentar el uso de medios electrónicos entre los servidores públicos como práctica que integre a un mayor número de usuarios a los beneficios de la tecnología; y

IX. Asumir un modelo gubernamental moderno e innovador acorde con los avances tecnológicos y los requerimientos de la sociedad en el Estado.

Artículo 7.- En los procedimientos internos de las dependencias, entidades y órganos, se procurará la utilización de los medios electrónicos y de mecanismos para la generación de Firma Electrónica, en substitución de los instrumentos escritos y del uso de firma autógrafa. 

CAPÍTULO II

DE LA INTEROPERABILIDAD

Artículo 8.- La implantación del modelo de Gobierno Electrónico que fomenta esta Ley se basará en la interoperabilidad de las dependencias, entidades y órganos, y de estos con la población. Para tal efecto, los sujetos obligados deberán asumir las estrategias de colaboración que permitan potenciar la infraestructura tecnológica del Estado, lograr el intercambio de datos entre los sistemas de información existentes y garantizar su integridad y fiabilidad.

Artículo 9.- El empleo de tecnologías de la información por parte de los sujetos obligados considerará la conformación de una infraestructura basada en plataformas y programas que permitan a las dependencias, entidades y órganos lograr interconectar sus bases de datos y el acceso de sus servidores públicos para su consulta, conforme a las Leyes aplicables, a fin de evitar que se requiera a los particulares proporcionar información o documentos que obren en archivos y sistemas gubernamentales y puedan obtenerse a través de medios electrónicos.

Artículo 10.- La autenticidad y fiabilidad de los datos consultados a través de medios electrónicos en el ámbito gubernamental, se salvaguardará mediante la utilización de sistemas de información que requieran generación de Firma Electrónica, el uso de marcado cronológico y los mecanismos de conservación a que se refiere esta Ley.

Artículo 11.- Los sistemas de tecnologías digitales de información que operen las dependencias, entidades y órganos deberán procurar el acceso abierto de los particulares a datos que no sean considerados por la Ley como confidenciales o reservados y facilitarán que, a través de sistemas de telecomunicación sean accesibles para los particulares y puedan realizar la consulta del estado que guarden los trámites en que intervengan.

Artículo 12.- Los responsables de cada Autoridad Certificadora conformarán y participarán en un órgano técnico de trabajo denominado Comité Interinstitucional de Gobierno Electrónico del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el que se dará seguimiento a los estándares y a las mejores prácticas de tecnologías digitales de información aplicables en las materias que norma esta Ley, a efecto de impulsar su implementación en el Gobierno del Estado, para el desarrollo y utilización de sistemas, aplicaciones y procesos interoperables.

El Comité Interinstitucional de Gobierno Electrónico del Estado de Coahuila de Zaragoza se integrará por un representante de cada entidad responsable de fungir como Autoridad Certificadora, con voz y voto, designado por su titular, al cual podrán participar como invitados los Prestadores  de Servicios de Certificación y aquellas personas que, por su experiencia y conocimientos en la materia, se considere valiosa su intervención. Dicho órgano técnico será responsable de emitir sus reglas de operación.

Los ayuntamientos procurarán contar con comités que tengan funciones y objetivos similares al Comité Interinstitucional de Gobierno Electrónico del Estado de Coahuila de Zaragoza. La Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas brindará su apoyo a las autoridades municipales que lo soliciten, en relación con las acciones a que se refiere el presente artículo.

Artículo 13.- En el manejo de la información electrónica a su cargo, las dependencias, entidades y órganos aplicarán los principios de disponibilidad, eficiencia, localización expedita, integridad, conservación, legalidad y certeza, adoptando las medidas de seguridad física, técnica y administrativa que correspondan para el sistema de datos personales que posean en los términos de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

TÍTULO SEGUNDO

DEL MARCADO CRONOLÓGICO DE INFORMACIÓN ELECTRÓNICA

CAPÍTULO ÚNICO

DE LOS SELLOS DIGITALES

Artículo 14.- Los actos y procedimientos electrónicos de los sujetos obligados estarán sujetos a la identificación del momento exacto en que suceden o se producen, para lo cual deberán emplearse sistemas de marcado cronológico vinculados al Patrón Nacional de Escalas de Tiempo en México.

Artículo 15.- Las dependencias, entidades y órganos utilizarán sellos digitales que identifiquen el momento en que a través de medios electrónicos se efectúan notificaciones, citatorios, emplazamientos, requerimientos y solicitud de informes; se reciben promociones provenientes de cualquier interesado y en general, se efectúa cualquier actuación en que se requiera acreditar el cómputo de términos o plazos. 

Artículo 16.- A través de cada Autoridad Certificadora, se establecerán los mecanismos para que los Prestadores de Servicios de Certificación puedan tener acceso a los sistemas de marcado cronológico que aplicarán las dependencias, entidades y órganos en el despacho de los asuntos de su competencia.

TÍTULO TERCERO

DE LA CONSERVACIÓN DE INFORMACIÓN ELECTRÓNICA

CAPÍTULO I

CONCEPTOS GENERALES

Artículo 17.- La conservación de información derivada del ejercicio de las atribuciones y facultades de los sujetos obligados mediante el uso de medios electrónicos deberá efectuarse con base en tecnologías que garanticen su correcto almacenamiento, respaldo, recuperación, seguridad y acceso en el futuro.

Artículo 18.- Cuando la Ley requiera que documentos, datos, expedientes, registros o información sean conservados, ese requisito quedará satisfecho mediante la conservación de los mensajes de datos, siempre que se cumplan las condiciones siguientes:

I. Que la información que se contenga en el medio de conservación sea accesible para su ulterior consulta;

II. Que el mensaje de datos sea preservado con el formato en que se haya generado, enviado o recibido o con algún formato que sea demostrable que reproduce con exactitud la información generada, enviada o recibida; y

III. Que se mantenga, de haber alguno, todo dato que permita determinar el origen y el destino del mensaje y el momento en que fue enviado o recibido.

En ningún caso, la imposibilidad de satisfacer las condiciones a que se refiere el presente artículo, relevará al obligado de cumplir con la conservación de que se trate en los términos que establezca la Ley de la materia.

Artículo 19.- La identificación e integridad de la información electrónica sujeta a conservación, requerirá generar una constancia vinculada a la Autoridad Certificadora que corresponda, la cual contendrá el nombre del archivo en donde está almacenada la misma y del archivo parcial o expediente sujeto al proceso, además de efectuarse el marcado cronológico a que se refiere esta Ley que permita identificar el momento en que se crea.

Artículo 20.- Los plazos para la conservación de información constante en medios electrónicos en ningún caso serán inferiores a los que establezca la legislación específica para los instrumentos impresos. En caso de que la Ley no prevea el plazo, éste será de diez años contados a partir de su generación o recepción en el sistema, según corresponda.

La Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, para el caso del Poder Ejecutivo del Estado, mediante disposiciones de carácter general, establecerá lo relativo a la conservación de los mensajes de datos y de los documentos electrónicos con Firma Electrónica. En lo que respecta a los demás sujetos obligados en el ámbito de su competencia, emitirán las disposiciones de carácter general para la conservación de mensajes de datos. 

Artículo 21.- Cuando se requiera que un documento impreso y con firma autógrafa, sea presentado o conservado en su forma original, tal requisito quedará satisfecho si la copia se genera en un documento electrónico y se cumple con lo siguiente:

I. Que la migración a una forma digital haya sido realizada o supervisada por un servidor público que cuente con facultades de certificación de documentos en términos de las disposiciones aplicables o en su caso, por el particular interesado, quien deberá manifestar bajo protesta de decir verdad, que el documento electrónico es copia íntegra e inalterada del documento impreso;

II. Cuando exista duda sobre la autenticidad del documento electrónico remitido, la dependencia o entidad podrá solicitar que el documento impreso le sea presentado directamente o bien, que este último se le envíe por correo certificado con acuse de recibo.

En el supuesto de que se opte por el envío del documento impreso a través de correo certificado con acuse de recibo, será necesario que adicionalmente se envíe dentro de los tres días hábiles siguientes, mediante un mensaje de datos, la guía que compruebe que el referido documento fue depositado en una oficina de correos;

III. Que la información contenida en el documento electrónico se mantenga íntegra e inalterada a partir del momento en que se generó por primera vez en su forma definitiva y sea accesible para su ulterior consulta;

IV. Que el documento electrónico permita conservar el formato del documento impreso y reproducirlo con exactitud; y

V. Que se observe lo previsto en las disposiciones generales en materia de conservación de mensajes de datos y de los documentos electrónicos con Firma Electrónica.

Lo establecido en este artículo se aplicará sin perjuicio de que las dependencias, entidades y órganos observen, conforme a la naturaleza de la información contenida en el documento impreso de que se trate, los plazos de conservación previstos en los ordenamientos aplicables.

CAPÍTULO II

DEL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO

Artículo 22.- Las dependencias, entidades y órganos integrarán expedientes electrónicos conformados por archivos parciales, según las características propias del procedimiento y de la normatividad aplicable, que señalarán:

I. El nombre del expediente electrónico, que deberá coincidir con aquél con el que se identifica en el sistema de información en donde está o estuvo almacenado;

II. Un índice, que contendrá el nombre y el compendio de cada archivo parcial que integra el expediente; y

III. La identificación del responsable de operar el sistema de conservación, para lo cual deberá quedar vinculado con el expediente electrónico creado mediante la Firma Electrónica generada a través de su clave privada.

Artículo 23.- Los archivos parciales a que se refiere el artículo anterior se integrarán mediante mensajes de datos que contendrán:

I. El nombre del archivo del sistema de información en el que está o estuvo almacenado el contenido del archivo;

II. El tipo del archivo; y 

III. El contenido del mismo.

TÍTULO CUARTO

DE LA ACTUACIÓN GUBERNAMENTAL ELECTRÓNICA

CAPÍTULO I

DE LOS PROCEDIMIENTOS Y ACTOS EMITIDOS

A TRAVÉS DE MEDIOS ELECTRÓNICOS

Artículo 24.- En los procedimientos y en los actos de naturaleza legislativa, administrativa o jurisdiccional a cargo de los sujetos obligados, podrán emplearse los medios electrónicos para su formación, desarrollo, expedición y perfeccionamiento.

Los trámites y servicios a cargo de las dependencias, entidades y órganos podrán desarrollarse parcial o completamente, cuando su naturaleza lo permita, mediante el uso de medios electrónicos en los términos establecidos por esta Ley.

Artículo 25.- Cuando una Ley, un Reglamento o cualquier disposición exijan como requisito el uso de medios escritos y de firma autógrafa por parte de la autoridad que expida el acto o de aquellos que intervengan en el procedimiento, la forma requerida podrá ser cumplida mediante la utilización de medios electrónicos, en los términos establecidos en la presente Ley, siempre que sea posible atribuir a la autoridad emisora el contenido de la información relativa y esta sea accesible para su ulterior consulta. 

Artículo 26.- En los casos en que el procedimiento sea susceptible de desarrollarse a través de medios electrónicos, se inicie a solicitud de parte interesada y esta posea los mecanismos para generación de Firma Electrónica en los términos de esta Ley, el interesado podrá iniciar la instancia sin necesidad de que anteceda manifestación especial de utilizar los medios electrónicos.

Conforme a lo anterior, será suficiente que el interesado presente su promoción a través de la oficialía de partes electrónica respectiva, para que se entienda que es su voluntad utilizar los medios electrónicos durante todas las actuaciones procesales hasta la conclusión de ese procedimiento en específico.

Artículo 27.- Los servidores públicos que en el ejercicio de sus funciones emitan actos a través de medios electrónicos, deberán contar con su clave privada y con el certificado que especifique su cargo y unidad administrativa de adscripción. 

CAPÍTULO II

DE LOS SISTEMAS DE 

INFORMACIÓN PROGRAMADOS

Artículo 28.- Los sujetos obligados podrán utilizar en el desahogo de los trámites y la prestación de los servicios a su cargo, sistemas de información programados para actuar en su nombre o que operen automáticamente.

Dichos sistemas de información deberán estar vinculados a la dependencia, entidad u órgano respectivo a través de la infraestructura tecnológica con que cuente la Autoridad Certificadora y el Prestador de Servicio de Certificación que corresponda y otorgar los comprobantes electrónicos que incorporen la generación de Firma Electrónica y de marcado cronológico para asegurar la integridad y plena identificación de cada acto.

CAPÍTULO III

DE LAS NOTIFICACIONES, EL TABLERO

Y LA OFICIALÍA DE PARTES ELECTRÓNICOS

Artículo 29.- Cuando la Ley requiera que en un procedimiento se lleven a cabo notificaciones, citatorios, emplazamientos, requerimientos, solicitudes de informes y en general cualquier acto que implique notificación personal, este requisito se tendrá por satisfecho a través del uso de medios electrónicos utilizando la infraestructura de claves públicas de la respectiva Autoridad Certificadora mediante el Tablero Electrónico, condicionado a que se den los siguientes supuestos:

I. Que la autoridad emisora del acto cuente con la infraestructura tecnológica suficiente para realizar los actos a través del uso de medios electrónicos;

II. Que la persona a quien se dirige la notificación personal cuente con clave de acceso al sistema de notificación a través del uso de medios electrónicos y tenga conocimiento de tal circunstancia.

Artículo 30.- Salvo lo que establezcan las Leyes específicas respecto de las notificaciones electrónicas, para efectuar por esta vía aquellas notificaciones que la Ley determina como personales será necesario que exista la solicitud o el consentimiento expreso del interesado, a menos de que el procedimiento de que se trate haya sido iniciado por medios electrónicos a instancia del mismo.

Artículo 31.- El interesado que intervenga en un procedimiento electrónico podrá solicitar en cualquier momento la realización de las notificaciones personales que se le deban efectuar conforme a lo dispuesto por la Ley específica de la materia de que se trate. Lo anterior no será impedimento para continuar el resto de las actuaciones a través de medios electrónicos.

Artículo 32.- El Tablero Electrónico será un medio de comunicación oficial incorporado a los portales de internet de las dependencias, entidades y órganos, a través del cual se comunicará a los particulares o interesados cualquiera de las actuaciones o información materia de procedimientos electrónicos, condicionado a que se den los supuestos previstos en las fracciones I y II del artículo 29 de esta Ley.

Artículo 33.- Para los efectos del artículo anterior, las personas que intervengan en el procedimiento deberán señalar un correo electrónico a través del cual las unidades administrativas de las dependencias, entidades y órganos remitirán información de carácter técnico relacionada con el Tablero Electrónico y les informarán de la existencia de actuaciones o información pendiente de notificar por esta vía.

Es responsabilidad de las personas que intervengan en el procedimiento acceder al Tablero Electrónico para notificarse de la información o actuaciones inherentes al desarrollo de los procedimientos.

Artículo 34.- Las notificaciones mediante el Tablero Electrónico se efectuarán atendiendo a lo siguiente:

I. Las actuaciones o la información que se pretende enterar deberá encontrarse previamente vinculada a la autoridad competente mediante Firma Electrónica; 

II. Se utilizará la clave pública del destinatario para generar una cédula electrónica que contendrá cifrada la actuación o información que se pretende enterar;

III. La cédula electrónica se colocará en el Tablero Electrónico y se remitirá un aviso al correo electrónico del destinatario a efecto de que acceda al portal y se notifique del contenido;

IV. Para que el destinatario pueda acceder a las actuaciones o información que se le pretende notificar requerirá utilizar su clave privada en razón de la correspondencia guardada con la clave pública con la cual fue cifrada y generada la cédula electrónica respectiva;

V. En el momento en que el destinatario acceda al contenido de la cédula electrónica se generará un sello digital de marcado cronológico que identificará el momento exacto en que fue efectuada la notificación, generándose los efectos legales correspondientes;
VI. Cuando el destinatario no acceda al contenido de la cédula electrónica dentro de los diez días hábiles siguientes a la remisión del aviso al correo electrónico a que se refiere la fracción III del presente artículo, la autoridad competente colocará en el Tablero Electrónico un nuevo acuerdo que haga constar que ha transcurrido dicho plazo y reitere la existencia de actuaciones o información pendiente de acceder a notificarse por esta vía por parte del interesado, procediendo simultáneamente a remitirle un nuevo aviso al correo electrónico que haya señalado; y

VII. Transcurridos tres días hábiles contados a partir del día hábil siguiente al en que se remitió el nuevo aviso a que se refiere el artículo anterior, sin que el destinatario acceda al contenido de la cédula electrónica, se entenderá que la cédula electrónica le fue notificada al mismo el último día del plazo a que se refiere esta fracción y se generará un sello digital de marcado cronológico que identificará el momento exacto en que se efectuó la notificación, para efectuar el cómputo de los plazos y términos respectivos.

Artículo 35.- Las notificaciones efectuadas a través del Tablero Electrónico surtirán sus efectos conforme a la Ley de la materia que regule al acto objeto de la notificación o en su defecto, el día hábil siguiente al en que hubieren sido realizadas.

Los términos y plazos se computarán conforme a lo dispuesto por la Ley específica de la materia de que se trate.

Artículo 36.- Las dependencias, entidades y órganos establecerán oficialías de partes electrónicas para cada unidad administrativa o bien de carácter común, para la recepción de mensajes de datos provenientes de las partes que intervengan en los procedimientos a su cargo, misma que será accesible a través de su portal de internet.

Artículo 37.- Las oficialías de partes electrónicas generarán un sello digital de marcado cronológico que se incorporará al acuse de recibo electrónico de cada promoción, el cual se entregará al interesado a través de la propia oficialía y le será remitido al correo electrónico por él señalado.

TÍTULO QUÍNTO

DE LA FIRMA ELECTRÓNICA 

CAPÍTULO I

DE LAS AUTORIDADES CERTIFICADORAS 

Artículo 38.- Para los efectos de esta Ley, se consideran Autoridades Certificadoras:

I. El Poder Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas;

II. El Poder Legislativo del Estado;

III. El Poder Judicial del Estado; 

IV. Los Organismos Públicos Autónomos; y

V. Los Ayuntamientos.

Los sujetos obligados podrán contar con las Autoridades Certificadoras y Prestadores de Servicios Certificados que fueren necesarios, de acuerdo con las atribuciones que constitucional y legalmente les corresponda.

Artículo 39.- El Poder Legislativo, el Poder Judicial, los organismos públicos autónomos y los ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas competencias, determinarán mediante reglamentos o acuerdos de carácter general, según corresponda, las entidades responsables de fungir como Autoridades Certificadoras, las cuales actuarán de conformidad con lo establecido en esta Ley.

Artículo 40.- La Autoridad Certificadora del Poder Ejecutivo estará a cargo de la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas.

Las dependencias y entidades que integran la administración pública centralizada y paraestatal del Poder Ejecutivo, previa autorización expedida por la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, podrán contar con una o varias Autoridades Certificadoras, destinadas a proveer certificados que se utilizarán para el despacho de los asuntos de su competencia a través de medios electrónicos.

Los certificados expedidos dentro del Estado serán reconocidos por cualquier Autoridad Certificadora o Prestador de Servicios de Certificación.

Artículo 41.- La Autoridad Certificadora, tendrá las atribuciones y obligaciones siguientes:

I. Mantener la infraestructura necesaria para la operación de los servicios de emisión, revocación, renovación, registro y administración de certificados;

II. Establecer un registro de certificados y un registro de Prestadores de Servicios de Certificación, que garanticen la disponibilidad de la información, de manera regular y continua, así como proveer los servicios de consulta a los interesados;

III. Determinar las estrategias, procedimientos y acciones vinculadas a la gestión de tecnologías digitales de información que sean necesarias para resguardar y salvaguardar las claves privadas;
IV. Expedir, revocar, renovar, registrar y administrar los certificados y prestar servicios relacionados con la Firma Electrónica;  

V. Comprobar la identidad y cerciorarse de la competencia, atribuciones o facultades con base en las que los servidores públicos que actúen en representación de una dependencia, entidad u órgano determinado podrán intervenir para la generación de su clave privada;

VI. Asegurar la implantación de los sistemas de marcado cronológico vinculados al Patrón Nacional de Escalas de Tiempo en México y de conservación de información derivada del uso de medios electrónicos en los términos de esta Ley;

VII. Dictar y aplicar los lineamientos técnicos que conforme a los términos contenidos en esta Ley, permitan brindar seguridad y confiabilidad en el uso de la Firma Electrónica, marcado cronológico y conservación de información electrónica en el ámbito de competencia del sujeto obligado;

VIII. Facultar a los Prestadores de Servicios de Certificación, para que expidan certificados;
IX. Informar a la autoridad competente sobre la autenticidad de una Firma Electrónica;

X. Actualizar la tecnología aplicada al uso de medios electrónicos y Firma Electrónica de conformidad con los estándares tecnológicos vigentes y a la disponibilidad presupuestal; 

XI. Poner a disposición del interesado el sistema y mecanismos para que éste genere su clave privada;

XII. Homologar los certificados expedidos fuera del territorio del Estado, cuando sea procedente;

XIII. Las demás que establece esta Ley y las que señalen las disposiciones normativas aplicables.

Artículo 42.- Todo certificado expedido fuera del Estado, producirá los mismos efectos jurídicos que un certificado expedido dentro de su territorio, si presenta un grado de fiabilidad equivalente a los contemplados por la presente Ley y demás disposiciones aplicables.

Lo anterior sin perjuicio de la obligación de registrar el certificado que se homologa en términos de esta Ley, en el registro de certificados, que al efecto lleve la Autoridad Certificadora correspondiente. 

Artículo 43.- Los sujetos obligados podrán definir los estándares, características y requerimientos tecnológicos a que se deberán sujetar las Autoridades Certificadoras y los Prestadores de Servicios de Certificación para garantizar la autenticidad, integridad, conservación, confidencialidad y confiabilidad de la Firma Electrónica.

CAPÍTULO II

DE LA COLABORACIÓN INTERINSTITUCIONAL

Artículo 44.- Las Autoridades Certificadoras podrán celebrar bases o convenios de colaboración, según corresponda, para el ejercicio de las funciones establecidas en la presente Ley.

Artículo 45.- El Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial del Estado, los organismos públicos autónomos, los ayuntamientos, podrán suscribir con las  dependencias y entidades de la Federación, de las demás entidades federativas, de los municipios y de los órganos político-administrativos del Distrito Federal, convenios de coordinación para establecer el reconocimiento y la utilización de certificados en términos de lo previsto en esta Ley.

Los convenios de coordinación que se suscriban deberán darse a conocer a través de su página Web.

CAPÍTULO III

DE LA INFRAESTRUCTURA 

DE CLAVES PÚBLICAS

Artículo 46.- Derivada de cada Autoridad Certificadora, se conformará una infraestructura de claves públicas mediante la emisión, revocación, renovación, registro y administración de certificados que utilizarán los interesados en el ámbito de competencia de las dependencias, entidades y órganos respectivos. 

Los sujetos obligados se cerciorarán de que se cumplan los  estándares de seguridad física y lógica inherentes a este tipo de tecnología.

Artículo 47.- Los sujetos obligados podrán acordar mecanismos que permitan la interacción entre sus respectivas Autoridades Certificadoras, Prestadores de Servicios de Certificación y la utilización de sus infraestructuras, mediante la suscripción de convenios de coordinación y de colaboración.

CAPÍTULO IV

DEL USO DE LA 

FIRMA ELECTRÓNICA 

Artículo 48.- Para la generación de la Firma Electrónica es indispensable que la persona interesada cuente con su clave privada así como un certificado expedido por una Autoridad Certificadora o un Prestador de Servicios de Certificación, en el cual se le identifique y se contenga su clave pública.

Los particulares que obtengan los elementos inherentes a la generación de la Firma Electrónica a que se refiere este artículo, podrán utilizarlos en el ámbito civil para expresar su consentimiento, a fin de formular propuestas o manifestar la aceptación de las mismas por medios electrónicos.

Artículo 49.- Los mensajes de datos atribuidos a una persona o entidad determinada mediante Firma Electrónica, producirán los mismos efectos jurídicos que la Ley otorga a los documentos escritos con relación a la firma autógrafa, debiendo ser accesibles para su ulterior consulta y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio que las disposiciones aplicables les otorgan a éstos.

Cualquier persona que reciba un mensaje de datos que contenga una Firma Electrónica, deberá verificarla mediante la clave pública integrada en el certificado de la persona o entidad a quien se le atribuya.

Artículo 50.- Para efectos del artículo 49 de esta Ley, la Firma Electrónica deberá cumplir con los principios rectores siguientes:

I. Equivalencia Funcional: Consiste en que la Firma Electrónica en un documento electrónico o en su caso, en un mensaje de datos, satisface el requisito de firma del mismo modo que la firma autógrafa en los documentos impresos;

II. Autenticidad: Consiste en que la Firma Electrónica en un documento electrónico o, en su caso, en un mensaje de datos, permite dar certeza de que el mismo ha sido expedido por el Firmante de manera tal que su contenido le es atribuible al igual que las consecuencias jurídicas que de él deriven;

III. Integridad: Consiste en que la Firma Electrónica en un documento electrónico o, en su caso, en un mensaje de datos, permite dar certeza de que éste ha permanecido completo e inalterado desde su firma, con independencia de los cambios que hubiere podido sufrir el medio que lo contiene como resultado del proceso de comunicación, archivo o presentación;

IV. Neutralidad Tecnológica: Consiste en que la tecnología utilizada para la emisión de certificados y para la prestación de los servicios relacionados con la Firma Electrónica será aplicada de modo tal que no excluya, restrinja o favorezca alguna tecnología en particular;

V. No Repudio: Consiste en que la Firma Electrónica contenida en documentos electrónicos garantiza la autoría e integridad del documento y que dicha firma corresponde exclusivamente al Firmante, y

VI. Confidencialidad: Consiste en que la Firma Electrónica en un documento electrónico o, en su caso, en un mensaje de datos, garantiza que sólo pueda ser cifrado por el Firmante y el receptor.

Artículo 51.- Para que los sujetos obligados y los particulares puedan utilizar la Firma Electrónica en los actos a que se refiere esta Ley, deberán contar con:

I. Un certificado vigente, expedido u homologado en términos de la presente Ley; y

II. Una clave privada, generada bajo su exclusivo control.

Artículo 52.- Las dependencias, entidades y órganos en la realización de los actos a que se refiere esta Ley, deberán aceptar el uso de mensajes de datos y la presentación de documentos electrónicos cuando las mismas ofrezcan esta posibilidad, siempre que los particulares por sí o, en su caso, a través de las personas autorizadas por los mismos, manifiesten expresamente su conformidad para que dichos actos se efectúen, desde su inicio hasta su conclusión, a través de medios de comunicación electrónica.

La manifestación a que se refiere el párrafo anterior deberá señalar adicionalmente:

I. Que aceptan consultar el Tablero Electrónico, al menos, los días quince y último de cada mes o bien, el día hábil siguiente si alguno de éstos fuere inhábil; 

II. Que aceptan darse por notificados de las actuaciones electrónicas que emita la dependencia, entidad u órgano que corresponda, en el mismo día en que consulten el Tablero Electrónico; y

III. Que en el supuesto de que por causas imputables a la dependencia, entidad u órgano se encuentren imposibilitados para consultar el Tablero Electrónico o abrir los documentos electrónicos que contengan la información depositada en el mismo, en los días señalados en la fracción I de este artículo, lo harán del conocimiento de la propia dependencia, entidad u órgano a más tardar dentro de los tres días hábiles siguientes a aquél en que ocurra dicho impedimento, por medios de comunicación electrónica o cualquier otro autorizado por la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas o por la unidad administrativa determinada por los sujetos obligados, para que sean notificados por alguna otra forma de las establecidas en la Ley de la materia, debiendo proporcionar los datos necesarios para que la notificación pueda realizarse de esta última forma.

Artículo 53.- Los sujetos obligados deberán contar con una dirección de correo electrónico para recibir, cuando corresponda, mensajes de datos y documentos electrónicos en la realización de los actos previstos en esta Ley.

Artículo 54.- Las dependencias y entidades, crearán y administrarán un Sistema de Trámites Electrónicos que establezca el control de accesos, los respaldos y la recuperación de información, con mecanismos confiables de seguridad, disponibilidad, integridad, autenticidad, confidencialidad y custodia.

Así mismo, emitirán los lineamientos conducentes a efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo.

Artículo 55.- Los mensajes de datos y los documentos electrónicos que contengan datos personales estarán sujetos a las disposiciones aplicables al manejo, seguridad y protección de los mismos.

Artículo 56.- Se presumirá que la Firma Electrónica generada conforme a esta Ley:

I. Acredita que el mensaje de datos que está vinculado al Firmante, le corresponde exclusivamente, en tanto la clave privada utilizada está bajo su responsabilidad, resguardo y control; y

II. Se ha mantenido integra después del momento de su generación, al igual que el mensaje de datos atribuido, salvo que al verificarla a través del certificado y la clave pública correspondientes se evidencie cualquier alteración.

Artículo 57.- El uso de medios electrónicos a que se refiere esta Ley será optativo para los particulares. Quienes opten por el uso de medios electrónicos en los actos que corresponden a las dependencias, entidades y órganos, quedarán sujetos a las disposiciones de este ordenamiento.

Las dependencias, entidades y órganos deberán garantizar que la utilización de los medios electrónicos en ningún caso podrá implicar la existencia de restricciones o discriminaciones de cualquier naturaleza en el acceso de los particulares a la prestación de servicios públicos o a cualquier trámite, acto o actuación de cualquier autoridad estatal o municipal.

Artículo 58.- Las dependencias, entidades y órganos darán a conocer a la población, mediante acuerdo de su titular, aquellos trámites, servicios y procedimientos en que será posible utilizar medios electrónicos para su desahogo y, de estos, los que requerirán la generación de Firma Electrónica por parte de los interesados en términos de la legislación aplicable. Asimismo señalarán los sitios y las unidades administrativas a los que podrán acudir a generar su clave privada y obtener su certificado y clave pública conforme a lo establecido en esta Ley.

Artículo 59.- Cuando el desahogo de un trámite o servicio, o la intervención en un procedimiento requiera la utilización de la Firma Electrónica para atribuir el mensaje de datos que contenga la promoción respectiva, así como los anexos que se acompañen en formato electrónico, a un sujeto determinado, se estará a lo siguiente:

I. El promovente describirá detalladamente cada uno de los anexos que en formato digital acompañe a su promoción, declarando sin lugar a duda cuáles son los instrumentos con que pretende acreditar su personalidad y aquellos que se relacionan con el asunto;

II. Deberá generarse conjuntamente la Firma Electrónica de la promoción y de los anexos que acompañe;

III. La Firma Electrónica será generada a partir de la clave privada de la persona física que actúe por derecho propio o en representación de tercero; y

IV. En caso de una persona moral, se requerirá la generación de Firma Electrónica por parte del representante legal autorizado mediante la utilización de la clave privada de su representado, misma que deberá tener bajo su exclusiva responsabilidad, resguardo y control, y estar vinculada conforme a los datos contenidos en el certificado respectivo.

CAPÍTULO V

DE LOS CERTIFICADOS

Artículo 60.- Las Autoridades Certificadoras procurarán que los certificados que se expidan por ellas mismas o por un Prestador de Servicios de Certificación, en ningún caso tengan una estructura o contengan campos que impidan o dificulten su compatibilidad, utilización o interacción con aquellos emitidos por otras entidades equivalentes en el ámbito nacional e internacional.

Artículo 61.- El certificado deberá contener los datos que a continuación se indican:

I. La expresión de que tienen esa naturaleza;

II. Versión, que describirá el estándar tecnológico aplicado;

III. Número de Serie, conformado por un número entero positivo de carácter único que le identificará;

IV. Emisor, referente a la Autoridad Certificadora o al Prestador de Servicios de Certificación que expide el certificado, su Firma Electrónica, su domicilio y dirección de correo electrónico;

V. Algoritmo de firma, que señalará la tecnología empleada para la creación de la Firma Electrónica;

VI. Periodo de validez, integrado por la fecha de inicio y de término de la vigencia del certificado;

VII. Nombre del titular del certificado, se podrá consignar en el certificado cualquier otra circunstancia personal del titular, en caso de que sea significativa en función del fin propio del certificado y siempre que aquél otorgue su consentimiento;
VIII. Dirección de correo electrónico del titular del certificado, al cual se remitirá cualquier información relacionada con la emisión, renovación, revocación o verificación del certificado;

IX. Clave pública del titular del certificado;

X. En los supuestos de representación, la indicación del documento que acredite las facultades del Firmante para actuar en nombre de la persona a la que represente; y

XI. En su caso, los límites de uso del certificado.

Artículo 62.- Los requisitos para la obtención del certificado son los siguientes:

I. Dispositivo magnético (USB, disco compacto) con los archivos de requerimiento (extensión *.req) y llave privada (extensión *.key) generados con la aplicación Generador de Requerimiento de Certificado de Firma Electrónica;

II. Formato de solicitud de certificado;

III. Original o copia certificada del acta de nacimiento, carta de naturalización o documento migratorio vigente;

IV. Original o copia certificada de identificación oficial;

V. Original o copia de comprobante de domicilio con una antigüedad no mayor a dos meses; 

VI. Original o copia de la Clave Única de Registro Poblacional (CURP), tratándose de personas físicas y del representante legal cuando actúe a nombre de personas físicas o morales; 

VIII. Original o copia del Registro Federal de Contribuyentes (RFC) del titular del certificado, salvo que carezca de él; y

VII. En su caso, original o copia certificada del documento que acredite su representación legal. 

Artículo 63.- Los sujetos obligados establecerán a través de sus portales de internet las políticas y prácticas que seguirán sus respectivas Autoridades Certificadoras para la emisión, renovación y revocación de certificados; pondrán a disposición de los interesados las aplicaciones tecnológicas necesarias para realizar tales acciones e integrarán los formatos y el listado de los requisitos para acreditar cada uno de los datos del titular que estarán contenidos en el propio certificado en términos de esta Ley.

A través de dicho medio y en la solicitud de emisión del certificado que deberán presentar los interesados, se indicará concretamente la responsabilidad del titular del certificado respecto del manejo de su clave privada y las obligaciones que asume al actuar como Firmante en términos de la Ley.

Artículo 64.- La solicitud del certificado será el único trámite relacionado con la Firma Electrónica que necesariamente deberá efectuarse de manera presencial, además de constar en medio escrito y con firma autógrafa de la persona física interesada o de su representante legal en caso de personas morales, conforme a lo que defina cada sujeto obligado.

Una vez concluido el trámite de solicitud, deberá haberse acreditado fehacientemente la identidad del titular del certificado, su domicilio y los datos previstos en la estructura del certificado referentes a su titular.

Artículo 65.- Los certificados, sea cual fuere la denominación con la que se les designe, emitidos a través de sistemas y tecnologías de información de entidades gubernamentales de la Federación, del Distrito Federal, de otras entidades federativas, de los municipios o del extranjero, tendrán la validez que les corresponda conforme a las disposiciones que resulten aplicables.

CAPÍTULO VI

DE LAS RESPONSABILIDADES 

DEL TITULAR DEL CERTIFICADO

Artículo 66.- Son derechos y obligaciones del titular de un certificado, los siguientes:

I. Proporcionar la información y documentación que se requiera, en forma completa y veraz, para la emisión de su certificado;

II. Mantener el resguardo y control exclusivo de su clave privada y de los mecanismos asociados para su seguridad y uso;

III. Actuar con diligencia y establecer los medios para evitar la pérdida y la utilización no autorizada de su clave privada;

IV. Informar inmediatamente al responsable de la Autoridad Certificadora o al Prestador de Servicios de Certificación cuando los datos contenidos en su certificado varíen, a fin de mantenerlos actualizados, procediendo la revocación de dicho certificado y la emisión de uno nuevo;

V. Efectuar su revocación a través del portal de internet correspondiente, si su clave privada se ve comprometida, divulgada, modificada, sustraída o extraviada; o si es objeto de uso no autorizado o si se vulneran los mecanismos asociados a su seguridad y uso, lo que deberá comunicar con diligencia a la Autoridad Certificadora o al Prestador de Servicios de Certificación que lo expidió;  

VI. Verificar la validez y estatus de su certificado;

VII. Solicitar se les expida constancia de la existencia y registro del certificado;

VIII. Solicitar la variación de los datos y elementos de la Firma Electrónica cuando así convenga a su interés; 

IX. A ser informados sobre:

a. Las características generales de los procedimientos de certificación y creación de Firma Electrónica, y de las demás reglas que la Autoridad Certificadora se comprometa a seguir en la prestación de sus servicios; y

b. El costo de los servicios, las características y condiciones precisas para la utilización del certificado y sus límites de uso;

X. A que se guarde confidencialidad sobre la información proporcionada;

XI. A conocer el domicilio físico y la dirección electrónica de la Autoridad Certificadora para solicitar aclaraciones, presentar quejas o reportes; y

XII. A cancelar o suspender su registro cuando así lo consideren conveniente.

CAPÍTULO VII

DE LA REVOCACIÓN Y 

RENOVACIÓN DE CERTIFICADOS

Artículo 67.- El certificado quedará sin efectos o será revocado cuando se actualice alguno de los supuestos siguientes: 
I. Dejar de satisfacer los requisitos establecidos en la normatividad aplicable o por haberse comprobado que al momento de su expedición, el certificado no cumplió con los requisitos establecidos en esta Ley, situación que no afectará los derechos de terceros de buena fe; 

II. Cuando la clave privada del titular del certificado se vea comprometida, divulgada, modificada, sustraída, extraviada, inutilizada, perdida o sea objeto de uso no autorizado;

III. Existir falsedades o inexactitudes en la información o documentación aportada por el solicitante del certificado;

IV. Requerir actualizar la información proporcionada por el solicitante para la emisión del certificado;

V. El error cometido en su emisión atribuible a la Autoridad Certificadora o al Prestador de Servicios de Certificación;

VI. Incumplir con las obligaciones señaladas para el titular del certificado en la presente Ley;

VII. El fallecimiento del titular de certificado, debiéndose tomar las providencias necesarias en relación con la sucesión de bienes, así como la incapacidad superveniente, total o parcial, la terminación de la representación o extinción de la persona moral representada; 

VIII. La expiración de su vigencia, la cual no podrá ser superior a dos años;

IX. La cancelación o suspensión del certificado a solicitud del interesado; y

X. Por existir resolución administrativa o judicial de la autoridad competente que así lo determine.

Artículo 68.- Antes de que concluya el período de validez de su certificado, el titular del mismo podrá solicitar su renovación a la Autoridad Certificadora o al Prestador de Servicios de Certificación a través del portal de internet que corresponda. De no encontrarse vigente el certificado, se requerirá presentar una nueva solicitud y satisfacer los mismos requisitos que originalmente se aplicaron para su emisión.

La pérdida de eficacia de los certificados, en el supuesto de expiración de vigencia, tendrá lugar desde que esta circunstancia se produzca. En los demás casos, la extinción de un certificado surtirá efectos desde la fecha en que la Autoridad Certificadora competente, tenga conocimiento cierto de la causa que la origina y así lo haga constar en el registro de certificados.

Las Autoridades Certificadoras podrán suspender temporalmente la eficacia de los certificados expedidos, cuando así lo solicite el firmante o sus representados o lo ordene una autoridad competente. Toda suspensión deberá inscribirse sin demora en el registro respectivo.

Cuando un servidor público deje de prestar sus servicios y cuente con un certificado en virtud de sus funciones, el superior jerárquico ordenará la cancelación inmediata del mismo.

Tratándose de certificados que requieran un poder de representación otorgado por el firmante y no cuenten con el mismo, tanto el apoderado como la persona o entidad representada, cuando tengan conocimiento de la existencia del certificado, están obligados a solicitar la revocación o suspensión de la vigencia del certificado en los términos previstos en esta Ley.

TÍTULO SEXTO

DE LOS PRESTADORES DE 

SERVICIOS DE CERTIFICACIÓN

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 69.- Se entenderá como Prestadores de Servicios de Certificación a las dependencias, entidades o  personas que hayan sido autorizadas por la Autoridad Certificadora para expedir certificados y para prestar servicios relacionados con la Firma Electrónica.
La autorización deberá publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, previo al inicio de la prestación de los servicios.

La acreditación es el procedimiento en virtud del cual la Autoridad Certificadora autoriza a una dependencia, entidad o persona como Prestador de Servicios de Certificación verificando para ello que cuenta con las instalaciones de sistemas, programas informáticos y los recursos humanos necesarios para otorgar los certificados en los términos que se establecen en esta Ley.

Artículo 70.- El Prestador de Servicios de Certificación deberá satisfacer los requisitos siguientes:

I. Acreditar mediante las certificaciones técnicas necesarias que cuenta con una infraestructura de seguridad física y lógica suficiente para resguardar y salvaguardar su clave privada y la información de terceros, la cual en ningún caso podrá ser de características técnicas inferiores a la que se aplique por la Autoridad Certificadora del Poder Ejecutivo;

II. Acreditar contar con los suficientes grados de seguridad y confiabilidad necesarios para prestar los servicios relacionados con la Firma Electrónica;

III. Disponer de los elementos humanos, materiales, técnicos y económicos para operar la infraestructura tecnológica requerida para la emisión, renovación, revocación, registro y administración de los certificados;

IV. Estar vinculado al Patrón Nacional de Escalas de Tiempo en México para aplicar sistemas de marcado cronológico;

V. Tomar medidas contra la falsificación de certificados y en el caso de que el Prestador de Servicios de Certificación genere claves privadas, garantizar su confidencialidad durante el proceso de generación y su entrega por un procedimiento seguro al Firmante;

VI. Conservar registrada por cualquier medio seguro toda la información y documentación relativa a un certificado, por un plazo que en ningún caso será inferior a los que establezca la legislación específica para los instrumentos impresos, en caso de que la Ley no prevea el plazo, éste será de diez años contados desde el momento de su expedición, de manera que puedan verificarse las firmas efectuadas con el mismo; 
VII. Contar con infraestructura capaz de almacenar certificados reconocidos que permitan comprobar su autenticidad e impedir que personas no autorizadas alteren los datos y permitan detectar cualquier cambio que afecte a estas condiciones de seguridad; y

VIII. Cumplir con los demás requisitos y obligaciones que establezca esta Ley y las demás disposiciones aplicables.

Artículo 71.- Son obligaciones de los Prestadores de Servicios de Certificación, las siguientes:

I. Poner a disposición del solicitante de un certificado, información gratuita por medio electrónico o escrito relativa a las obligaciones del titular, los procedimientos de resguardo de claves privadas y los pasos a seguir para avisar al Prestador de Servicios de Certificación sobre la pérdida o utilización indebida de éstos;

II. Dar a conocer al solicitante los requisitos para verificar la identidad del titular y la autenticidad del resto de los datos que se muestren en el certificado, los medios de preservación de la seguridad de los datos del certificado, instrucciones detalladas de utilización del certificado, los métodos de resolución de conflictos que pudieran presentarse por la prestación de los servicios de certificación;

III. Establecer un directorio de certificados expedidos, especificando si están vigentes, suspendidos temporalmente o revocados, de igual forma proveer un servicio de consulta rápida y de acceso permanente respecto la vigencia de los certificados; y

IV. Proteger la integridad y confidencialidad de la información del directorio de certificados.

Artículo 72.- Los certificados expedidos por un Prestador de Servicios de Certificación que sea suspendido o se le revoque de manera definitiva la autorización otorgada por la Autoridad Certificadora, seguirán vigentes y serán administrados por el Prestador de Servicios de Certificación que al efecto determine la Autoridad Certificadora, con el propósito de asegurar la continuidad en el uso de los mismos. 

Asimismo, la Autoridad Certificadora determinará el destino que se dará a los registros y archivos correspondientes.

Artículo 73.- Los Prestadores de Servicios de Certificación se sujetarán a las políticas y prácticas que sean autorizadas por las Autoridades Certificadoras, las cuales deberán desarrollar los procedimientos para cumplir en su ámbito con las obligaciones que en materia de Firma Electrónica se establecen en esta Ley.

Artículo 74.- El Prestador de Servicios de Certificación estará sujeto a las auditorías que realicen las autoridades competentes, las cuales podrán revocar su autorización en caso de que incumpla con las obligaciones a que se refiere esta Ley o deje de aplicar las políticas y prácticas de certificación que le fueron autorizadas.

El Prestador de Servicios de Certificación será responsable de los daños y perjuicios ocasionados por dicho incumplimiento.

TÍTULO SÉPTIMO

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

CAPÍTULO I

DERECHO DE AUDIENCIA

Artículo 75.- La revocación de los certificados y demás derechos establecidos en esta Ley, que pudiera afectar el interés jurídico de particulares, se efectuará respetando el derecho de audiencia del posible afectado en los siguientes términos:

I. La autoridad que pretenda realizar la revocación, notificará al titular del certificado, en forma electrónica, el inicio del procedimiento de revocación, dándole a conocer fundada y motivadamente los hechos y circunstancias en que se basa el procedimiento, acompañando, en su caso, en forma electrónica, los archivos y documentos en que la autoridad se base para su determinación;

II. En el mensaje de datos en el que se informe al titular del certificado el inicio del procedimiento de revocación, se le otorgará un plazo de quince días hábiles contados a partir del día hábil siguiente al en que surta efecto su notificación, con el objeto de que, por la misma vía electrónica, exponga lo que a su derecho convenga y aporte los elementos de prueba que estime pertinentes, y

III. Una vez transcurrido el plazo a que se refiere la fracción anterior, la autoridad analizará las constancias del expediente, para lo cual podrá allegarse de mayores elementos de convicción, y emitirá su resolución, la cual será notificada por la misma vía electrónica al interesado.

CAPÍTULO II

MEDIOS DE DEFENSA

Artículo 76.- Los particulares que resulten afectados en su interés jurídico con los actos de autoridad emitidos con base en esta Ley, podrán interponer el juicio respectivo ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado o en su caso ante el Tribunal de Justicia Administrativa Municipal.

CAPÍTULO III

DE LAS INFRACCIONES, 

DELITOS Y SANCIONES

Artículo 77.- Las conductas de los servidores públicos que impliquen el incumplimiento a los preceptos establecidos en la presente Ley, dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Cuando las infracciones a la presente Ley impliquen la posible comisión de una conducta sancionada en los términos de la legislación civil, penal o de cualquier otra naturaleza, las dependencias y entidades lo harán del conocimiento de las autoridades competentes.

Artículo 76.- Los archivos, documentos, mensajes de datos, comunicaciones electrónicas e información regulados por esta Ley tendrán el carácter de documento público o privado, según corresponda a su emisor, para los efectos establecidos en el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás Leyes que sancionen en la vía administrativa o penal la utilización de archivos o documentos apócrifos, falsos o alterados. Las personas que hagan uso indebido de los sistemas que esta Ley regula o de los archivos, documentos, mensajes de datos, comunicaciones o información que de ellos deriven, se harán acreedores a las consecuencias legales que correspondan.

La utilización de medios electrónicos proporcionando datos o información a una autoridad pública en ejercicio de sus funciones, afirmando una falsedad o negando la verdad en todo o en parte, se sancionará en los términos establecidos en el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.

T R A N S I T O R I O S

Primero.- La presente Ley entrará en vigor a los ciento veinte días naturales siguientes al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, con las modalidades que establecen los artículos siguientes.

Segundo.- Las menciones contenidas en otras disposiciones legales respecto de la Firma Electrónica Avanzada o Certificada, se entenderán referidas a la Firma Electrónica en los términos de esta Ley.

Tercero.- Los procedimientos electrónicos existentes a la entrada en vigor de la presente Ley, a cargo de los sujetos obligados, se continuarán desarrollando en la forma prevista en las disposiciones legales aplicables hasta en tanto se adecuan al contenido de esta Ley.

Cuarto.- Los particulares podrán interponer el recurso procedente de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza hasta en tanto se encuentre en funcionamiento el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado.

Quinto.- Las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal deberán dar a conocer, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, mediante su portal de internet, los trámites y servicios que podrán realizarse a través de medios electrónicos y mediante la generación de la Firma Electrónica, de conformidad con lo establecido en este ordenamiento y en la Ley de Mejora Regulatoria en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Sexto.- Las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo del Estado, deberán remitir a la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, a más tardar en la fecha de entrada en vigor de esta Ley, su programa de instrumentación para el uso de la Firma Electrónica, en el que se contemplen los distintos actos en los que sea o no factible el uso de la Firma Electrónica, con objeto de que ésta emita, cuando corresponda, el dictamen que determine la gradualidad requerida para que la dependencia o entidad respectiva esté en posibilidad de instrumentar el uso de la Firma Electrónica en los actos que le competen. La Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas podrá proporcionar el apoyo que soliciten las dependencias y entidades para la instrumentación del referido programa.

Séptimo.- En un plazo no mayor de tres meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se deberá de conformar el Comité Interinstitucional de Gobierno Electrónico del Estado de Coahuila de Zaragoza, el cual deberá emitir sus reglas de operación dentro de los sesenta días naturales siguientes a su conformación.

Octavo.- Se derogan todas aquellas disposiciones legales y administrativas que se opongan a lo previsto en la presente Ley.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Ciencia y Tecnología de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller,  Dip. Luisa Ivone Gallegos Dip. Jesús de León Tello Martínez, Dip. Yolanda Ola Acuña Contreras (Coordinadora), Dip. Javier Díaz González,  Dip. Verónica Martínez García, Dip. Leonel Contreras Pámanes. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de enero de 2016.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa de Decreto por la que se expide la Ley que crea el Organismo Público Descentralizado de la Administración Municipal Denominado “Dirección de Pensiones y Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Municipio de Torreón, Coahuila, remitida a este  Congreso por el Lic. Jorge Luis Moran Delgado, Secretario del R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por instrucciones del Pleno del Congreso el día 07 de Enero del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, iniciativa de Decreto por la que se expide la Ley que crea el Organismo Público Descentralizado de la Administración Municipal Denominado “Dirección de Pensiones y Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Municipio de Torreón, Coahuila, remitida a este Congreso por el Lic. Jorge Luis Moran Delgado, Secretario del R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 105, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de Decreto por la que se expide la Ley que crea el Organismo Público Descentralizado de la Administración Municipal Denominado “Dirección de Pensiones y Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Municipio de Torreón, Coahuila, remitida a este Congreso por el Lic. Jorge Luis Moran Delgado, Secretario del R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La Seguridad Social, es una de las grandes conquistas en materia de Derechos Humanos del siglo XX; uno de sus principales retos en la actualidad, es otorgar las prestaciones de retiro a los trabajadores al cumplir una edad y antigüedad determinada, priorizando que las cantidades que reciban sean suficientes para su sustento y acorde a las prestaciones que venían devengando durante su vida laboral; pero también, proyectar que las aportaciones que realicen los trabajadores en activo, y sus respectivos patrones, sean financieramente sustentables; considerando que los descuentos realizados, no priven en el presente al trabajador de cubrir sus necesidades básicas; pero que tampoco sean tan escasas, que impidan al trabajador en el futuro percibir una pensión digna. 

En ese sentido, y con el antecedente de la Ley para la Implementación del Sistema de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza impulsada por el Gobernador del Estado, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez; el R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza, se dio a la tarea de realizar los estudios actuaria les necesarios, de cuya investigación se arrojó, un proyecto de tablas, valores y porcentajes para determinar las aportaciones y montos de las pensiones; acordes a una serie de distintos factores multidisciplinarios a considerar en la actualidad, y proyectándolos hacia el futuro. 

Así pues, la Ley de Pensiones del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza; contempla de manera detallada los haberes a los que tendrán derecho los trabajadores y sus beneficiarios, en razón de su retiro por antigüedad, edad avanzada, muerte o incapacidad del trabajador, entre otros. 

Lo anterior, con la finalidad de otorgar a los trabajadores municipales, las garantías sociales que perciben los trabajadores al servicio de los particulares, de la Federación o del Estado. Bajo reglas establecidas que apliquen de manera general a quienes cumplan los requisitos para su retiro, que ofrezca certeza jurídica al empleado y al Municipio, en su calidad de patrón, bajo esquemas financieros mejor proyectados y previsibles. 

TERCERO.- Con la finalidad de que los municipios cuenten con administraciones transparentes, eficaces y que estén constantemente trabajando en el perfeccionamiento de sus prácticas administrativas y su capacidad de gestión, es necesario que mediante los ordenamientos jurídicos correspondientes, se garanticen los esquemas de seguridad y previsión social.

Es por ello, que coincidimos quienes aquí dictaminamos, con la necesidad de emprender acciones encaminadas a reformar los criterios de financiamiento y la estructura de beneficios, a fin de avanzar hacia modelos integrados, equitativos y financieramente sostenibles, que garanticen a los trabajadores un sistema de seguridad social que cuente con sustentabilidad financiera, certeza jurídica, transparencia y eficacia, siendo éste el nuevo régimen legal que sustente los sistemas de pensiones.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ÚNICO.- Se crea la Ley del Organismo Público Descentralizado de la Administración Municipal Denominado “Dirección de Pensiones y Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Municipio de Torreón, Coahuila.
CAPÍTULO PRIMERO
DENOMINACIÓN Y OBJETO

ARTÍCULO 1.- Se crea el Organismo Público Descentralizado de la Administración Municipal, denominado “Dirección de Pensiones y Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza” con personalidad jurídica y patrimonio propio. 

Esta Ley es de orden público, observancia obligatoria y tiene por objeto regular la organización, funcionamiento y beneficios otorgados por el Organismo.

ARTÍCULO 2.- El Organismo tendrá por objeto la prestación de los beneficios y servicios sociales señalados en esta Ley, a favor de las personas que se establecen en este Ordenamiento

ARTÍCULO 3.- Para el cumplimiento de su objeto el Organismo podrá celebrar toda clase de actos y contratos orientados a la realización de su fin social, así como defender sus derechos ante los Tribunales o fuera de ellos, ejercitando en su caso las acciones judiciales que correspondan.

ARTÍCULO 4.- Los beneficios y servicios sociales establecidos en esta Ley se concederán:

I.- A los Trabajadores al servicio del Ayuntamiento de Torreón;

II.- A los Trabajadores de los Organismos Descentralizados o desconcentrados de la Administración Municipal que por ley sean incorporados a su régimen.

III.- A los Pensionados y Jubilados

IV.- A los Beneficiarios tanto de los trabajadores como de los pensionados y jubilados.

No serán sujetos a los beneficios que se establecen en esta Ley, aquellas personas que perciban emolumentos mediante recibo de honorarios, por contrato de obra, mediante interinatos o a quienes el Ayuntamiento de Torreón pague cuotas para el pago de pensiones a otra institución diversa de la Dirección de Pensiones.

El patrón tiene la obligación de registrar e inscribir a los trabajadores en la Dirección de Pensiones, comunicar sus altas y bajas, las modificaciones de su salario y los demás datos, dentro de plazos no mayores de 5 (cinco) días hábiles.

ARTÍCULO 5.- Para los efectos de esta Ley se entiende:

I.- Por patrón, el Ayuntamiento de Torreón, sus órganos centralizados, descentralizados y desconcentrados.

II.- Por trabajador, toda persona física que presta un servicio físico o intelectual al municipio, en virtud de nombramiento expedido o por figurar en la nómina de pago de sueldos.

III.- Por Trabajador de Confianza, En general, los Directores, Subdirectores, Administradores, Jefes de Departamento, Coordinadores, Encargados, cualquiera que sea su denominación, así como los vigilantes, Secretarios Particulares, el Auditor Interno.

Son funciones de confianza: las de dirección, inspección, vigilancia, auditoría, fiscalización, asesoría, manejo de fondos o valores, control directo de adquisiciones, procuración y administración de justicia, protección civil, así como las que se relacionen con la representación directa de los titulares de las instituciones públicas o dependencias, con el manejo de recursos, las que realicen los auxiliares directos, asesores, secretarios particulares y adjuntos, choferes, secretarias y demás personal operativo que les sean asignados directamente a los servidores públicos de confianza o de elección popular.

IV.- Por Dirección de Pensiones, a la Dirección de Pensiones y Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza.
V.- Por pensionado, toda persona que habiendo cumplido los requisitos señalados en esta Ley, tenga derecho a una pensión y se retire del servicio, para gozar de los mismos.

VI.- Por beneficiarios, a la persona o personas que por disposición de esta Ley se les reconozca tal carácter para disfrutar de los beneficios concedidos en la misma ante la ausencia del titular del derecho, de acuerdo con lo establecido en el artículo 62 de esta Ley.

VII. Por sueldo de cotización, el que sirve para el cálculo de las cuotas y aportaciones a la Dirección de Pensiones que se integrará sobre la base del sueldo nominal (clave 01 o la que las sustituyan) del trabajador, más el sobresueldo (Compensación o Clave 07 y  Clave 10, ), o las que las sustituyan. y el quinquenio, excluyéndose cualquier otra prestación que el trabajador perciba con motivo de su trabajo. 

      Si el trabajador desempeña varios puestos que devengan diversos sueldos, estos se acumularán para integrar el sueldo de cotización.

Este sueldo en ningún caso podrá ser menor que el salario mínimo ni mayor a 15 salarios mínimos generales diarios, vigentes en la capital del Estado.
 

VIII. Por sueldo regulador, el promedio ponderado de los sueldos de cotización de toda la vida activa del trabajador, previa actualización con el Índice Nacional de Precios al Consumidor. Este no podrá ser superior al último salario sueldo neto que hubiera recibido el trabajador en activo.

Si el servidor público desempeña varios puestos que devengan diversos salarios, se promediarán éstos, sumándolos entre sí y dividiéndolos entre el número de trabajos para calcular el salario regulador, con la condición de que el patrón aporte al fondo en cada uno de ellos la cuota equivalente.

IX. Por aportación, al monto que deben cubrir a la Dirección de Pensiones el patrón, equivalente a un porcentaje determinado del sueldo de cotización.

X.  Por cuota, al monto que debe cubrir a la Dirección de Pensiones el trabajador, equivalente a un porcentaje determinado de su sueldo de cotización.

XI.
Por año de servicio, el tiempo efectivo de doce meses en el que el trabajador presta su servicio al patrón, considerando su fecha de inicio de labores en el Municipio y que efectivamente haya cotizado en la Dirección.


Toda fracción de más de seis meses, se considerará un año completo de servicios.

CAPÍTULO SEGUNDO

DEL PATRIMONIO DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES

ARTÍCULO 6.- El Patrimonio de la Dirección de Pensiones se constituirá de la siguiente manera:

I.- Con el capital inicial del Ayuntamiento de Torreón para iniciar sus operaciones.

II.- Con la aportación obligatoria del Ayuntamiento de Torreón, equivalente al 14.00% del sueldo de cotización de los trabajadores.

III.- Con la cuota obligatoria de los trabajadores de una cantidad equivalente al 14.00% del sueldo de cotización que perciban.

IV.- Con los intereses, rentas y demás utilidades que se obtengan de la inversión o préstamos de acuerdo a este ordenamiento de las cuotas y aportaciones a que se refiere las fracciones anteriores.

V.- Con los bienes muebles e inmuebles que los Gobiernos Federal, Estatal y Municipal, Instituciones Públicas o Privadas y los particulares donen a favor de la Dirección de Pensiones.

VI.- Con los subsidios y aportaciones periódicas o eventuales hechas a su favor por los Gobiernos Federal, Estatal o Municipal o de Instituciones Públicas o Privadas o de Particulares.

VII.- Con todos los demás bienes que adquiera por cualquier medio legal.

Las cuotas y aportaciones, deberán ser validadas actuarialmente de manera que exista equilibrio entre los ingresos y egresos futuros del Patrimonio de la Dirección de Pensiones.

Las valuaciones actuariales deberán realizarse al menos una vez cada 3 años.

ARTÍCULO 7.- En ningún caso, ninguna persona ni autoridad podrá disponer de los bienes, derechos y fondos pertenecientes al Patrimonio de la Dirección de Pensiones, ni a título de préstamo reiterable al Ayuntamiento de Torreón, aun cuando se pretenda el pago de intereses o renta, pues solo estarán afectos a la prestación de los beneficios sociales previstos en esta Ley.

ARTÍCULO 8.- Los trabajadores no adquirirán derecho alguno, ni individual ni colectivo, sobre el Patrimonio de la Dirección de Pensiones, sino exclusivamente el de gozar de los beneficios establecidos en este Ordenamiento.

ARTÍCULO 9.- Queda prohibido a los integrantes de la Dirección de Pensiones, otorgar fianza o aval que graven el Patrimonio de la Dirección de Pensiones.

ARTÍCULO 10.- Todo acto, contrato o documento que implique obligación o derecho inmediato o eventual para la Dirección de Pensiones, deberá ser registrado en su contabilidad.

ARTÍCULO 11.- El Patrimonio de la Dirección de Pensiones será administrado por una institución bancaria, con la que el Consejo Directivo celebrará un contrato de fideicomiso, en cuyo clausulado será obligación consignar que la Institución Fiduciaria únicamente cubrirá las cantidades amparadas mediante la orden de pago que en lo relativo formulen el Presidente o el Tesorero del Consejo por concepto de beneficios que se establecen en este ordenamiento. En la orden de pago será obligación de los integrantes del Consejo, remitir copia certificada del acta de la sesión correspondiente en la que se hubiese concedido el beneficio de que se trate.

ARTÍCULO 12.- La Tesorería del Ayuntamiento de Torreón y los Organismos Descentralizados o Desconcentrados tienen la obligación de consignar a la Institución Fiduciaria las cuotas que por aportación le correspondan al Ayuntamiento y a los trabajadores en los términos de las fracciones II y III del Artículo 6, de esta Ley.

La Tesorería Municipal y los Organismos Descentralizados o Desconcentrados deberán enterar las cuotas y aportaciones a que se refiere el párrafo anterior dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se pague la nómina al trabajador. En caso contrario, deberá cubrir un interés similar a la tasa líder que tenga establecida la Institución Fiduciaria más un punto porcentual mensual por el tiempo que persista el adeudo.

El cumplimiento del entero de las cuotas y aportaciones a que se refiere este artículo deberá estar garantizado con las participaciones que reciba el Municipio.

El propio Tesorero Municipal remitirá a la Dirección de Pensiones el documento justificativo de las aportaciones, conjuntamente con una relación de los trabajadores a cuyo favor se hubiesen hecho.

ARTÍCULO 13.- En caso de que el Ayuntamiento interrumpiera las aportaciones a su cargo, el derechohabiente o sus beneficiarios tendrán derecho a exigir que la Dirección de Pensiones solicite que el Ayuntamiento aporte las cuotas omitidas.

CAPÍTULO TERCERO

DE LOS ORGANOS DE ADMINISTRACIÓN Y DIRECCIÓN

ARTÍCULO 14.- El Consejo Directivo se integrará de la siguiente manera:

I.- Por un Presidente, que será el Presidente Municipal o la persona que él designe como sustituto, siempre y cuando sea miembro del Cabildo;

II.- Por un Secretario, que será nombrado por el Ayuntamiento de Torreón a propuesta del Presidente del Consejo;

III.- Por un Tesorero que será nombrado por el Ayuntamiento de Torreón, a propuesta del Presidente del Consejo;

IV.- Por vocales que serán:

a) Dos representantes de los organismos sindicales, elegidos entre ellos.

b) Dos representantes de los trabajadores, funcionarios o empleados no sindicalizados.

Los vocales suplentes serán designados en el mismo tiempo y formas en que lo sean los propietarios.

ARTÍCULO 15.- El Consejo Directivo de la Dirección de Pensiones se renovará en concordancia con el periodo Constitucional del Ayuntamiento del Municipio de Torreón.

ARTÍCULO 16.- El Consejo Directivo tendrá las siguientes facultades y obligaciones:

I.- Cumplir y hacer cumplir con exactitud las disposiciones de esta Ley;

II.- Conocer y aprobar, en su caso, el presupuesto anual de ingresos y egresos que le presente el Director General;

III.- Examinar y, en su caso, aprobar los estados financieros mensuales y los informes generales y especiales que le presente el Director General, así como disponer dentro de los dos primeros meses del año la publicación en la Página de la Entidad, de los estados financieros correspondientes al Ejercicio anterior;

IV.- Vigilar el ejercicio del presupuesto anual de ingresos y egresos mediante la práctica de las auditorías internas y externas que sean necesarias;

V.- Otorgar al Director General de la Dirección de Pensiones, Poder General para pleitos y cobranzas, actos de administración y actos de dominio;

VI.- Otorgar Poderes Especiales o Generales a las personas que juzgue conveniente;

VII.- Nombrar o remover al personal de la Dirección de Pensiones, estudiar y, en su caso, aprobar los tabuladores y prestaciones correspondientes;

VIII.- Vigilar la oportuna concentración de cuotas y demás recursos que ingresen al Patrimonio de la Dirección de Pensiones;

IX. – Elaborar y someter a consideración del H. Cabildo, los reglamentos internos de la Dirección de Pensiones, para su aprobación

X.- Vigilar las operaciones de inversión que se realicen con recursos patrimoniales de la Dirección de Pensiones;

XI.- Vigilar que el otorgamiento de créditos quirografarios se realice de acuerdo con el reglamento respectivo;

XII.- Tomar en cuenta las recomendaciones del estudio actuarial a fin de proponer al Cabildo las reformas para la elaboración de iniciativas y su posterior presentación al Congreso del Estado;
XIII.- En general, realizar todos aquellos actos y operaciones autorizadas por esta Ley y los que fuesen necesarios para un mejor funcionamiento de la Dirección de Pensiones;

ARTÍCULO 17.- El Consejo Directivo celebrará, por lo menos, una sesión ordinaria cada mes y las extraordinarias que sean necesarias para la eficaz marcha de la Dirección de Pensiones, debiéndose convocar a ellas, cuando menos, con 24 horas de anticipación.

ARTÍCULO 18.- Las sesiones del consejo serán válidas cuando el quórum se integre con la mitad más uno de sus miembros, debiendo figurar en todo caso el Presidente, Secretario o sus sustitutos y un vocal.

ARTÍCULO 19.- Las votaciones para los acuerdos del Consejo se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad.

ARTÍCULO 20.- Las actas de las sesiones del Consejo se consignarán en un libro destinado especialmente para ese objeto, el cual estará bajo la custodia y conservación del Secretario.

ARTÍCULO 21.- El Presidente del Consejo Directivo tendrá las atribuciones siguientes:

I.- Convocar a los miembros del Consejo y al Director General a las sesiones ordinarias y extraordinarias conforme al Orden del Día que para ese efecto elabore;

II.- Presidir y dirigir las sesiones del Consejo y declarar resueltos los asuntos en el sentido de las votaciones;

III.- Proponer al Ayuntamiento la designación o remoción del Secretario y Tesorero del Consejo Directivo;

IV.- Autorizar, en unión del Secretario, las Actas que se levanten de las sesiones ordinarias y extraordinarias que celebre el Consejo;

V.- Supervisar las actividades que la Dirección General realice directamente o por medio de sus dependencias;

VI.- Resolver bajo su inmediata y directa responsabilidad los asuntos que debiendo ser conocidos por el Consejo, no admitan demora dada su urgencia, dando cuenta de ello al Consejo de la decisión tomada para su revocación, modificación o confirmación, en su caso. 

ARTÍCULO 22.- El Secretario del Consejo Directivo tendrá las atribuciones siguientes:

l.- Comunicar a los demás miembros del Consejo y al Director General las convocatorias para las sesiones ordinarias y extraordinarias.

II.- Tomar las votaciones de los miembros presentes en cada sesión;

III.- Levantar y autorizar con sus firmas las actas correspondientes a las Sesiones Ordinarias y Extraordinarias que celebre el Consejo;

IV.- Llevar el control de la correspondencia y someterla a la firma del Presidente del Consejo;

V.- Los demás que determinen esta Ley y los que en adición a los anteriores les sean expresamente señalados por el Presidente del consejo y por el Reglamento Interior de la Dirección de Pensiones.

ARTÍCULO 23.- Las faltas temporales del Secretario serán suplidas por la persona que designe el Presidente del Consejo.

ARTÍCULO 24.- El Tesorero del Consejo Directivo tendrá las atribuciones siguientes

I.-  Preparar, de acuerdo con el Director General, el presupuesto anual de ingresos y de egresos para ser sometido a la consideración y aprobación, en su caso, del Consejo Directivo;

II.- Preparar, de acuerdo con el Director General, estados financieros mensuales y los informes generales y especiales, para su examen y aprobación, en su caso, por parte del Consejo;

III.- Revisar los movimientos de ingresos y egresos que se efectúen;

IV.- Rendir mensualmente ante el Consejo un informe de los beneficios otorgados con especificación de los montos que en forma periódica o de préstamos se haya entregado:

V.- Firmar conjuntamente con el Presidente del Consejo o con el Director General las órdenes de pago que procedan;

VI.- Autorizar, en conjunto con el Director General de la Dirección de Pensiones, los préstamos quirografarios de acuerdo con el reglamento respectivo; y

VII.- Los demás que determine esta Ley y los que en adición a los anteriores, le sean expresamente señalados por el Presidente del Consejo y por el Reglamento Interior de la Dirección de Pensiones.

ARTÍCULO 25.- Las faltas temporales del Tesorero serán suplidas por la persona que designe el Presidente del Consejo.

ARTÍCULO 26.- El Reglamento Interior de la Dirección de Pensiones señalará las atribuciones específicas de los vocales.

Las faltas temporales de los vocales serán cubiertas por su respectivo suplente.

CAPÍTULO CUARTO

DEL DIRECTOR GENERAL

ARTÍCULO 27.- El Director General de la Dirección de Pensiones será designado y removido, libremente por el Presidente Municipal.

ARTÍCULO 28.- El Director General tendrá las siguientes facultades y obligaciones:

I.- Representar legalmente a la Dirección de Pensiones y dirigir la marcha ordinaria de la misma;

II.- Ejecutar los acuerdos del Consejo Directivo;

III.- Dirigir, administrar y supervisar en todos sus aspectos los asuntos de la competencia de la Dirección de Pensiones;

IV- Preparar conjuntamente con el Tesorero del Consejo, los estados financieros mensuales, los informes generales y especiales para su examen y aprobación, en su caso, por parte del Consejo.

V.- Firmar conjuntamente con el Presidente o Tesorero del Consejo las órdenes de pago que procedan;

VI.- Autorizar, en conjunto con el Tesorero del Consejo, los préstamos quirografarios de acuerdo con el reglamento respectivo;

VII.- Rendir informe al Consejo del estado que guardan los préstamos a los trabajadores afiliados a los trabajadores afiliados a la Dirección de Pensiones, separado de las demás prestaciones que otorga esta Ley;

VIII.- Rendir informe al Consejo de los resultados del estudio actuarial y proponer cambios al Sistema  de conformidad a las y/o recomendaciones emitidas por dicho estudio;

IX.- Representar a la Dirección de Pensiones como mandatario general en los términos acordados por el Consejo Directivo;

X.- Elaborar el proyecto del Reglamento Interior de la Dirección de Pensiones someterlo a la consideración y aprobación, en su caso, del Consejo Directivo;

XI.- Concurrir a las Sesiones del Consejo con voz informativa pero sin voto;

XII.- Estructurar y organizar las Dependencias de la Dirección de Pensiones y asignar las funciones del personal adscrito a los mismos, de acuerdo al presupuesto establecido en esta Ley;

XIII.- Seleccionar al personal de la Dirección de Pensiones y elaborar los tabuladores y prestaciones correspondientes, sometiéndolas a la consideración del Consejo Directivo, para su aprobación;

XIV.- Proponer al Consejo Directivo las medidas que considere convenientes para el mejor funcionamiento de la Dirección de Pensiones;

XV.- Decidir directa e inmediata responsabilidad sobre los asuntos que debiendo ser conocidos por el Presidente o por el Consejo Directivo, no admitan demora dada su urgencia, debiendo informar al Presidente o al Consejo, según el caso, de la decisión tomada durante la siguiente Sesión Ordinaria o Extraordinaria que celebre el Consejo Directivo para su revocación, modificación o confirmación, en su caso;

XVI.- Rendir al Consejo Directivo en el mes de Mayo de cada año un informe general de las actividades de la Dirección de Pensiones en el año anterior, acompañándolo de los estados financieros que procedan;

XVII.- En general realizar todos aquellos actos y operaciones autorizados por esta Ley y los que en adición a los anteriores les sean asignados por el propio Consejo Directivo.

ARTÍCULO 29.- El Director General de la Dirección de Pensiones no podrá vender, ceder, enajenar o gravar los bienes inmuebles que formen el Patrimonio de la Dirección de Pensiones, a menos que sea autorizado expresamente para ello por el Consejo Directivo.

CAPÍTULO QUINTO

RELACIONES DE TRABAJO

ARTÍCULO 30.- Las relaciones jurídicas de trabajo entre la Dirección de Pensiones y su personal, se regirán por las disposiciones de su Reglamento Interior, y en todo lo no previsto por éste, por lo dispuesto en la Ley Federal del Trabajo. 

ARTÍCULO 31.- Por la naturaleza de las funciones de la Dirección de Pensiones, son trabajadores de confianza todas las personas que presten sus servicios a la Dirección, en virtud de nombramiento expedido o por figurar en la nómina de pago de sueldos de éste.
CAPÍTULO SEXTO

EXENCIÓN DE IMPUESTOS Y OTROS BENEFICIOS

ARTÍCULO 32.- Los bienes que integran el Patrimonio de la Dirección de Pensiones, así como los actos y contratos que celebre para el cumplimiento de sus fines, estarán exentos de toda clase de gravámenes municipales.

ARTÍCULO 33.- No se aplicarán las exenciones a que se refiere el artículo anterior en los supuestos consignados por el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTÍCULO 34.- La Dirección de Pensiones prevista en este Ordenamiento se considera de acreditada solvencia para todos los efectos legales y no estará obligado a otorgar o constituir fianzas de depósito.

CAPÍTULO SÉPTIMO

DE LOS DISTINTOS BENEFICIOS QUE CONCEDE

ESTA LEY Y FORMAS DE ADQUIRIRLOS

ARTICULO 35.- Los beneficios que otorga la presente Ley son los siguientes:

I.- Pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio;

II.- Pensión por Vejez;

III.- Pensión Anticipada por Retiro;

IV.- Pensión por Incapacidad por Causas Ajenas al Servicio;

V.- Pensión por Incapacidad por Riesgos de Trabajo;

VI.- Pensión por Muerte por Causas de Trabajo;

VII.- Pensión por Muerte por Causas Ajenas al Trabajo;

VIII.- Pago único de Gastos de Funeral;

IX.- Préstamos quirografarios a corto plazo; y

X.- Créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria.

Los anteriores beneficios serán concedidos en la medida en que así lo permita la situación financiera de la Dirección dando preferencia a las pensiones.

ARTÍCULO 36.- El derecho a la pensión es imprescriptible. Las pensiones caídas, las indemnizaciones globales y cualquier prestación en dinero a cargo de la Dirección, que no se reclamen dentro de los dos años siguientes a la fecha en que hubieren sido exigibles, prescribirán a favor de la Dirección.

CAPÍTULO OCTAVO

DE LAS PENSIONES POR RETIRO

ARTICULO 37.- La pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio, se concederá al trabajador que cumpla cuando menos 30 años de servicio y un mínimo de 65 años de edad.

El monto de la pensión en este caso será del 100% del sueldo regulador.

ARTICULO 38.- La pensión por vejez se concederá al trabajador que haya cumplido cuando menos 65 años de edad, un mínimo de 15 años de servicio.

El monto de la pensión por vejez será de un porcentaje del sueldo regulador, de acuerdo con la antigüedad al momento del retiro conforme a la siguiente tabla: 

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	55.00%

58.00%

61.00%

64.00%

67.00%

70.00%

73.00%

76.00%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	79.00%

82.00%

85.00%

88.00%

91.00%

94.00%

97.00%

100.00%


ARTÍCULO 39.- El trabajador que cuente con al menos 15 años de servicio, podrá optar por una pensión anticipada por retiro a partir de los 60 años de edad, el monto de esta pensión se reducirá un 5% por cada año que le falte para cumplir 65 años, con respecto al beneficio que le hubiere correspondido en la pensión de vejez, establecida en el artículo anterior.

ARTICULO 40.- Las pensiones a que se refiere este capítulo serán vitalicias, con transmisión a beneficiarios de acuerdo con lo establecido en el capítulo décimo de esta Ley.

ARTICULO 41.- El monto de las pensiones por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez y anticipada por retiro, aumentarán anualmente en el mes de febrero, en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

CAPÍTULO NOVENO

PENSIÓN POR INHABILITACIÓN FISICA O MENTAL

ARTÍCULO 42.- Para los efectos de esta Ley, se entenderán como riesgos de trabajo los accidentes y enfermedades a que se encuentran expuestos los trabajadores en el ejercicio o con motivo del trabajo.

ARTÍCULO 43.- Se considerarán, para efectos de esta Ley, accidentes de trabajo a toda lesión orgánica o perturbación funcional, inmediata o posterior, o la muerte producida repentinamente en el ejercicio o con motivo del trabajo cualquiera que sea el lugar y el tiempo en que se preste; así como aquellos que ocurran al trabajador al trasladarse directamente de su domicilio al lugar de trabajo, o viceversa.

ARTÍCULO 44.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá como incapacidad permanente total a la pérdida de facultades o aptitudes de un trabajador que lo imposibilita para desempeñar sus actividades por el resto de su vida.

ARTÍCULO 45.- No se considerarán riesgos de trabajo:

I. Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador en estado de embriaguez.

II. Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador bajo la acción de algún narcótico o droga enervante, salvo que exista prescripción médica y que el trabajador hubiese puesto el hecho en conocimiento del jefe inmediato, presentándole la prescripción suscrita por el médico.

III. Si el trabajador se ocasiona intencionalmente una lesión por sí mismo o de acuerdo con otra persona.

IV. Los que sean resultado de un intento de suicidio o efecto de una riña en que hubiere participado el trabajador u originados por algún delito cometido por éste, y

V. Cuando la incapacidad tenga su origen en actividades ajenas a las encomendadas al trabajador por la entidad de su adscripción.

ARTÍCULO 46.- El trabajador que se inhabilite física o mentalmente por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo, en forma total y permanente, y cuente con al menos 5 años de servicio, tendrá derecho a recibir una pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio. 

ARTÍCULO 47.- El trabajador que se inhabilite física o mentalmente por causas de trabajo, en forma total y permanente con al menos 3 años de servicio, tendrá derecho a recibir una pensión por incapacidad por riesgos de trabajo.

ARTÍCULO 48.- No habrá derecho a la pensión por incapacidad por riesgos de trabajo o incapacidad por causas ajenas al trabajo cuando la persona inhabilitada pueda desempeñar algún puesto o trabajo diferente al que venía ejecutando, pues en este caso se le instalará en proporción a sus aptitudes.

ARTÍCULO 49.- A efecto de establecer la inhabilitación total y permanente del trabajador, se tomará en consideración el dictamen del médico del ISSSTE, de la especialidad de que se trate. Si el afectado o la Dirección de Pensiones estén en desacuerdo con el dictamen del ISSSTE, él o sus representantes podrán designar médicos particulares para que dictaminen. 

En caso de no coincidir ambos dictámenes, la Dirección de Pensiones propondrá al afectado una terna de especialistas, de reconocido prestigio profesional, para que elija uno de entre ellos, el cual dictaminará el caso en forma definitiva, y una vez hecha por el afectado la elección del tercero en discordia, el dictamen de éste será inapelable y por tanto obligatorio para el interesado y para la Dirección de Pensiones.

ARTÍCULO 50.- El monto de la pensión por incapacidad total por causas ajenas al servicio será de un porcentaje, dependiendo de la antigüedad al momento del siniestro, del sueldo regulador, conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20
	50.00%

51.00%

52.00%

53.00%

54.00%

55.00%

58.00%

61.00%

64.00%

67.00%

70.00%
	21

22

23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	73.00%

76.00%

79.00%

82.00%

85.00%

88.00%

91.00%

94.00%

97.00%

100.00%


Toda fracción de más de seis meses de servicio se considerará como año completo

ARTÍCULO 51.- La pensión por incapacidad por riesgos de trabajo será del 100% del sueldo regulador. 

ARTÍCULO 52.- El monto de la pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo aumentará anualmente, en el mes de Febrero, en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

ARTÍCULO 53.- Las pensiones a que se refiere este capítulo serán vitalicias, con transmisión a beneficiarios de acuerdo con lo establecido en capítulo décimo de esta Ley.

ARTÍCULO 54.- La pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo será revocada cuando el trabajador recupere su capacidad de servicio.

En tal caso el Patrón tendrá obligación de restituirlo al empleo si de nuevo es apto para el mismo, o en caso contrario, asignarle un trabajo que pueda desempeñar, debiendo ser, cuando menos, de un sueldo y categoría equivalente a los que disfrutaba al acontecer la incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo.

Si el servidor público no fuese restituido a su empleo o no se le asignara otro en los términos del párrafo anterior por causa imputable al patrón, seguirá percibiendo el importe de la pensión.

ARTÍCULO 55.- No se concederá la pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo:

I. Cuando el estado de incapacidad sea consecuencia de un acto intencional del trabajador u originado por algún delito cometido por él mismo.

II. Cuando el estado de incapacidad sea anterior a la fecha de alta del trabajador en servicio.

ARTÍCULO 56.- Será facultad de la Dirección de Pensiones constatar periódicamente la incapacidad del trabajador.

CAPÍTULO DÉCIMO

PRESTACIÓN POR MUERTE DEL TRABAJADOR

ARTÍCULO 57.- Los beneficiarios del trabajador activo o pensionado tendrán derecho a percibir una ayuda para gastos de funerales equivalente a 2 veces el salario mínimo mensual vigente en la capital del Estado contra la presentación del acta de defunción.

ARTÍCULO 58.- Los beneficiarios del trabajador activo tendrán derecho a percibir un pago por fallecimiento equivalente a 12 meses del salario mínimo general vigente, el cual será duplicado si el fallecimiento fue ocasionado por un accidente independiente de la voluntad del trabajador o de un tercero. Este pago se realizará de acuerdo a la posibilidad de la Dirección de Pensiones, en un plazo máximo de un mes contado a partir de la fecha del deceso.

ARTÍCULO 59.- Los beneficiarios de un pensionado por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez, anticipada por retiro, incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo fallecido, tendrán derecho a recibir una pensión equivalente al 90% de la pensión que venía recibiendo el titular por el tiempo establecido en este capítulo.

ARTÍCULO 60.- Si el trabajador activo, con al menos 3 años de servicio y cotización, fallece por causas de trabajo, los beneficiarios tendrán derecho a percibir una pensión por muerte por causas de trabajo. El monto de esta pensión será del 100% del sueldo regulador definido en el artículo 5 fracción VII de esta Ley.
ARTÍCULO 61.- Si el trabajador activo muere por causas ajenas al trabajo, cuenta con más de 5 años de servicio, los beneficiarios tendrán derecho a percibir una pensión por muerte por causas ajenas al trabajo. El monto de esta pensión será de un porcentaje del sueldo regulador dependiendo de la antigüedad al momento del siniestro, y se concederá conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20
	36.00%

38.70%

41.40%

44.10%

46.80%

49.50%

52.20%

54.90%

57.60%

60.30%

63.00%
	21

22

23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	65.70%

68.40%

71.10%

73.80%

76.50%

79.20%

81.90%

84.60%

87.30%

90.00%


ARTÍCULO 62.- Las pensiones descritas en los artículos 59, 60 y 61 de esta Ley aumentarán anualmente en el mes de febrero en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

ARTÍCULO 63.- Las prestaciones que en este capítulo se conceden a los beneficiarios, se otorgarán en el siguiente orden:

I.- El cónyuge supérstite e hijos menores de 18 años ó de hasta 25 años en caso de que acrediten estar estudiando, acordes a su edad, o incapaces durante el tiempo que dure la incapacidad; 

II.- A falta de cónyuge, la persona con quien haya vivido en concubinato siempre que el trabajador o pensionado hubiera tenido hijos o vivido en su compañía durante el tiempo que señale el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Si al morir el trabajador o pensionado, tuviere varias concubinas, ninguna tendrá derecho a pensión; y 

III.- A falta de cónyuge, hijos o concubinario, la pensión por muerte se entregará a los ascendientes del trabajador, por grado sucesivo, en caso de que hubieran dependido económicamente del trabajador o pensionado.

La pensión a que tengan derecho los beneficiarios se otorgará en partes iguales y el pago será retroactivo a la fecha del deceso del trabajador o pensionado.

Cuando fuesen varios los beneficiarios de una pensión y alguno de ellos perdiese el derecho, la parte que le corresponda será repartida proporcionalmente entre los restantes.

ARTÍCULO 64.- Si otorgada una pensión aparecen otros beneficiarios con derecho a la misma, se suspenderá el pago, hasta que se acredite el pago a quien en derecho proceda, debiéndose cubrir en forma retroactiva hasta el momento de la suspensión, sin que el nuevo beneficiario tenga derecho a reclamar el pago de las cantidades cobradas por los primeros.

En caso de que dos o más beneficiarios reclamen el derecho a la pensión como cónyuge supérstite, se suspenderá el trámite y se estará a la resolución judicial que corresponda, sin perjuicio de continuar el trámite por lo que respecta a los hijos, otorgándose a éstos el porcentaje respectivo.

Cuando un beneficiario, ostentándose como cónyuge supérstite, exhiba la sentencia ejecutoria que acredite el estado civil que aduce para reclamar un beneficio que se haya concedido a otra persona por el mismo concepto, procederá la revocación de la pensión y se concederá al acreditante, quien la percibirá a partir de la fecha de la suspensión, sin que tenga derecho a reclamar las cantidades cobradas.

ARTÍCULO 65.- Los derechos a percibir pensión por los familiares beneficiarios del servidor público o pensionista se pierden por alguna de las siguientes causas:

I.- Cuando él o la cónyuge beneficiario contraiga nupcias o llegare a vivir en concubinato; 

II.- La divorciada o divorciado no tendrán derecho a la pensión de quien haya sido su cónyuge a menos que a la muerte del causante éste estuviese ministrándole alimentos por convenio o condena judicial, y siempre que no existan viuda o viudo, hijos, concubina o concubinario, ascendientes y nietos con derecho a la misma. Cuando la divorciada o divorciado disfrutase de la pensión en los términos de este artículo, perderá dicho derecho si contraen nuevas nupcias o si viviese en concubinato. 

III.- Cuando los hijos cumplan la mayoría de edad, a menos de que sean solteros y estén realizando estudios de nivel medio superior o superior en planteles que se dediquen a la enseñanza, con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, así como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza. Estos perderán el derecho al cumplir 25 años de edad. Los hijos incapaces perderán el derecho en cuanto cese la incapacidad. 

IV.- Por fallecimiento del beneficiario.

Para los efectos del presente artículo, la Dirección de Pensiones tendrá la facultad de constatar periódicamente la situación de los beneficiarios para determinar la continuidad de los beneficios de pensión en los supuestos que se indican en el presente numeral.
ARTÍCULO 66. Si el hijo pensionado llegare a los dieciocho años y no pudiere mantenerse por su propio trabajo debido a una enfermedad duradera, defectos físicos o enfermedad psíquica, el pago de la pensión por orfandad se prorrogará de manera vitalicia siempre y cuando ésta sea total y permanente. En tal caso el hijo pensionado estará obligado a someterse a los reconocimientos y tratamientos que la Dirección de Pensiones le prescriba y proporcione, y a las investigaciones que en cualquier tiempo éste ordene para los efectos de determinar su estado de incapacidad, haciéndose acreedor, en caso contrario, a la suspensión de la pensión.

ARTÍCULO 67.- El derecho al goce de la pensión de viudez comenzará el día siguiente del fallecimiento del trabajador o pensionista, y cesará al cumplirse cualquier supuesto establecido en el artículo 65 de esta Ley.

ARTÍCULO 68.- El disfrute de una pensión por viudez, derivada de los derechos de un trabajador o pensionista en favor de sus beneficiarios será compatible con el disfrute de la pensión por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez y anticipada por retiro vejez, anticipada por retiro, incapacidad por riesgos de trabajo o incapacidad por causas ajenas al servicio que genere por derechos propios.  

No será compatible el disfrute de dos o más pensiones generadas por un trabajador, en caso de que cumpla con los requisitos para acceder a más de una pensión, recibirá la de mayor cuantía sin que éstas sean acumulables.

ARTÍCULO 69- La percepción de una pensión por orfandad, es compatible con el disfrute de otra pensión igual proveniente de los derechos derivados del otro progenitor.

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO

DEVOLUCIÓN DE CUOTAS

ARTÍCULO 70.- El trabajador que sin tener derecho a pensión se separe o sea separado del servicio por cualquier causa, podrá optar por una de las dos opciones siguientes:

I.- La devolución de hasta el 50% de las cuotas que realizó el trabajador, de acuerdo con la fracción III del artículo 6 de esta Ley, sin incluir los intereses generados por las mismas, los cuales seguirán formando parte del Patrimonio de la Dirección de Pensiones. 

II.- Dejar en el Patrimonio de la Dirección de Pensiones sus cuotas aportadas de acuerdo con la fracción III del artículo 6 de esta Ley, para conservar así su antigüedad de cotización y conservarla para el caso de que reingresara al servicio del municipio, siempre y cuando hubiere acumulado al menos 1 año de servicio a partir del reingreso.

El trabajador tendrá un plazo de 12 meses a partir de la separación del cargo, para determinar cuál de las dos opciones anteriores seleccionó y emitir su opinión por escrito a la Dirección de Pensiones. En caso de que el trabajador no emita su decisión aplicará la fracción II de este artículo.

En caso de que el trabajador fallezca sin tener derecho a una pensión, los beneficiarios recibirán el beneficio descrito en la fracción I de este artículo.

ARTÍCULO 71.- Para acceder al beneficio establecido en el artículo anterior, el trabajador o sus beneficiarios deberán presentar un certificado de no adeudo de créditos quirografarios de acuerdo con lo establecido en el Capítulo Décimo Segundo de esta Ley. En caso de que el trabajador sea aval de un crédito vigente, la Dirección de Pensiones descontará el saldo pendiente de pago de dicho crédito y lo pagará al trabajador o sus beneficiarios a la liquidación del mismo.

ARTÍCULO 72.- La Dirección de Pensiones tiene la facultad de retener de la devolución de cuotas del trabajador que se retire sin derecho a pensión los adeudos que este tenga con la Dirección y que no hayan sido cubiertos previamente con su finiquito.
CAPÍTULO DÉCIMO SEGUNDO

DE LOS PRÉSTAMOS

ARTÍCULO 73.- Por préstamo quirografario se entiende el crédito concedido por la Dirección de Pensiones a favor de un trabajador en activo o pensionado suscribiendo un documento a favor de esta Dirección, en la que se ampare la cantidad recibida, más los intereses correspondientes.

ARTÍCULO 74.- Todo trabajador activo con  1 año de antigüedad o pensionado tendrá derecho a que se le otorgue un crédito quirografario de conformidad con las posibilidades económicas de la Dirección, de acuerdo con lo establecido en el reglamento interior.

ARTÍCULO 75.- Los préstamos a que se refiere este capítulo causarán un interés anual, sobre capital inicial, de al menos la tasa de inflación más 3 puntos porcentuales anuales.

ARTÍCULO 76.- Para tener derecho a gozar del beneficio previsto en este capítulo el trabajador en activo, deberá tener una antigüedad efectiva de 1 año de haber ingresado al trabajo al servicio del Municipio;  con un aval sindicalizado o confianza  con cinco años de antigüedad mínimo.

ARTÍCULO 77.- El plazo máximo para su pago será de 2 años programando los pagos respectivos para que sean deducidos de su nómina. El monto de las deducciones por este concepto no podrá ser superior al 30% de la percepción mensual del trabajador en activo o pensionado.

ARTICULO 78.- En caso de fallecer el trabajador o pensionado, y tener adeudos al Patrimonio de la Dirección de Pensiones, se descontará la cantidad adeudada de las que habrán de recibir los beneficiarios.

ARTÍCULO 79.- Para hacer efectivos los préstamos que conceda, independientemente de poder hacer el descuento en las nóminas, la Dirección de Pensiones se reserva el derecho de ejercer para su cobro las vías que procedan conforme a la legislación correspondiente. 

ARTÍCULO 80.- Los créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria, se otorgarán de conformidad con las posibilidades económicas de la Dirección, de acuerdo con lo establecido en el reglamento interior.

CAPÍTULO DÉCIMO TERCERO

PREVENCIONES GENERALES

ARTÍCULO 81.- La Tesorería Municipal proporcionará a la Dirección de Pensiones las nóminas correspondientes de los trabajadores de planta inscritos en la propia dirección, proporcionando los informes que sean necesarios para lograr una mejor prestación de los servicios y beneficios sociales encomendados por el presente ordenamiento.

ARTICULO 82.- Los trabajadores activos, y pensionados deberán notificar a la Dirección de Pensiones el nombre de sus beneficiarios mediante carta testamentaria.

En la carta testamentaria sólo se podrá instituir como beneficiario a los comprendidos en el artículo 63 de esta ley, en el orden previsto en dicho precepto.

ARTÍCULO 83.- Los préstamos quirografarios se concederán por la Dirección siempre que las reservas sean suficientes para garantizar preferentemente los beneficios que por jubilaciones, inhabilitación y muerte del trabajador, que concede la presente ley.

ARTÍCULO 84.- La separación por licencia sin goce de sueldo del trabajador o la suspensión de la relación de trabajo, se computará, para los efectos de esta Ley, como tiempo efectivo de servicio, en los siguientes casos:

I.- Cuando la licencia se conceda por período que no exceda de 6 meses, dentro de un período de trabajo de 36 meses;

Il.- Cuando la licencia se conceda al trabajador para desempeñar cargos públicos o comisiones sindicales, mientras duren dichos cargos o comisiones;

III.- Cuando el trabajador sufra prisión preventiva seguida de sentencia absolutoria mientras dure la privación de la libertad;

IV.- Cuando el trabajador fuere suspendido de su empleo conforme a la Ley, por todo el tiempo que dure la suspensión y mientras tanto no fuere reinstalado en su empleo por virtud del auto ejecutorio a su favor.

En los casos antes señalados el trabajador deberá de pagar las cuotas y aportaciones a que se refiere el artículo 6o. de esta ley.

ARTÍCULO 85.- Los gastos de administración de la Dirección de Pensiones no podrán ser superiores al equivalente del 1.5% de la nómina de cotización. 

ARTÍCULO 86.- La Dirección de Pensiones tendrá la facultad de exigir del patrón el monto de las cuotas y de las aportaciones retenidas a los trabajadores y cualquier adeudo que este último tenga a la Dirección a través de todos los medios que las leyes vigentes le permitan. 

ARTÍCULO 87.- Los pensionados recibirán anualmente un aguinaldo equivalente a 15 días de la pensión que estén disfrutando.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Los trabajadores que estén disfrutando una pensión a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, o tengan derecho adquirido de 25 años a disfrutar de alguna de ellas, la mantendrán en los términos y condiciones en los que la hayan adquirido salvo la vigencia de derechos establecida en el capítulo décimo de la presente Ley.

TERCERO.- Aquellos trabajadores que se encuentren en activo y cotizando a la Dirección de Pensiones a la entrada en vigor de esta Ley, y no se encuentren en el supuesto descrito en el transitorio anterior serán considerados como trabajadores en transición.

CUARTO.- Para los trabajadores en transición el sueldo regulador, será el promedio ponderado de los últimos sueldos de cotización, previa actualización mediante el Índice Nacional de Precios al Consumidor, de acuerdo al año en que alcance los requisitos para obtener la pensión por Edad y Antigüedad en el servicio establecida en el artículo quinto transitorio, conforme a la siguiente tabla:

	Año en que adquiere el derecho a la pensión por Edad y Antigüedad en el Servicio
	Número de años de salario a promediar

	2015 al 2018

2019

2020

2021

2022

2023

2024

2025 o posterior
	3

4

5

6

7

8

9

10


El sueldo regulador en ningún caso podrá ser superior al último sueldo neto percibido por el trabajador, por ningún motivo podrá ser mayor a 15 salarios mínimos ni menor a un salario mínimo generales vigentes en la capital del Estado.
 
QUINTO.- Para los efectos del artículo 37 de la presente Ley, el trabajador en transición tendrá derecho a la pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio al contar con al menos 25 años de servicio y de cotización en la Dirección y cumplir con una edad mínima de acuerdo con la siguiente tabla dependiendo del año en que cumpla ambos requisitos:

 

	Año en que cumplen 25 años de servicio y cotización
	Edad mínima requerida

	2015

2016-2017

2018-2019

2020-2021

2022-2023

2024-2025

2026-2027

2028-2029

2030-2031

2032 o posterior
	55

55

56

57

58

59

60

61

62

63


El monto de la pensión será el 100% del sueldo regulador establecido en el artículo quinto transitorio.

SEXTO.- Para los efectos del artículo 38 de la presente Ley, el trabajador en transición tendrá derecho a la pensión por vejez al contar al menos 15 años de servicio y de cotización en la Dirección y una edad de acuerdo con la siguiente tabla:

	Año en que cumplen 30 años de servicio y cotización
	Edad mínima requerida

	2014 a 2027

2028 y 2029

2030 y 2031

2032 y posterior
	60

61

62

63


El monto de la pensión por vejez se calculará dependiendo de la antigüedad conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	55.00%

58.00%

61.00%

64.00%

67.00%

70.00%

73.00%

76.00%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	79.00%

82.00%

85.00%

88.00%

91.00%

94.00%

97.00%

100.00%


Estos porcentajes serán con relación al sueldo regulador definido en el artículo quinto transitorio.

SÉPTIMO.- Para los efectos del artículo 39 de la presente Ley, el trabajador en transición que cuente con al menos 15 años de servicio y de cotización en la Dirección, podrá optar por una pensión anticipada por retiro a partir de los 60 años de edad, el monto de esta pensión se reducirá cada año que le falte para cumplir los requisitos de la pensión de vejez, establecida en el artículo transitorio anterior, por el factor descrito en la siguiente tabla:
	Años que faltan para cumplir con requisito de Edad de Pensión por vejez
	Factor de ajuste a  pensión por vejez

	0

1

2

3
	1.00

0.95

0.80

0.85


OCTAVO.- Para los trabajadores en transición las aportaciones a cargo del patrón, descritas en la fracción II del artículo 6 de esta Ley, serán de un porcentaje del sueldo de cotización de acuerdo con la siguiente tabla:

	AÑO
	PORCENTAJE

	2016
	9.0%

	2017
	10.0%

	2018
	11.0%

	2019
	12.0%

	2020
	13.0%

	2021
	14.0%

	2022
	15.0%

	2023
	16.0%

	2024
	17.0%

	2025
	18.0%

	2026
	19.0%

	2027
	20.0%

	2028
	21.0%

	2029 en adelante
	22.0%


NOVENO.- Las cuotas a cargo del trabajador en transición, descritas en la fracción III del artículo 6 de esta Ley, serán de un porcentaje de su sueldo de cotización de acuerdo con la siguiente tabla:

	AÑO
	PORCENTAJE

	2016
	3.5%

	2017
	4.0%

	2018
	4.5%

	2019
	5.0%

	2020
	5.5%

	2021
	6.0%

	2022
	6.5%

	2023
	7.0%

	2024
	7.5%

	2025
	8.0%

	2026
	8.5%

	2027
	9.0%

	2028
	9.5%

	2029
	10.0%

	2030
	10.5%

	2031 en adelante
	11.0%


DÉCIMO.- Aquellos trabajadores que se encuentren en activo y no coticen a la Dirección de Pensiones a la entrada en vigor de esta Ley, tendrán derecho a las prestaciones descritas en el cuerpo de esta Ley sin que sean considerados como trabajadores en transición salvo cuotas y aportaciones, para tal efecto se les reconocerán los años de servicio que tuvieran a la fecha de acuerdo con el procedimiento que establezca la propia Dirección de Pensiones. 

Para estos trabajadores las cuotas y aportaciones que les corresponden se señalan en los artículos décimo primero y décimo segundo transitorios.

DÉCIMO PRIMERO.- Para los trabajadores activos y que no estuvieran cotizando a la entrada en vigor de la presente Ley las aportaciones a cargo del patrón, descritas en la fracción II del artículo 6 de esta Ley, serán de un porcentaje del sueldo de cotización de acuerdo con la siguiente tabla:

	AÑO
	PORCENTAJE

	2016
	9.0%

	2017
	10.0%

	2018
	11.0%

	2019
	12.0%

	2020
	13.0%

	2021
	14.0%

	2022
	15.0%

	2023
	16.0%

	2024
	17.0%

	2025
	18.0%

	2026
	19.0%

	2027
	20.0%

	2028
	21.0%

	2029 en adelante
	22.0%


DÉCIMO SEGUNDO.- Para los trabajadores activos y que no estuvieran cotizando a la entrada en vigor de la presente Ley sus cuotas, descritas en la fracción III del artículo 6 de esta Ley, serán de un porcentaje de su sueldo de cotización de acuerdo con la siguiente tabla:

	AÑO
	PORCENTAJE

	2016
	4.0%

	2017
	5.0%

	2018
	6.0%

	2019
	7.0%

	2020
	8.0%

	2021
	9.0%

	2022
	10.0%

	2023 en adelante
	11.0%


DÉCIMO TERCERO.- El Consejo emitirá un reglamento interno para el otorgamiento de créditos quirografarios en un plazo no mayor a 30 días hábiles.

DÉCIMO CUARTO.- El Consejo emitirá un reglamento interno para el otorgamiento de créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria en un plazo no mayor a 180 días hábiles.

DÉCIMO QUINTO.- Se abroga la ley que crea el Organismo Publico Descentralizado de la Administración Municipal Denominado “Dirección de Pensiones y Beneficios Sociales Para los Trabajadores al Servicio del Municipio de Torreón, Coahuila; Publicada en el periódico Oficial el viernes 20 de abril del 1984 mediante Decreto numero 165
DÉCIMO SEXTO.-Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente ley.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. José Armando Pruneda Valdez, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de enero de 2016.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al oficio del Presidente Municipal de Castaños, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por instrucciones del Pleno del Congreso el día 07 de Enero del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, oficio del Presidente Municipal de Castaños, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 90, 105, 116  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que el oficio del Presidente Municipal de Castaños, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El viernes 3 de octubre de 2014, se publicó en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado, la Ley para la Implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo objeto es establecer los criterios generales que regirán la implementación, la operación, el seguimiento y la evaluación de los sistemas de pensiones de los municipios del Estado.

Según lo previsto en dicho ordenamiento, la implementación de los sistemas se sustenta en los principios de seguridad social, sustentabilidad financiera, certeza jurídica, transparencia, eficacia y fortalecimiento de la hacienda pública de los Municipios y se fundamentará en los siguientes ejes estratégicos: El acceso de los trabajadores a sistemas que les garanticen seguridad social y certeza jurídica; la implementación y transición de forma gradual e integral de los sistemas, regidos bajo los principios enumerados en la presente ley; la modernización y fortalecimiento de los sistemas, bajo las bases técnicas y estructuras adecuadas; la profesionalización de servidores públicos encargados de operar los sistemas; y la incorporación y adecuación del nuevo régimen legal en materia de pensiones.

En la citada ley estatal, se establecen los instrumentos y modalidades mediante los cuales los Municipios pueden cumplir con la presentación de los beneficios que se señalan en el mismo ordenamiento, señalándose entre ellos, la celebración de contratos con los siguientes organismos públicos federales: Instituto Mexicano del Seguro Social e Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

Considerando lo señalado, el Ayuntamiento del Municipio de Castaños, Coahuila de Zaragoza, en sesión de cabildo se aprobó que se optara por la celebración de un convenio de incorporación voluntaria al régimen obligatorio del Instituto Mexicano del Seguro Social, bajo la Modalidad 42, para la prestación de los beneficios correspondientes  a la seguridad social de los trabajadores a su servicio.

TERCERO.- Con la finalidad de que los municipios cuenten con administraciones transparentes, eficaces y que estén constantemente trabajando en el perfeccionamiento de sus prácticas administrativas y su capacidad de gestión, es necesario que mediante los ordenamientos jurídicos correspondientes, se garanticen los esquemas de seguridad y previsión social.

Es por ello, que coincidimos quienes aquí dictaminamos, con la necesidad de emprender acciones encaminadas a reformar los criterios de financiamiento y la estructura de beneficios, a fin de avanzar hacia modelos integrados, equitativos y financieramente sostenibles, que garanticen a los trabajadores un sistema de seguridad social que cuente con sustentabilidad financiera, certeza jurídica, transparencia y eficacia, siendo éste el nuevo régimen legal que sustente los sistemas de pensiones.

En virtud de que la presente Iniciativa se basa en dichos principios, es procedente emitir y poner a consideración del Pleno, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se autoriza al Municipio de Castaños, Coahuila de Zaragoza, a convenir con el Instituto Mexicano del Seguro Social, para incorporar voluntariamente al régimen obligatorio del seguro social a los trabajadores a su servicio.

Asimismo, se le faculta para que pacte la fecha de inicio de la prestación de los servicios y los sujetos de aseguramiento que comprenderá; la vigencia; las prestaciones que se otorgaran; las cuotas a cargo de los asegurados y demás sujetos obligados; y, los procedimientos de inscripción y cobro de las cuotas respectivas.

ARTICULO SEGUNDO.- Los seguros del régimen obligatorio que se cubrirán a los sujetos de aseguramiento se fijaran, de acuerdo con el esquema de protección que establece la Ley del Seguro Social, para los trabajadores al servicio de las administraciones públicas de la federación, entidades federativas y municipios, que estén excluidas o no comprendidas en otras leyes o decretos como sujetos de seguridad social.

ARTÍCULO TERCERO.- El Municipio de Castaños, Coahuila de Zaragoza, se obliga a pagar directamente las cuotas obrero patronales que se deriven del aseguramiento de trabajadores a su servicio, autorizando, en caso de que no lo haga de conformidad con lo dispuesto por el artículo 39 de la Ley del Seguro Social y en el numeral 120 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en materia de afiliación, clasificación de empresas, recaudación y fiscalización, a solicitud del Instituto Mexicano del Seguro Social, que la Secretaria de Hacienda y Crédito Publico retenga y entregue dichas cuotas, con cargo a los subsidios, transferencias o participaciones que corresponda en los ingresos federales, en términos de los artículos 232 y 233 del citado ordenamiento legal y el artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal.

TRANSITORIOS

UNICO.- El presente decreto entrara en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. José Armando Pruneda Valdez, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de enero de 2016.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al oficio del Presidente Municipal de Lamadrid, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por instrucciones del Pleno del Congreso el día 19 del mes de enero del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, oficio del Presidente Municipal de Lamadrid mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 90, 105, 116  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que el oficio del Presidente Municipal de Lamadrid, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El viernes 3 de octubre de 2014, se publicó en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado, la Ley para la Implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo objeto es establecer los criterios generales que regirán la implementación, la operación, el seguimiento y la evaluación de los sistemas de pensiones de los municipios del Estado.

Según lo previsto en dicho ordenamiento, la implementación de los sistemas se sustenta en los principios de seguridad social, sustentabilidad financiera, certeza jurídica, transparencia, eficacia y fortalecimiento de la hacienda pública de los Municipios y se fundamentará en los siguientes ejes estratégicos: El acceso de los trabajadores a sistemas que les garanticen seguridad social y certeza jurídica; la implementación y transición de forma gradual e integral de los sistemas, regidos bajo los principios enumerados en la presente ley; la modernización y fortalecimiento de los sistemas, bajo las bases técnicas y estructuras adecuadas; la profesionalización de servidores públicos encargados de operar los sistemas; y la incorporación y adecuación del nuevo régimen legal en materia de pensiones.

En la citada ley estatal, se establecen los instrumentos y modalidades mediante los cuales los Municipios pueden cumplir con la presentación de los beneficios que se señalan en el mismo ordenamiento, señalándose entre ellos, la celebración de contratos con los siguientes organismos públicos federales: Instituto Mexicano del Seguro Social e Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

Considerando lo señalado, el Ayuntamiento del Municipio de Lamadrid, Coahuila de Zaragoza, en sesión de cabildo se aprobó que se optara por la celebración de un convenio de incorporación voluntaria al régimen obligatorio del Instituto Mexicano del Seguro Social, bajo la Modalidad 42, para la prestación de los beneficios correspondientes  a la seguridad social de los trabajadores a su servicio.

TERCERO.- Con la finalidad de que los municipios cuenten con administraciones transparentes, eficaces y que estén constantemente trabajando en el perfeccionamiento de sus prácticas administrativas y su capacidad de gestión, es necesario que mediante los ordenamientos jurídicos correspondientes, se garanticen los esquemas de seguridad y previsión social.

Es por ello, que coincidimos quienes aquí dictaminamos, con la necesidad de emprender acciones encaminadas a reformar los criterios de financiamiento y la estructura de beneficios, a fin de avanzar hacia modelos integrados, equitativos y financieramente sostenibles, que garanticen a los trabajadores un sistema de seguridad social que cuente con sustentabilidad financiera, certeza jurídica, transparencia y eficacia, siendo éste el nuevo régimen legal que sustente los sistemas de pensiones.

En virtud de que la presente Iniciativa se basa en dichos principios, es procedente emitir y poner a consideración del Pleno, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se autoriza al Municipio de Lamadrid, Coahuila de Zaragoza, a convenir con el Instituto Mexicano del Seguro Social, para incorporar voluntariamente al régimen obligatorio del seguro social a los trabajadores a su servicio.

Asimismo, se le faculta para que pacte la fecha de inicio de la prestación de los servicios y los sujetos de aseguramiento que comprenderá; la vigencia; las prestaciones que se otorgaran; las cuotas a cargo de los asegurados y demás sujetos obligados; y, los procedimientos de inscripción y cobro de las cuotas respectivas.

ARTICULO SEGUNDO.- Los seguros del régimen obligatorio que se cubrirán a los sujetos de aseguramiento se fijaran, de acuerdo con el esquema de protección que establece la Ley del Seguro Social, para los trabajadores al servicio de las administraciones públicas de la federación, entidades federativas y municipios, que estén excluidas o no comprendidas en otras leyes o decretos como sujetos de seguridad social.

ARTÍCULO TERCERO.- El Municipio de Lamadrid, Coahuila de Zaragoza, se obliga a pagar directamente las cuotas obrero patronales que se deriven del aseguramiento de trabajadores a su servicio, autorizando, en caso de que no lo haga de conformidad con lo dispuesto por el artículo 39 de la Ley del Seguro Social y en el numeral 120 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en materia de afiliación, clasificación de empresas, recaudación y fiscalización, a solicitud del Instituto Mexicano del Seguro Social, que la Secretaria de Hacienda y Crédito Publico retenga y entregue dichas cuotas, con cargo a los subsidios, transferencias o participaciones que corresponda en los ingresos federales, en términos de los artículos 232 y 233 del citado ordenamiento legal y el artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal.

TRANSITORIOS

UNICO.- El presente decreto entrara en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. José Armando Pruneda Valdez, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip, Irma Leticia Castaño Orozco. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de enero del 2016.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al oficio del Presidente Municipal de Nadadores, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por instrucciones del Pleno del Congreso el día 19 del mes de enero del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, oficio del Presidente Municipal de Nadadores, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 90, 105, 116  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que el oficio del Presidente Municipal de Nadadores, mediante el cual envía una Iniciativa de Decreto que contiene Autorización para que dicho Municipio celebre un convenio para incorporar al Servicio Médico del Instituto Mexicano del Seguro Social a los Trabajadores al Servicio de dicho Municipio, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El viernes 3 de octubre de 2014, se publicó en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado, la Ley para la Implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo objeto es establecer los criterios generales que regirán la implementación, la operación, el seguimiento y la evaluación de los sistemas de pensiones de los municipios del Estado.

Según lo previsto en dicho ordenamiento, la implementación de los sistemas se sustenta en los principios de seguridad social, sustentabilidad financiera, certeza jurídica, transparencia, eficacia y fortalecimiento de la hacienda pública de los Municipios y se fundamentará en los siguientes ejes estratégicos: El acceso de los trabajadores a sistemas que les garanticen seguridad social y certeza jurídica; la implementación y transición de forma gradual e integral de los sistemas, regidos bajo los principios enumerados en la presente ley; la modernización y fortalecimiento de los sistemas, bajo las bases técnicas y estructuras adecuadas; la profesionalización de servidores públicos encargados de operar los sistemas; y la incorporación y adecuación del nuevo régimen legal en materia de pensiones.

En la citada ley estatal, se establecen los instrumentos y modalidades mediante los cuales los Municipios pueden cumplir con la presentación de los beneficios que se señalan en el mismo ordenamiento, señalándose entre ellos, la celebración de contratos con los siguientes organismos públicos federales: Instituto Mexicano del Seguro Social e Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

Considerando lo señalado, el Ayuntamiento del Municipio de Nadadores, Coahuila de Zaragoza, en sesión de cabildo se aprobó que se optara por la celebración de un convenio de incorporación voluntaria al régimen obligatorio del Instituto Mexicano del Seguro Social, bajo la Modalidad 42, para la prestación de los beneficios correspondientes  a la seguridad social de los trabajadores a su servicio.

TERCERO.- Con la finalidad de que los municipios cuenten con administraciones transparentes, eficaces y que estén constantemente trabajando en el perfeccionamiento de sus prácticas administrativas y su capacidad de gestión, es necesario que mediante los ordenamientos jurídicos correspondientes, se garanticen los esquemas de seguridad y previsión social.

Es por ello, que coincidimos quienes aquí dictaminamos, con la necesidad de emprender acciones encaminadas a reformar los criterios de financiamiento y la estructura de beneficios, a fin de avanzar hacia modelos integrados, equitativos y financieramente sostenibles, que garanticen a los trabajadores un sistema de seguridad social que cuente con sustentabilidad financiera, certeza jurídica, transparencia y eficacia, siendo éste el nuevo régimen legal que sustente los sistemas de pensiones.

En virtud de que la presente Iniciativa se basa en dichos principios, es procedente emitir y poner a consideración del Pleno, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se autoriza al Municipio de Nadadores, Coahuila de Zaragoza, a convenir con el Instituto Mexicano del Seguro Social, para incorporar voluntariamente al régimen obligatorio del seguro social a los trabajadores a su servicio.

Asimismo, se le faculta para que pacte la fecha de inicio de la prestación de los servicios y los sujetos de aseguramiento que comprenderá; la vigencia; las prestaciones que se otorgaran; las cuotas a cargo de los asegurados y demás sujetos obligados; y, los procedimientos de inscripción y cobro de las cuotas respectivas.

ARTICULO SEGUNDO.- Los seguros del régimen obligatorio que se cubrirán a los sujetos de aseguramiento se fijaran, de acuerdo con el esquema de protección que establece la Ley del Seguro Social, para los trabajadores al servicio de las administraciones públicas de la federación, entidades federativas y municipios, que estén excluidas o no comprendidas en otras leyes o decretos como sujetos de seguridad social.

ARTÍCULO TERCERO.- El Municipio de Nadadores, Coahuila de Zaragoza, se obliga a pagar directamente las cuotas obrero patronales que se deriven del aseguramiento de trabajadores a su servicio, autorizando, en caso de que no lo haga de conformidad con lo dispuesto por el artículo 39 de la Ley del Seguro Social y en el numeral 120 del Reglamento de la Ley del Seguro Social en materia de afiliación, clasificación de empresas, recaudación y fiscalización, a solicitud del Instituto Mexicano del Seguro Social, que la Secretaria de Hacienda y Crédito Publico retenga y entregue dichas cuotas, con cargo a los subsidios, transferencias o participaciones que corresponda en los ingresos federales, en términos de los artículos 232 y 233 del citado ordenamiento legal y el artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal.

TRANSITORIOS

UNICO.- El presente decreto entrara en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. José Armando Pruneda Valdez, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip, Irma Leticia Castaño Orozco. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de enero del 2016.
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